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RESUMEN 

 

El artículo 254 bis del Código Penal costarricense padeció una serie 

de reformas, de tal forma que conforme fueron aconteciendo necesidades o 

vacíos dentro de dicho cuerpo normativo, este sufrió transformaciones, 

pasando no solo a modificar su fondo, sino también su forma, pues hasta su 

numeral fue transformado, dejando de ser 254 bis para convertirse en 261 bis 

del mismo cuerpo normativo. 

Esta norma fue creada por el legislador ante la necesidad de regular 

una conducta ilícita que afectaba el bien común de la sociedad costarricense 

y con varios tropiezos, la misma fue adquiriendo relevancia y respeto dentro 

de la ciudadanía, además logró desarrollar mayor conciencia y, con ello, 

evitar afectación al bien jurídico tutelado. 

El objetivo de este trabajo es analizar el motivo de creación de esta 

norma jurídica, si proyecta los principios del Estado de Derecho, 

examinando el criterio del legislador, así como el ámbito de aplicación de la 

misma y su finalidad como tal.  

Para lo cual se hace necesario descomponerla en las áreas pertinentes 

y abarcarla como un todo, no solo en el análisis jurídico y constitucional, 

examinando si ella cumple con estos requisitos o si podría incurrir en alguna 

afectación a los derechos fundamentales del agente activo, sino también en 

los funcionarios llamados a perseguirla, a la prueba que produce el mismo 

agente o imputado en su contra; esto en aras de determinar si la causa que 

hizo necesaria la creación de esta norma penal recibe, con esta sanción, la 

consecuencia apropiada en aras de proteger el bien jurídico tutelado –

seguridad común-, o si debió incluirse esta conducta antijurídica desde otra 

norma ya existente, como lo es en el delito de lesiones culposas, en donde se 

constituyera este como un agravante. 
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De este modo, se tiene como hipótesis analizar los delitos de peligro, 

el criterio técnico, los medios de prueba-licitud, la sanción-proporcionalidad, 

entre otros. El antiguo artículo 254 bis y ahora renumerado 261 bis del 

Código Penal establece una sanción penal a un bien jurídico abstracto, 

haciendo necesario el análisis y la aplicación del principio de lesividad del 

numeral 28 constitucional y del principio de proporcionalidad.  Así, se 

vuelve esta norma penal en una que impone una doble sanción a una misma 

conducta ilícita. 

Es preciso comprender que la sociedad cambia y al ser el Derecho 

una profesión que cambia conforme cambie el espíritu de las leyes,  se hace 

cada vez  más  necesario tomar en cuenta la realidad socio-económica, 

histórica y cultural  a la cual se aplica una norma jurídica, siendo de aquí que 

surge la creación y aplicación de la norma penal que se analiza en este 

trabajo. 

Se aplica el método de investigación hipotético deductivo y se 

demuestra que la normativa costarricense sufre variantes conforme surgen 

situaciones que requieren regulación, las necesidades sociales evolucionan y 

conforme con ellas el ordenamiento jurídico se readecuada. Como todo 

cambio, hace que acontezcan resistencias o diferencias de criterios, pero al 

final la búsqueda de la protección al bien jurídico que este tipo penal 

resguarda hace que su finalidad tenga razón de ser. 

Son diversos los temas que se desarrollan en la presente 

investigación, los cuales van desde lo general hasta lo especifico, en donde 

se desarrollará el principio de lesividad, fundamentos constitucionales y su 

aplicación sustantiva en el tipo penal que se investiga, análisis al proyecto de 

ley, análisis a los delitos de peligro y lesión al bien jurídico; también el tipo 

penal conducción temeraria y la licitud de los medios que se emplean para 

recabar la prueba, así como la conducta punible y las consecuencias civiles. 

Costa Rica era un país que carecía por completo de una ley que regulara el 

conducir en estado de ebriedad y como país Centroamericano, se sabe 
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pionero entre otros de implementar está normativa, pues la sociedad 

costarricense lo requería como una necesidad social de reguardo a la 

ciudadanía. 

En conclusión, se puede dilucidar posterior a este análisis que en 

efecto son ineludibles los alcances de la norma, al cumplir a cabalidad su 

cometido y aunque con tropiezos ha sabido alcanzar su propósito, el cual fue 

proteger a la población costarricense y a los bienes jurídicos que en esta se 

amparan, pues ya era el momento de proteger los bienes jurídicos que tutela 

la Constitución Política que estaban en riesgo por causa de una inexistencia 

de norma. 
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1 

INTRODUCCIÓN 

 

 La sociedad costarricense se ve involucrada y afectada propiamente por una 

situación que aún no era resguardada por el ordenamiento jurídico y es de ahí que el 

legislador crea la norma, pues con ella procura proteger al bien jurídico que sufre la 

afectación de manera directa. La conducta que se regula sufrirá una transición a lo largo de 

esta investigación, esto en cuanto a la forma; pero al final, en el fondo de la misma, su 

punto de partida se conserva y siempre será en pro de la protección al bien jurídico 

“seguridad común” que se aborde y se regule.  

 Tal como se expondrá, el tipo penal sufre una serie de variaciones, desde su 

numeración dentro del Código Penal costarricense hasta el eliminar ciertas figuras e incluir 

otras. Al mencionar este punto deberá comprenderse que la figura del comiso padece una 

exclusión total  de este tipo penal y, a su vez, se incorpora otra que se refleja en la figura de 

la inhabilitación, entre otros puntos importantes. 

 Este tema se consideró de gran relevancia para el derecho pues en el momento que 

se inició esta investigación, el tipo penal era uno innovador y con ello no solo traía una 

regulación y sanción a una conducta antes no tipificada, sino que también incluyó dentro 

del tipo penal una serie de sanciones que en su momento fueron consideradas como dobles 

sanciones a una misma conducta. Con ello también se implementó la figura del comiso en 

los delitos de conducción temeraria, situación que llamó sobremanera la atención y se 

atrevió a considerar desproporcionada, fue así que se inició el análisis de artículo 254, que 
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luego se modificó a 254 bis y al final del proceso hoy se ha readecuado su numeral a 261 

bis del Código Penal costarricense. Tal vicisitud no solo transformó la ubicación y el 

numeral del tipo, sino que este conforme surgieron situaciones que quizás el legislador no 

contempló en el momento original de creación, incluyó aspectos que antes no examinaba y 

excluyó figuras que generaban una desproporcionalidad entre la ley y el sujeto a quien se le 

aplicaba la norma. 

 Siendo así que el objetivo general de este trabajo fuere el analizar el motivo de 

creación de la norma jurídica y con ello dilucidar si la esta proyecta los principios del 

Estado de Derecho. Se pretende examinar el criterio del legislador al momento de creación, 

así como el ámbito de aplicación de la misma y su finalidad como tal; para lo cual se hizo 

necesario descomponerla en las áreas pertinentes y abarcarla como un todo, no solo en su 

análisis jurídico, constitucional y  proporcional, sino que se pretende dilucidar los  puntos 

relevantes del tipo penal y con ello realizar un análisis a todos los aspectos que involucran 

este delito de conducción temeraria en la sociedad costarricense.  

Pasando de lo general a lo especifico en esta investigación, se busca también determinar 

los motivos del proyecto de ley; por esta razón, se efectúa un exhaustivo análisis a cada 

sesión y moción planteada para este proyecto de ley, se estudia su origen y fundamento, así 

como los  votos a favor, entre otros; es decir, se ejecuta una interpretación auténtica de la 

norma y tipo penal. 

Así mismo, se observa  el artículo 254 bis del Código Penal, su ámbito de aplicación y 

los sujetos involucrados en esta. Además, las modificaciones que este sufre desde su origen 
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hasta convertirse en lo que es hoy, el numeral 261 bis del mismo cuerpo normativo,  pues lo 

que se pretende es estudiar qué origina su creación y la tipificación dentro de este. 

 Esto lleva a realizar el examen de los delitos de peligro, determinar la proporcionalidad 

de la norma penal, si la sanción impuesta en esta norma en específico es o no adecuada y si 

se incumple algún principio constitucional. Para continuar en la exploración de cuál fue el 

criterio técnico seguido para designar esa concentración de alcohol en sangre; por qué de 

esa cantidad de gramos en cada litro de sangre y no cualquier otro número o porcentaje; y 

conocer si esto fue en promedio con la contextura, edad, proporción física, sexo o cualquier 

otra premisa utilizada y relacionada directamente con la población. 

A su vez, se examinarán los medios de prueba empleados en este tipo penal, así, se 

pretende abarcar la libertad probatoria y la legitimidad de los medios de prueba destinados 

por el legislador para el análisis de la configuración de hecho ilícito. Deben entenderse 

estos medios de prueba, como la prueba de alcohosensor, prueba de alcoholemia y otros, 

siendo de esta forma que se logre  determinar si este  cumple con los requisitos del tipo 

penal como prueba técnica; en este punto se debe valorar aspectos tales como los de 

absorción, eliminación, entre otros procesos. 

  También se investiga el Principio de Lesividad y el Principio de Proporcionalidad 

aplicado a esta norma y, posteriormente, se vinculan los mismos con aspectos 

constitucionales, pretendiéndose que el mismo actué como indicador de cualquier posible 

inconstitucionalidad en la que se esté incurriendo o no en la actualidad, al aplicar este tipo 

penal. 
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Dentro de las modificaciones se encuentra la figura del comiso, la cual sufre más 

reformas, hasta llegar a su eliminación en cuanto a su aplicación en este tipo penal; sin 

embargo, como se realiza el estudio e investigación desde el proyecto de ley y más allá, se 

examinará la figura del comiso, ya que conforme se fue desarrollando esta investigación, 

surgieron transformaciones en la norma; por lo tanto, se estudiará su ámbito de aplicación y 

la posible inconstitucionalidad  o perjuicio de los derechos fundamentales que a cada 

individuo le pertenece en caso de aplicación.  

Se llevará a cabo un análisis de diferentes sentencias de la Sala Constitucional y de 

otros votos, los cuales se correlacionan íntimamente con el delito de conducción temeraria 

pues se busca abarcar los máximos puntos posibles en estudio de este delito. 

Por su parte, se plantea como hipótesis la situación que vincula el delito de conducción 

temeraria con los delitos de peligro, los criterios técnicos utilizados en él, los diferentes  

medios de prueba-licitud y la sanción-proporcionalidad ejecutada en el mismo, ya que se 

plantea la posibilidad de que exista una posible inconstitucionalidad, así como la aplicación 

de varias sanciones a una misma conducta ilícita.  

El inicialmente enumerado artículo 254 bis, luego renumerado 261 bis del Código Penal 

costarricense, establece una sanción penal sobre una conducta que lesiona de forma 

abstracta a un bien jurídico como lo es ¨la seguridad común¨, punto que se analizará desde 

la necesaria aplicación del principio de lesividad del numeral 28 constitucional y el 

principio de proporcionalidad.   

En esta investigación se aplica el método de investigación hipotético deductivo ya que 

se demuestra que la normativa costarricense sufre variantes, esto conforme surgen 
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situaciones que requieren regulación, pues las necesidades sociales evolucionan y conforme 

con ellas el ordenamiento jurídico se readecuada; por lo tanto, como todo cambio hace que 

acontezcan resistencias o diferencias de criterios, pero al final la búsqueda de la protección 

al bien jurídico que este tipo penal resguarda hace que su finalidad tenga razón de ser.  

Se debe comprender, tal como lo refiere el autor Hugo Cerda, que el método hipotético 

deductivo es:  

¨un procedimiento que toma unas aseveraciones en calidad de hipótesis y 

comprueba tales hipótesis, deduciendo de ellas conclusiones que confrontamos 

con los hechos. Este procedimiento hace parte de la metodología de las ciencias y 

su aplicación se halla vinculada a varias operaciones metodológicas: 

confrontación de hechos, revisión de conceptos existentes, formación de nuevos 

conceptos, conciliación de hipótesis con otras proposiciones teóricas, etc.¨.1 

Dicho método es el procedimiento que se sigue en esta investigación. Sin orden de  

relevancia se inicia con la observación del fenómeno por estudiar, que en este caso fue el 

analizar el tipo penal de conducción temeraria, desde su proyecto de ley hasta la ya 

tipificación del mismo y la posible inconstitucionalidad que en este se genera; luego la 

creación de una hipótesis para explicar dicho hecho, la cual pretende analizar el tipo y con 

él todos los aspectos antes descritos; posteriormente se realiza una deducción de 

consecuencias, la cual corresponde a la sanción que le impuso el legislador a la conducta 

ilícita y después se presenta la comprobación de la verdad de los enunciados deducidos 
                                                           
1
 Los Elementos de la Investigación. Cerda Gutiérrez, Hugo. 2ª reimpresión. Editorial El Búho LTDA,  

Colombia, Bogotá, 2000. Página 121. 
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comparándolos con la experiencia, para ello analizarán también votos y sentencias en los 

cuales se hubiese ya esgrimido con respecto a la conducción temeraria y la imposición de 

alguna pena en específico. 

De modo que el desarrollo de este trabajo se podría describir inicialmente indicando 

que posee tres capítulos, divididos a su vez en diferentes secciones, las cuales se encuentran 

subdivididas en apartados.  

El capítulo I corresponde al principio de lesividad en la legislación costarricense, en él 

se pretende realizar un análisis desde lo general hasta lo especifico del principio aplicado a 

la legislación. La primera sección es la de consideraciones previas y en la misma se efectúa 

una somera introducción al capítulo, seguidamente se ubican los aspectos generales dentro 

de la mencionada sección como apartado a), en el cual se describe el concepto y los 

alcances del principio de lesividad, así como la aplicación al tipo penal; en el apartado b), 

que se denomina “Fundamento constitucional”, se describe el principio de lesividad desde 

el numeral 28 y 39 de la Constitución Política de Costa Rica, el vínculo y el  análisis 

respectivo; luego como penúltimo apartado de esta sección, en el punto c) figura la 

aplicación sustantiva del principio de lesividad en el tipo penal, el cual pretende analizar el 

principio antes indicado en el tipo penal conceptualizando inicialmente un bien jurídico, 

pues como este tipo protege un bien jurídico abstracto, se hizo oportuno comprender desde 

el origen dicha figura; y, para finalizar, el punto d) efectúa un análisis a los motivos en el 

proyecto de ley de tránsito número 7331 y la reforma al código penal, en este se 

investigaron  las diferentes sesiones que ejecutó la Asamblea Legislativa de la República de 

Costa Rica, sus argumentos, posturas y diversos debates que fueron concluyentes para la 
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creación del tipo penal en cuestión, además se definió al bien jurídico tutela ¨ la seguridad 

común¨ y los delitos de peligro abstracto.  

La sección segunda se titula “Los delitos de peligro y lesión del bien jurídico tutelado”. 

En esta sección se cuenta con cuatro aspectos por considerar:  el punto a) concepto delitos 

de peligro, realiza una introducción a esta figura y  su concepto; el aparatado b) es 

elementos objetivos y el c) son los elementos subjetivos,  ambos de los delitos de peligro 

vinculados con el tipo penal en estudio; ya como último numeral de la sección dos se ubica 

el d) bien jurídico tutelado, en este se conceptualiza el que se tratará en esta investigación, 

su ámbito de aplicación y razón de protección del Derecho Penal. 

El capítulo II se titula “Conducción temeraria y licitud de los medios de prueba”. En 

este capítulo se pretende desgranar el tipo penal y la forma en la que es abordado o llevado 

a análisis para poder determinar si se está en un acto ilícito o no supera el margen en 

gramos de alcohol en sangre permitido por ley. El mismo se compone de dos secciones y 

estas, a su vez, se subdividen en otros incisos.  

La sección primera se denomina “Análisis del tipo penal de Conducción Temeraria”, el 

cual pretende profundizar qué es este delito, su concepto, ámbito de aplicación, sanción 

impuesta y otros puntos relevantes, esta despliega cinco apartados: el punto a) hace 

referencia a la acción penal , su concepto y referencia legal; continua el inciso b) señalando 

al tipo penal y sus elementos objetivos y subjetivos, en este se ubica su nexo de causalidad 

y parámetros; como aspecto tres y denominado c), se señala la antijuricidad que se 

conceptualiza desde el tipo penal conducción temeraria y normativa aplicable; como 

penúltimo apartado se ubica d) la culpabilidad que se procuró definir y vincular desde el 
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análisis del acto ilícito y como inciso final, se localiza e) sanciones, el cual define y aplica 

al delito de conducción temeraria, en este se realiza un pequeño estudio a la pena como tal. 

En esta sección se procura realizar un estudio más importante del tipo penal en 

investigación y desarrollar desde los aspectos fundamentales de la teoría del delito el 

análisis correspondiente. 

La segunda sección se titula análisis de los medios de comprobación, inicia con el 

fundamento generalizado del mismo y procura abarcar las diferentes formas de analizar y 

comprobar si un sujeto activo propasó los gramos de alcohol en sangre permitidos por ley, 

además se efectúa una identificación de los tres procesos o capacidad de respuesta que 

podría desarrollar una persona mientras conduce, mismos procesos que se ven alterados 

ante la presencia de alcohol ingerido; estos son identificados como percepción, intelección 

y volición.  

En esta oportunidad se divide la sección en tres puntos esenciales: el a) es el análisis de 

aire alveolar o alcohosensor, se define como tal, además que se indica cuáles son sus 

características y limitaciones, y se menciona cómo debe seguirse un riguroso proceso de 

calibración y mantenimiento al aparato en aras de conseguir el mejor resultado ante la 

realización de alguna prueba; seguidamente se analiza el b) de sangre o alcoholemia, este al 

igual que el anterior es definido, se puntualiza cómo funciona, extrae y quién es la persona 

que ejecuta el procedimiento, se detalla el protocolo por seguir, modo de conservación de la 

muestra y cómo se obtiene el resultado pertinente; como último aspecto  se señala el c) 

análisis de orina o alcoholuria, esta prueba es la de menor puesta en ejecución, pues de la 

misma también se podría obtener el resultado esperado, pero presenta mayores 
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complicaciones para su obtención; así, se define y explica cómo su tratamiento después de 

recabada la muestra es menos de cuidado que el de análisis de sangre ya que la 

composición de ambas es totalmente diferente, sin embargo, la recolección de muestras de 

orina no es de aplicación para estos casos, la misma norma indica concentración de alcohol 

en sangre o aire superior a un porcentaje en gramos establecido. 

En el capítulo III se analiza la conducta punible y las consecuencias civiles, en donde 

se hará un estudio de los conceptos fundamentales, norma que lo contiene y alcance de la 

misma. Este se encuentra dividido en  cuatro secciones y ellas, a su vez, subdivididas, por 

cuanto se iniciará con la sección primera, la cual se denomina análisis de la pena de prisión 

en el que se define y se explica cuál es la finalidad de la pena; esta se divide en dos incisos, 

el a) hace referencia al concepto de la pena de prisión, qué comprende y cuál es su 

fundamento legal, previsto tanto en la Constitución Política de Costa Rica como en el 

Código Penal; el segundo punto es el b) presupuestos, este hace una reseña a la intención 

propia de esta sanción como tal, para el legislador y en función de rehabilitación y 

readaptación social.  

La segunda sección, denominada análisis de la figura del comiso, se subdivide en cuatro 

puntos y pretende realizar un estudio detallado de esta figura. Inicialmente en el artículo 

254 bis del Código Penal se utilizó dicha figura, la cual luego fue excluida del delito de 

conducción temeraria, pero para el momento del análisis aún estaba vigente la aplicación de 

esta figura. Esta sección se subdivide en cuatro aspectos, siendo el primero a) fundamentos 

del comiso en el cual se explica cuál es la función de esta figura y cuál es su fundamento 

legal para la aplicación del mismo, como aspecto b) se ubica el comiso como reparación de 
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la conducta punible o como sanción, entre estas dos posiciones se lleva a cabo una 

valoración desde ambas perspectivas y se denota la modificación que sufrió el numeral 254 

bis y 110 del Código Penal, en el inciso c) se analiza la constitucionalidad del comiso 

aplicado al tipo penal de conducción temeraria, con ello se pretende definir si esta 

aplicación es inconstitucional o no, se analizan algunos votos y se destacan algunos 

criterios, ya para concluir en esta sección con el punto d) análisis de reforma artículo 254 

bis y 110 del Código Penal , su finalidad es exponer la modificación que ambos artículos 

padecieron, reforma que evidentemente era necesaria, sin embargo, no cumplió por 

completo con la finalidad del tipo penal, es de ahí que quizás dicho delito debía sufrir una 

nueva modificación para convertirse finalmente en el numeral 261 bis.    

La sección tercera, designada inhabilitación, como punto inicial a) se conceptualiza, 

pues esta figura debe comprenderse a cabalidad para intentar su análisis, se ubica en la 

norma y se numeran los dos tipos en que se pueden separar; como inciso b) se indica el 

principio de ne bis in ídem, el cual se define y se establece en la norma, se realiza un 

análisis de votos en donde figura tal principio y se vincula con el tipo penal en 

investigación. 

La sección cuarta es el análisis a las consecuencias civiles, en ella se encuentra un único 

apartado nombrado a) concepto de acción civil resarcitoria. En este apartado no solo se 

brinda un concepto general para lograr mayor comprensión a la figura, sino que se vincula 

con el tipo penal y se ubica dentro del Código Penal la figura de acción civil resarcitoria, 

además se analizan sus alcances y pretensiones. 
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De modo que este trabajo de investigación pretende abarcar todos los puntos antes 

indicados con el fin de darle sentido a la investigación. Cada uno de ellos es un elemento 

primordial del análisis que se pretende, al lograrse con estos ampliar el criterio que ya se 

posee y se perseguirá un cuestionamiento legal del tipo penal que se encuentra en estudio, 

pues queda evidenciado, conforme surgieron las reformas, que la norma tenía deficiencias 

que debían ser observadas, analizadas y corregidas. 
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El principio de lesividad en la legislación costarricense 

 

Sección I. Consideraciones previas 

Se analizará el motivo de creación de la norma, donde se regula la conducta ilícita de 

conducir en estado de ebriedad; además del motivo aplicado al ordenamiento jurídico y la 

situación vinculante que existe entre la norma y el principio de lesividad. 

 Investigando así el criterio del legislador, el ámbito de aplicación del tipo penal, su 

finalidad y sanción. De modo que se tendrá como objetivo general, investigar el principio 

de lesividad aplicado al artículo 254 bis2 del Código Penal, para lo que concierne: 

“se impondrá prisión de uno (1) a tres (3) años, a quien conduzca bajo la 

influencia de bebidas alcohólicas, cuando la concentración de alcohol en la 

sangre sea mayor a cero coma setenta y cinco (0,75), gramos de alcohol  por cada 

litro de sangre”. 

La idea primordial será extraer este párrafo del tipo penal para analizar, descomponer e 

investigar el sentido de la misma; todo a partir de la legislación. Con su análisis se pretende 

demostrar si este es inconstitucional para el ciudadano, porque el comiso en ese caso no es 

visto como una doble sanción para el imputado y debe al menos pensarse en este 

planteamiento. 

                                                           
2
 Código Penal. Ulises Zúñiga Morales. 23 ed. San José, C.R. IJSA, mayo del 2009. Página 155. 
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 Posteriormente se reformó el artículo 254 bis y el artículo 110 del Código Penal, 

situación que ocasionó una variación tanto a la figura del comiso, como a la conducta que 

se tipificó, evento que de forma detallada será evaluada luego. 

Se analizará el concepto del principio de lesividad con el cual se busca realizar un 

estudio al vínculo entre este y los fundamentos constitucionales, pues en este tipo penal se 

relacionan; asimismo, se estudiará la ley de tránsito número 7331 y el motivo de su 

creación, ya que en ella se puntualizó la cantidad de gramos de alcohol por cada litro de 

sangre y después se hará detalladamente un estudio de los parámetros que se siguieron. 

En este apartado también se analizará el fundamento constitucional intrínseco en el 

principio de lesividad, la aplicación sustantiva en el tipo penal del mencionado principio, 

así como los delitos de peligro y la lesión en sentido abstracto al bien jurídico. La idea 

principal es abarcar todos estos puntos y con ello alcanzar un análisis idóneo de cada 

apartado, ya que una vez investigados el criterio y conocimiento permitirá obtener una 

mejor comprensión de la norma y del ideal del legislador que la creó, así como de la 

sociedad que la requiere.  

 

a) Aspectos generales 

Se considera importante definir qué debe entenderse por principio de lesividad, este 

persigue hechos y situaciones relevantes para el derecho,  mismas que pongan en peligro o 

afectación de manera directa a un bien jurídico tutelado; siendo ese efecto lesivo la 
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justificación para aplicar una sanción o crear una prohibición, pero debe existir una 

proporcionalidad real entre la sanción y el bien jurídico que se afectó.  

Silvestroni (2004) indica:  

El principio jurídico de la libertad es de carácter general y se manifiesta en el 

derecho penal a través del denominado principio de lesividad, en virtud del cual 

la aplicación de penas solo puede habilitarse en relación a una acción humana 

que afecta la libertad de los demás ciudadanos. 
3
  

Convirtiéndose la lesividad en un principio garantizador de que mientras esa 

ofensividad no afecte a un tercero o una colectividad en específico, no existiría ningún bien 

que proteger, es decir, podría deducirse que el mismo depende de la acción que realice una 

persona, entiéndase como agente activo, y esta, en específico, tenga como resultado de 

acción efectuada el ocasionar un perjuicio de forma directa e inmediata a un tercero, que 

debe entenderse como agente pasivo. Así lo define el artículo 28 de la Constitución Política 

de la República de Costa Rica, en donde se expone que la persecución de la ley hacia un 

individuo cabe únicamente en razón de que sus actuaciones infrinjan alguna norma.  

Se considera que genera contradicción ya que en la norma que aquí es de interés,  si 

bien la puesta en peligro de la seguridad común sí se genera desde el momento en que el 

conductor (sujeto activo)  conduce en estado de ebriedad o bajo la ingesta de alguna bebida 

alcohólica cualquier vehículo automotor; si este mismo sujeto condujera un largo o corto 

trayecto del camino sin ser detectado por ninguna autoridad competente que perciba o 

                                                           
3
 Teoría Constitucional del Delito. Mariana H. Silvestroni. Buenos Aires, Argentina. 2004. Página 145.  
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sancione su acción y este finalmente llegara hasta su destino original, podría llevar al 

razonamiento o conclusión de que con dicha acción no se lesiona ningún bien jurídico 

tutelado, en este caso el que se está analizando, la seguridad común, al no afectarse de 

forma directa y específica a ninguna persona en particular.  

Pero debe también analizarse que la lesión ocurrió de forma abstracta y que se está en 

presencia, como se analizará luego, ante un delito de peligro, ya que la simple acción sin 

que se afecte a un tercero en específico en el momento que conduce, sí ocasiona lesión de 

forma abstracta a una colectividad que podría estar ahí, es decir, coloca en peligro abstracto 

el bien jurídico que resguarda la norma, el cual corresponde a la seguridad común y que fue 

intensión del legislador proteger dicho bien jurídico al crear este tipo penal que se establece 

en el artículo 254 bis del Código Penal. Así las cosas, el hecho de que el sujeto activo 

conduzca y no sea detenido, como se señaló en el ejemplo inicial, no evita que el bien 

jurídico sea puesto en peligro y se infrinja la norma, solamente sucede que el sujeto activo 

no fue detectado y, por ende, no recibirá sanción por su conducta ilícita. Dejando claro que 

la lesión al bien jurídico tutelado siempre sucede, por cuanto el cuestionamiento inicial de 

este párrafo no tiene razón de ser, pues la protección al bien jurídico  no solo es en razón 

del resultado material que se tenga, en este delito, la protección lo es al bien jurídico 

colocado en detrimento de forma abstracta por el acto ilícito. 

La ciudadanía o colectividad que protege el tipo penal en algunos casos no padece tal 

acción ilícita de forma individualizada, podría hasta pensarse que  no existió una afectación 

real o material a la sociedad, ya que aunque puso en peligro ese bien jurídico, nunca se dio 

una afectación tangible al mismo; pero debe también comprenderse que  la lesividad no 
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solo debe darse ante un tercero que la padezca, sino también podría ser ante uno que pueda 

señalar la acción que afecta a los demás ciudadanos-, tal como señala Silvestroni en su 

definición. 

 Se cree que este se convierte así en un elemento muy amplio y difícil de  mantener en 

su sentido fundamental, siendo tan amplio como el derecho y con varias posibilidades de 

interpretación; pero se considera infringido tal principio de lesividad por la solo puesta en 

peligro del bien, sin tener que generar un resultado material tangible, pues en esta figura 

penal se sanciona y se tiene como configurado el tipo penal al que realizare la acción  de 

conducir bajo la influencia de bebidas alcohólicas que sobrepasen los cero como setenta y 

cinco gramos de alcohol en cada litro de sangre, esto según la antigua norma, pues 

posteriormente a la reforma, mediante la ley número 9078 de 04 de octubre del 2012, 

publicada en el Alcance Digital número 165 a La Gaceta número 207 de 26 de octubre del 

2012, el artículo 254 bis del Código Penal en su inciso c ) estipula: 

¨A quien conduzca un vehículo automotor en las vías públicas bajo la influencia 

de bebidas alcohólicas, con una concentración en sangre superior a cero coma 

setenta y cinco gramos (0,75 g) por cada litro de sangre o con una concentración 

de alcohol en aire superior a cero coma treinta y ocho miligramos (0,38 mg) por 

litro, en ambos supuestos para cualquier tipo de conductor, o con una 

concentración de alcohol en sangre superior cero coma veinticinco miligramos 

(0,25 mg) por litro, en ambos supuestos, si se trata de un conductor profesional o 

de un conductor al que se le ha expedido por primera vez la licencia de conducir 
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en un plazo inferior a los tres años, respecto del día en que se detectó la presencia 

del alcohol¨.  

  De esta manera,  la cantidad de gramos de alcohol en cada litro de sangre varió, por 

cuanto el delito ya no solo se configura en los gramos que en un inicio se establecieron, los 

cuales corresponden a 0,75 gramos, sino como se describió con anterioridad, incluso puede 

ser menor dependiendo del conductor y el tiempo de haber adquirido su licencia de 

conducir.  

  Es importante recordar que este delito de conducción temeraria no es uno de los 

resultados, sino de peligro, y con la acción de conducir con un margen de gramos de 

alcohol en sangre superior al permitido por ley, coloca en riesgo al bien jurídico que se 

tutela.                      

           

b) Fundamento constitucional 

El ordenamiento jurídico costarricense se rige por diversos principios, mismos que 

fueron creados para proteger bienes jurídicamente tutelados, esto en razón de una necesidad 

social y jurídica, en donde en la sociedad costarricense debía no solo protegerse derechos, 

sino también definirse deberes y apegos a la ley, es así que la misma sociedad hace 

necesaria la creación de diversos cuerpos normativos, así como  la tipificación de conductas 

ilícitas que afectan sus derechos y garantías.   

Se considera importante indicar que el cuerpo normativo plasma en el numeral 28 y 39 

de la Constitución Política, el principio de lesividad. 
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Dicha norma indica textualmente 4 : 

Artículo 28:  ̈Nadie puede ser inquietado ni perseguido por la manifestación   de 

sus opiniones ni por acto alguno que no infrinja la ley. 

Las acciones privadas que no dañen la moral o el orden público o que no 

perjudiquen a tercero, están fuera de la acción de la ley. (…) 

Artículo 39: A nadie se hará sufrir pena sino por delito, cuasidelito o falta, 

sancionados por ley anterior y en virtud de sentencia firme dictada por autoridad 

competente, previa oportunidad concebida al indiciado para ejercitar su defensa y 

mediante la necesaria demostración de culpabilidad¨. 

Ambos numerales indican que será perseguible por la legislación costarricense, 

cualquier conducta que éste establecida como ilícita  y que además afecte o perjudique el 

ámbito moral, orden público o algún tercero; siendo así que si no traspasa esa esfera su 

conducta, no sería ilícita ni sujeto de persecución, es este mismo principio de lesividad el 

que les resguarda. 

Los autores Cecilia Sánchez Romero y José Alberto Rojas Chacón, en su obra Derecho 

penal y aspectos teóricos y prácticos, señalan:  

¨ Principio de ofensividad o de Lesividad: (artículo 28 en relación con el 39 de la 

Constitución Política)  este principio constituye una doble garantía para el 

ciudadano, en el tanto es también una limitante para el Poder Legislativo para 

                                                           
4
 Constitución Política de la República de Costa Rica. Ley de iniciativa popular-32 ed.- San José, C.R.: IJSA, 

enero del 2009. 



 
20 

construir nuevos tipos penales y un límite para el aplicador judicial de la norma, 

quien, en virtud del principio de ofensividad o lesividad, no puede aplicar tipos 

penales que no tutelen bienes jurídicos en específicos, ni tampoco aplicar la 

norma si el bien jurídico que se protege no resulta lesionado con la conducta 

juzgada, bien se trate de un supuesto de mínima lesividad. 
5
 

Claramente se denota intrínseco dicho principio, siendo que como el mismo se define es 

la acción, hecho o conducta de un sujeto activo la que debe perjudicar o poner en peligro a 

un tercer sujeto pasivo o a algún bien jurídico, pensándose que esa ofensividad pretende el 

legislador resguardar con el  principio de lesividad. 

En este apartado es importante hacer referencia al imputado como objeto de prueba, ya 

que en efecto el sujeto podría ser sometido a algún tipo de análisis o toma de muestras, esto 

siempre anteponiendo su integridad física y dignidad humana, pruebas que deberán 

recabarse con o sin el  consentimiento del imputado y haciéndole ver en su momento que se 

requieren para constatar la verdad de los hechos y esclarecer la investigación. En el artículo 

88 del Código Procesal Penal se establece bajo qué lineamientos se rige y textualmente 

señala6: 

¨Artículo 88.- El imputado como objeto de prueba. Se podrá ordenar la 

investigación corporal del imputado para constatar circunstancias importantes 

para descubrir la verdad. Con esta finalidad y por orden del tribunal, serán 

                                                           
5
 Derecho Penal, Aspectos Teóricos y Prácticos. Cecilia Sánchez Romero. San José, Costa Rica, 2009. Página 

102.  

6
 Código Procesal Penal. Ulises Zúñiga Morales. 16 ed. San José, C.R. IJSA, octubre del 2012. Página 78. 
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admisibles intervenciones corporales, las cuales se efectuarán según las reglas del 

saber médico, aun sin el consentimiento del imputado, siempre que esas medidas 

no afecten su salud o su integridad física, ni se contrapongan seriamente a sus 

creencias. 

Tomas de muestras de sangre y piel, corte de uñas o cabellos, tomas de fotografías 

y huellas dactilares, grabación de la voz, constatación de tatuajes y 

deformaciones, alteraciones o defectos, palpaciones corporales y, en general, las 

que no provoquen ningún perjuicio para la salud o integridad física, según la 

experiencia común, ni degraden la persona, podrán ser ordenadas directamente 

por el Ministerio Público, durante el procedimiento preparatorio, siempre que las 

realice un perito y no las considere riesgosas. En caso contrario, se requerirá la 

autorización del tribunal, que resolverá previa consulta a un perito si es 

necesario.  

Estas reglas también son aplicables a otras personas, cuando sea absolutamente 

indispensable para descubrir la verdad¨.    

En cuanto al delito de conducción temeraria, se indica en el Código Procesal Penal 

como concordancia al artículo antes desarrollado: ¨Mediante resolución de las 14:48 hrs. 

del 9 de agosto de 2000 (voto número 69966-00) publicada en el boletín judicial n° 164 de 

28 de agosto de 2000 la Sala Constitucional dispuso lo siguiente: ¨Se evacua la consulta en 

sentido de que la prueba de alcoholemia es constitucional y que no se requiere, previo a su 

realización, advertir al imputado sobre su derecho a oponerse a ella¨.  
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Conforme se establece, el sujeto puede ser objeto de prueba, esto con la única 

finalidad de obtener la veracidad de los hechos tal como antes se explicó, es claro que no 

debe ser expuesto a tortura o sometimientos inapropiados en aras de obtener de su persona 

muestras de alguna índole, pues esto tampoco es permitido según como lo indica la 

Constitución Política de la República de Costa Rica en el siguiente numeral7: ¨Artículo 40.- 

Nadie será sometido a tratamientos crueles o degradantes ni a penas perpetuas, ni a la 

pena de confiscación. Toda declaración obtenida por medio de violencia será nula.¨  

 Por las razones antes mencionadas, no debe otorgársele a la posibilidad de someter 

al sujeto a diversos requerimientos físicos o toma de muestras un grado de 

inconstitucionalidad, es notorio que la misma Sala Constitucional ya se pronunció en 

cuanto a este punto, pero es oportuno hacer ver que muy a pesar de este razonamiento si 

alguna persona fuese sometida a pruebas de comprobación  más allá de lo establecido por la 

ley, se estaría en presencia de un acto inconstitucional, que deberá ser sancionado como 

corresponda.  

 

c) Aplicación sustantiva del principio de lesividad en el tipo penal 

En cuanto a la aplicación sustantiva del principio de lesividad en lo que a tipo penal se 

refiere, es necesario el análisis de la premisa, de si es inevitable que la afectación sea 

tangible o si basta con que en lo abstracto se logre identificar o percibir el daño a un 
                                                           
7
 Constitución Política de la República de Costa Rica. Ley de iniciativa popular-32 ed.- San José, C.R.: IJSA, 

enero del 2009. Página 19. 
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tercero, colectividad u orden público; esto aplicado al delito de conducción temeraria, 

específicamente conducir en estado de ebriedad, establecido en el numeral 254 bis del 

Código Penal, en el cual al efectuar la acción  de conducir en ese estado físico que 

sobrepase el cero como setenta y cinco gramos de alcohol por cada litro de sangre, o 

posterior a la reforma, donde el nuevo margen es de cero coma cincuenta gramos,  

configura delito aun no ocasionando un daño directo y tangible a un tercero o colectividad, 

siendo que la población de manera abstracta si se ve afectada porque la solo puesta en 

peligro hace de ese acto una conducta reprochable y lesiva. 

De modo que en este punto se hace primordial tratar de definir bien jurídico, ya que se 

definió el principio que lo protege en párrafos anteriores, pero no se ha conceptualizado a 

este en específico, sin embargo, no se profundizará ya que posteriormente se ubica una 

sección para definir y analizar el mismo. El autor Francisco Castillo González lo define de 

esta forma: 

 El bien jurídico es el bien, condición, estado o situación que el 

legislador considera dignos de protección al sancionar una conducta 

con una pena. 8 

Así mismo, la autora Cecilia Sánchez Romero en su obra, lo define como: 

 Los bienes jurídicos fundamentales son entonces aquellos intereses 

humanos relevantes de las personas, en tanto sujetos sociales que 

                                                           
8
 El bien jurídico penalmente protegido. Francisco, Catillo González. Costa Rica, San José, 2008. Página 34.  
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requieren de protección penal. (…) El bien jurídico es un elemento del 

injusto, en cuanto es requisito de la acción que exige en la misma, una 

manifestación de determinado grado de lesividad de un ente o relación 

de convivencia.9 

 Al definirlo, se hace más comprensible el sentido de protección que le es otorgado, el 

principio de lesividad se avoca en resguardarlo y con ello lo protege de cualquier situación 

que procure menoscabar su forma. Para el tipo penal en análisis, se considera a la 

colectividad y el resguardo de su seguridad, como el bien jurídico por tutelar. 

Por su parte, en la normativa costarricense se protege el concepto de ¨bien jurídico¨ en 

los artículos constitucionales 28 y 39, claro está que relaciona esa figura con el principio de 

ofensividad o lesividad, en donde para que se aplique, debe generarle una lesión al bien, tal 

como se detalló anteriormente. 

 

d) Análisis de motivos en el proyecto de ley de tránsito número 7331 y la reforma 

al código penal 

En este apartado se analizarán las sesiones que se ejecutaron en la Asamblea Legislativa 

de la República de Costa Rica, misma que se denominó: ¨COMISIÓN ESPECIAL QUE 

CONOCERÁ Y DICTAMINARÁ EL PROYECTO DE LEY “REFORMA DE VARIOS ARTÍCULOS DE LA 

                                                           
9
 Derecho Penal, Aspectos Teóricos y Prácticos. Cecilia, Sánchez Romero. Costa Rica, San José, 2009. Página 

112. 
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LEY DE TRÁNSITO POR VÍAS PÚBLICAS TERRESTRES Nº 7331 Y SUS REFORMAS, EXPEDIENTE 

LEGISLATIVO NO. 17.485”. 

Posterior a su lectura, se podría señalar lo siguiente: La posición de algunos diputados, 

fue cero tolerancia al alcohol o, en su defecto, 0,2 e inclusive 0,5 gramos de alcohol en cada 

litro de sangre, pero se estableció como margen porcentual 0,75 gramos de alcohol en cada 

litro de sangre, lo que llama la atención, ya que a pesar de los análisis que se han realizado 

y el criterio de representantes de entidades tales como el Instituto sobre Alcoholismo y 

Farmacodependencia (IAFA) brindaron, en donde compartían en que el margen de alcohol 

en sangre fuese una cantidad o margen en gramos menor, no fueron suficientes para que en 

las mociones respectivas se validara este criterio; por el contrario, muy a pesar de estos, se 

aprobó bajo norma penal el 0,75 gramos de alcohol en cada litro de sangre, punto que se 

pretende analizar más adelante.  

En una de las sesiones extraordinarias de la comisión permanente de asuntos jurídicos, 

según expuso la Doctora Giselle Amador Muñoz, directora general del IAFA, acerca de la 

incidencia de licor en la población y la Organización Mundial de la Salud recomendaron 

como máximo aceptado de alcohol en cada litro de sangre 0,5 gramos, además hizo 

referencia de como la población costarricense consumidora de alcohol es muy diferente a 

los consumidores de alcohol de otros países del mundo, tanto en su comportamiento como 

en la medida y forma en que se consume, señalando así como parámetros los países de  

España y Argentina, su exposición cobra sentido cuando se analiza a estos, ella manifestó: 

¨ Cuando nosotros hablamos de un -ya lo dijo el doctor-, de una persona que tiene 

un accidente de tránsito y que consume alcohol, generalmente nos encontramos 
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que la gran mayoría de los que tienen el accidente de tránsito y consumen alcohol, 

son personas que están en abuso, no tanto en dependencia sino en abuso, o sea, 

son personas que están consumiendo fines de semana, pero que van a una fiesta y 

se pasan de tragos, el patrón típico de consumo del costarricense va en ese 

sentido, es muy diferente como se consume en España, donde se toma una copita 

para acompañar el almuerzo o como se consume en Argentina, hablando de 

Latinoamérica, que consumir sin asociación con las comidas hasta la embriaguez, 

buscando el efecto del alcohol como droga¨, así se indica en el Acta número 

nueve, del ANEXO DE TRABAJO 1, en la página veintidós.  

 Es evidente que el patrón de conducta de la ciudadanía costarricense es diverso y no 

se podría comparar con ninguno de los países antes señalados, esto a pesar que en todos la 

creación de la norma tenga la misma finalidad, la cual es sancionar a la persona que 

consuma en un estado alcoholizado no apto para realizar la acción de conducir; aun a pesar 

de este criterio, se decidió incrementar la cantidad de gramos a 0,75 gramos de alcohol en 

cada litro de sangre; la cantidad de gramos posteriormente varió, pero en un principio este 

fue el que aprobó e inició su aplicación como norma penal  y ley de tránsito. 

 Así también lo señaló el diputado Carlos Avendaño Calvo indicando su posición al 

respecto, basado en un criterio médico y expuesto en acta:   

¨El doctor Gómez Restrepo expresa que con concentraciones —y escúcheme, 

señora diputada, señor diputado, porque por eso presento esta revisión— mayores 

a 0.2 gramos por litro, aumenta el doble la posibilidad de tener un accidente de 

tránsito.  Esto no lo dice Carlos Avendaño en una forma obcecada, lo que estoy 
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leyendo es el acta donde la directora del IAFA, la doctora Orozco Carballo, con 

su conocimiento del tema y experiencia, explica por qué razón debe ser 0.20% de 

gramos por litro. Ella dice que aumenta al doble la posibilidad de tener un 

accidente de tránsito y, bueno, estamos en la moción de 0.20 gramos por cada 

litro o de 0.10 miligramos, una medición de aire aspirado.  

La doctora Orozco sigue diciendo que con concentraciones de 0.5 aumenta, 

literalmente: “cinco veces la posibilidad de un accidente”.  Vean qué 

impresionante, aquí está hablando una persona que tiene toda la autoridad para 

referirse a estos números porque tiene conocimiento técnico, médico, científico, de 

estadística, y del tema en general.  Ella nos dice que 0.5 aumenta cinco veces la 

posibilidad de un accidente y, en consecuencia, entre 0.5 y 0.75 aumenta diecisiete 

veces la posibilidad de un accidente de tránsito.  

La posibilidad de un accidente de tránsito es mayor si el escenario de gramos o 

miligramos se aumenta de 0.50 hasta 0.75, es decir, la posibilidad es diecisiete 

veces mayor.   

Yo les pregunto, compañeros y compañeras, ¿qué hacemos con esta acta? Porque 

aquí hay una declaración de una persona autorizada que nos viene a analizar 

todos los estadios y por eso nosotros apuntamos a 0.20¨.  

Esto manifestado en acta de sesión ordinaria número treinta y ocho,  moción de 

revisión del diputado Avendaño Calvo, quien también mantuvo su criterio en cuanto a la 

cantidad de gramos en concentración de alcohol por cada litro de sangre, esto basado en el 
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diversos criterios médicos y científicos, pero a pesar de su exposición, el nivel porcentual 

aprobado fue mucho mayor al pretendido por dicho profesional y su moción fue rechazada.  

 En igual sentido, el doctor Guillermo Brenes Aguilar, en el acta de sesión ordinaria 

número once, de la comisión que antes se indicó, expuso:  

¨Por otro lado, quería referirme a lo que indicó la diputada Gloria Bejarano.  Ya 

habíamos conversado sobre esto, incluso traje algunas referencias, que indica que 

es real que existe producción de alcohol a nivel intestinal.  Todos los días nuestros 

intestinos producen alcohol, estoy de acuerdo en que esos niveles de alcohol, en la 

mayoría de los casos, son bajos niveles, pero pueden presentarse situaciones en 

donde esos niveles se pueden elevar. 

El español Manuel Repetto, quien es un toxicólogo de renombre mundial, en un 

congreso estableció que lo ideal es que los límites sean a partir de punto dos, 

porque en sus investigaciones ha determinado que no en todos los casos, pero en 

algunos casos, dependiendo de la flora bacteriana que esté colonizando el 

intestino, podría haber fermentación aumentada dependiendo de la cantidad de 

alimento que tenga el tracto gastrointestinal, o sea, que podría  existir una 

fermentación aumentada y llegar a niveles hasta de punto dos. 

Por esa razón, considero que el límite punto dos está bastante apropiado. Además, 

si vemos los efectos que puede producir punto dos gramos por litro de alcohol en 

sangre, desde el punto de vista de signos y síntomas, prácticamente son 

despreciables o no detectables. Mencioné en la sesión anterior que Dubowsky 

K.M. en sus estudios señala que una persona podría estar sobria en punto uno a 
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punto seis gramos por litro, en un estudio poblacional.  De manera que punto tres 

gramos por litro establece que ya empiezan a haber algunos signos muy débiles y 

que solo son detectados mediante pruebas de test muy específicos. Sigo pensando 

que punto dos es un límite a partir del cual podemos estar maniobrando una ley¨.  

Aunque fueron diversos los criterios y puntos de vista respecto a la cantidad  por aplicar 

en este tipo penal, prevaleció la cantidad en gramos de cero coma setenta y cinco gramos de 

alcohol en cada litro de sangre. Se considera que la norma lo que pretendía era sancionar la 

acción de conducir en estado de ebriedad y su objetivo se cumple a pesar del margen de 

gramos que se haya decidido, cantidad de gramos que luego varió, pues tal como se vino 

sugiriendo cero coma setenta y cinco gramos de alcohol en sangre no era la cantidad en 

gramos totalmente idónea para medir y calificar dicho tipo penal, fue de esta forma que con 

una serie de condicionantes se amplió en este sentido dicha cantidad, siendo ya no solo cero 

como setenta y cinco gramos, sino también  a cero como cincuenta gramos de alcohol en 

cada litro de sangre. 

En el mismo orden, posterior al  análisis de la norma, se deduce que esta debe verse 

más como una que eduque al ciudadano, no solo lo sancione, considerando que debe 

crearse conciencia en la población de que conducir en estado de ebriedad es una conducta 

nociva, no porque exista una ley que así lo establezca, sino porque existe una seguridad 

común que se menoscaba aun sin divisar una lesión real o perceptible, donde su sola puesta 

en peligro ya configura el tipo penal y produce una afectación a la misma. 
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Como lo señala Silvestroni: ¨No hay delito sin acción que afecte el derecho de otro. El 

estado no puede meterse con los ciudadanos a menos que sus conductas afecten a los 

demás ¨. 
10 

El legislador trató de proteger, al crear la norma, ese principio de lesividad, intrínseco y 

resguardado en el tipo penal. Por esta razón, se hace oportuno en este punto definir 

nuevamente lo que se debe comprender por ¨bien jurídico¨ y en este punto aplicado a los 

motivos de ley, Mariano Silvestroni lo conceptualizo desde diferentes autores de la 

siguiente manera: 

Para el Prof. Zaffarroni, el ¨bien jurídico penalmente tutelado es la relación de 

disponibilidad de una persona con un objeto, protegida por el Estado, que revela 

su interés mediante normas que prohíben determinadas conductas que las afectan, 

las que se expresan con la tipificación de esas conductas¨.
11

 Claus Roxin (…) ¨los 

bienes jurídicos son circunstancias dadas o finalidades que son útiles para el 

individuo y su libre desarrollo en el marco de un sistema social global 

estructurado sobre la base de esa concepción de los fines o para el 

funcionamiento del propio sistema¨.
12

 

La norma resguarda así el bien jurídico puesto en peligro, que para este tipo penal 

vendría a ser la seguridad común o la seguridad colectiva, definición que se hace necesaria 

                                                           
10

 Teoría Constitucional del Delito. Mariano H. Silvestroni. Buenos Aires, Argentina, 2004. Página 145. 

11
 Ídem, página 149.  

12
 Teoría Constitucional del Delito. Mariano H. Silvestroni. Buenos Aires, Argentina, 2004. Página 149. 
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y el autor Miguel Ángel Moreno Alcázar lo resumió de la siguiente manera, según diversos 

autores: 

¨(…) el mantenimiento de la inmunidad de la colectividad en general, 

protegiéndola de ataques que pueden ser devastadores (…) 

La garantía de la evitación de daños de dimensión supra individual, 

incriminándose por tanto, conductas que ponen en peligro bienes eminentemente 

colectivos, ya sea por su propia dimensión cualitativa, ya por el número indefinido 

de personas afectadas. 

Complejo de condiciones garantizadas por el orden jurídico que aseguran la vida,  

la integridad corporal, el bienestar y a propiedad considerados como bienes de 

todos. 

Presupuestos objetivos que tratan de controlar ciertos riesgos, evitando que se 

incremente la probabilidad de que resulten lesionados los intereses subyacentes, y 

que por tanto evitan un peligro para los mismos, así como el menoscabo de la 

expectativa de los ciudadanos de que algunas actividades peligrosas no acaben 

lesionando sus bienes e intereses fundamentales¨. 
13

 

Por lo tanto, el tipo penal procura resguardar la seguridad común y la define a partir de 

los diversos conceptos que antes se expusieron. Debe observarse que aunque el conductor 

en estado ebriedad conduzca con una cantidad de gramos de alcohol mayor a 0,75 gramos 

por cada litro de sangre, y este no ocasione un daño perceptible a la sociedad, la simple 

                                                           
13

 Los Delitos de Conducción Temeraria. Miguel Ángel, Moreno Alcázar. Valencia, 2003. Página 53.  
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acción de conducir ya provoca la infracción a la ley, generando la puesta en peligro del bien 

jurídico tutelado o colectividad, esto en forma abstracta. En la práctica, cualquier autoridad 

competente, llámese Fuerza Pública o Delegación de Tránsito, alerta de la comisión del 

delito, conducción temeraria, y estarán en la obligación de actuar y darle conocimiento al 

Ministerio Público, este, a su vez, iniciará el proceso penal correspondiente en contra del 

presunto imputado en la causa. 

El hecho que posterior a revaloraciones del tipo penal se tuviese que reformar no solo la 

cantidad de gramos de alcohol en sangre permitido, sino también la sanción y otros 

aspectos de la norma; valida y otorga más fortaleza a la hipótesis planteada en esta 

investigación. 
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Sección II. Delitos de peligro y lesión del bien jurídico tutelado 

  Esta sección es de vital importancia para el desarrollo de esta investigación, pues 

sin analizar los delitos de peligro, ámbito de aplicación, elementos objetivos y subjetivos, 

concepto, bien jurídico tutelado y cuál es la finalidad de la norma al protegerlo, esto con el 

fin de tener una visión más amplia del tipo penal y su regulación; no se podría obtener el 

mismo resultado en este trabajo.  

 

a) Concepto delitos de peligro 

Los delitos de peligro no requieren un resultado material o tangible en el bien 

jurídico, es decir, con tan solo poner en riesgo la seguridad de la colectividad, en cuanto a 

este tipo penal se refiere, ya se estaría configurando el mismo, diferenciándose así de los 

delitos de resultado, los cuales no solo requieren la puesta en peligro del bien, sino también 

una afectación real, un resultado tácito e inmediato como su mismo nombre lo señala, para 

que se configure el delito. Tal como lo define el abogado costarricense Alonso Salazar 

Rodríguez, deberá comprenderse:  

¨Delitos de peligro: a diferencia de los delitos de resultado, no requieren de la 

causación de un resultado concreto y separable espacio temporalmente de la 

acción, sino que para tener por configurada la infracción, basta con la puesta en 

peligro del bien jurídico. (…) En estos tipos penales no se requiere que la acción 

haya ocasionado un daño sobre un objeto, sino que es suficiente con que el objeto 
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jurídicamente protegido haya sido puesto en peligro de sufrir una lesión que se 

quiere evitar. Cuando nos encontramos frente a una posibilidad real de lesión, 

decimos que estamos frente a un delito de peligro concreto y cuando el tipo se 

limita a describir una forma de comportamiento que según la experiencia general 

representa en sí misma un peligro para un objeto protegido, decimos que nos 

encontramos frente a un delito de peligro abstracto¨. 
14

 

Por otra parte, en los delitos de peligro:  

¨el legislador ha tomado solo en cuenta, para estructura el tipo, la probabilidad 

de que el bien jurídico puede resultar dañado como consecuencia de la conducta 

desplegada por el agente. (…) en tanto se calificará de delito de peligro el en que 

la descripción típica simplemente considere, a efecto de su constitución, la 

amenaza de destrucción o disminución del bien jurídico¨.  
15

 

Respecto al tipo penal de conducción temeraria, el artículo 254 bis16 del Código 

Penal antes de ser modificado en su párrafo cuarto estable una pena ¨a quien conduzca bajo 

la influencia de bebidas alcohólicas, cuando la concentración de alcohol en la sangre sea 

mayor a cero coma setenta y cinco, gramos  de alcohol por cada litro de sangre¨, y 

                                                           
14

 La imputación de resultados de lesión y/o peligro a supuestos de delitos de omisión en materia pena. 

Especial referencia a la hipótesis denominada ¨Delitos de omisión impropia¨. Un análisis a la luz de la 

legislación penal costarricense. Revista de Ciencias Jurídicas número 107. Alonso, Salazar Rodríguez. Costa 

Rica, San José, 2005, página 47.  

15
  Los delitos de peligro para la vida y la integridad corporal. F. Pavón Vaconcelos y G. Vargas López. 

Editorial Porrúa, S.A. México, Av.  República de Argentina, 1977, página 14. 

16
 Código Penal. Ulises Zúñiga Morales. 23 ed. San José, C.R. IJSA, mayo del 2009. Página 155. 
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posterior a la reforma en el mismo artículo inciso c) 17 las cifras variaron incluyendo 0, 38 

mg, 0,50 g y 0,25 mg; de esta forma, quien realice esa acción de conducir sobrepasando esa 

influencia de alcohol en sangre configura la comisión del delito y esa puesta en peligro 

lesiona el bien.  

La amenaza que sufre el bien jurídico tutelado ante la acción del agente, se 

convierte en la configuración del delito de peligro en este tipo penal, esa posibilidad de 

menoscabar la seguridad de la colectividad aun sin tener un resultado perceptible, pues el 

peligro existente en el bien es uno abstracto,  ya que la acción en sí origina la situación de 

peligro al mismo, aunque este no se materialice; por consiguiente, aunque la persona que 

conduzca en estado de ebriedad, sin importar si es al límite de gramos de alcohol o si 

sobrepasa este mínimo en gran cantidad, no ocasione lesiones, el bien jurídico que se tutela, 

es decir, la seguridad común, está en riesgo.  

 

b) Elementos objetivos 

 Dentro de este apartado se hace oportuno recordar el elemento clave en la tentativa, 

pues conforme a él se desarrollan los elementos objetivos del tipo penal. El delito debe 

poseer la posibilidad de fragmentar las acciones sin que se genere el resultado final, o sea, 

dentro del hecho ilícito se pueden desarrollar varias acciones encaminadas a la comisión del 

delito, sin que se llegue o cometa el ilícito de una sola vez, ya que al existir actos 
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 Código Penal. Ulises Zúñiga Morales. 26 ed. San José, C.R. IJSA, octubre del 2012. Página 155. 
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preparatorios, ejecución y consumación de tipo penal sancionable, cabe la tentativa dentro 

del delito en cuestión. Dicho fraccionamiento procura que si un agente o sujeto activo es 

detenido antes de lograr concluir la acción, se podría aun así sancionar por la tentativa del 

acto. 

 Sin embargo, para el delito de  conducción temeraria, la acción ilícita acontece al 

realizar dos acciones que deben estar indiscutiblemente vinculadas, las cuales son 

¨conducir¨ y ¨estar en estado físico alcoholizado no permitido por ley¨. Una sin la otra no 

configuraría quebrantamiento a la norma; podría considerarse la conducción temeraria 

como un delito de peligro que no requiere estrictamente una lesión material, basta con que 

amenace con lesionar el bien jurídico que se tutela. El elemento objetivo, es el ¨ que existe 

cuando se inicia la ejecución de un delito por actos directamente encaminados a su 

consumación
18

¨ 

   Del mismo modo, el autor Alonso Salazar concluye ¨ que el contenido del dolo en 

los delitos de peligro abstracto se circunscribe al tipo objetivo y este debe abarcar 

únicamente ¨la situación de peligro¨ con total independencia de la efectiva realización de 

ese peligro¨.19 

 Debe así comprenderse el elemento objetivo del “querer hacer”, es decir, que el 

sujeto activo desee conducir aun conociendo que al efectuar esta acción estaría incurriendo 

en delito, al hacerlo con alguna ingesta de alcohol que sobrepase cualquier estándar 

permitido por ley; con dicha acción estaría colocando a la colectividad y su seguridad en 
                                                           
18

 La Tentativa: su configuración en los delitos de peligro. Ulises Zúñiga Morales. 1 ed. San José, C.R. ILANUD, 
Escuela Judicial, 1990. Página 118. 
19

 Ibíd. Página 75. 
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peligro, aun sin causarle un daño efectivo o tangible, ya que la puesta en peligro acontece 

de forma abstracta. 

 Es así como puede señalarse que dentro de los elementos objetivos del tipo deben 

surgir tres aspectos fundamentales según se considera, los cuales en deducción a lo antes 

indicado, corresponderían a colocarse frente a un peligro real, que sea susceptible a 

ocasionar un daño o afectación; además debe crearse ese peligro, provocado por el sujeto 

activo al realizar la acción descrita por la norma y con ello crea el hecho delictivo por 

sancionar; por último, con esta puesta real del peligro y la creación del mismo, se generaría 

el tercer punto esencial, el cual corresponde a la posible lesión del bien jurídico protegido 

por la norma, en otras palabras, según este análisis, los elementos objetivos del mencionado 

tipo penal son enlazados persiguiendo un hecho que el legislador procuró erradicar al 

regular una conducta que no había sido previamente tipificada. Así, se crea el artículo 254 

bis de nuestro Código Penal.  

 

c) Elementos subjetivos 

En los delitos de peligro, el elemento subjetivo del tipo penal se relaciona con el 

dolo en la conducta desplegada, si se tiene conocimiento y voluntad de realizar el hecho 

típico, pero en el momento de efectuarse, no cuando este ya se llevó a cabo. El sujeto activo 

no solo ideó y tuvo la intención de cometer el delito, sino también lo ejecutó. La solo 

ideación de la acción no es delito, es impune ante la ley, por lo cual el agente activo debe 
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ejecutar el acto, tener la intención y consumarlo. El elemento subjetivo debe verse como ¨la 

intención de cometer ese determinado delito¨
20. 

Tal como lo establece el artículo 24 del Código Penal, la comisión de un delito en 

tentativa se configura con ejecución, ya que deben encaminarse dichos actos a que se 

consuma el delito, pero por elementos externos al agente, este no logra consumarlo o dar 

como consecuencia lo ideado en un inicio.  

Esta norma indica lo siguiente21:   

Artículo 24: “Hay tentativa cuando se inicia la ejecución de un delito, por actos 

directamente encaminados a su consumación y esta no se produce por causas 

independientes del agente. No se aplicará la pena correspondiente a la tentativa 

cuando fuere absolutamente imposible la consumación del delito¨. 

 Se tiene entonces que el sujeto activo puede ser cualquier persona que esté 

conduciendo un vehículo automotor. Como elemento subjetivo, se requiere que este se 

encuentre bajo la influencia de bebidas alcohólicas con una concentración en la sangre 

mayor a cero coma setenta y cinco gramos de alcohol por cada litro de sangre, sin embargo, 

posterior a la modificación del tipo penal, se amplió la cantidad en gramos a cero coma 

cincuenta gramos de alcohol en cada litro de sangre.  

Se debe hacer notar en este punto que el tipo penal impone básicamente dos elementos 

primordiales para que se configure el delito de conducción temeraria en su modalidad de 
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 Ídem. 
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 Código Penal. Ulises Zúñiga Morales. 26 ed. San José, C.R. IJSA, enero del 2012. Página 28. 
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ebriedad; conducir un vehículo y hacerlo bajo los efectos del alcohol, en una concentración 

ya predeterminada por el legislador. 

De lo antes referido, se destacan dos elementos para la configuración del elemento 

subjetivo en la tentativa22:  

a. ¨Dirección hacia la comisión de un delito: el primer requisito que debe 

cumplir el elemento subjetivo de la tentativa es su dirección hacia un delito, es 

decir, hacia un hecho de los que la ley sanciona a ese título, lo cual excluye la 

posibilidad de una ¨tentativa de contravención¨ punible (…) 

b. Dirigida a cometer un delito determinado: otro de los requisitos esenciales 

de la intención, como elemento integrante de la tentativa, es el estar dirigida a la 

comisión de un determinado delito. Es necesario pues establecer con certeza cuál 

hecho punible se proponía realizar el agente (…). En consecuencia para que la 

tentativa se configure es indispensable que el agente haya exteriorizado el 

propósito de cometer un delito cierto y preciso, sin que pueda haber lugar a dudas 

sobre la naturaleza de ese ilícito¨.  

De modo que al existir ambos elementos, el delito se cometió con la intención 

incuestionable de producir el resultado que el tipo penal sanciona, por lo cual se estaría en 

presencia no solo de la intención de cometer la acción reprochable por ley, sino también se 

consumaría con el simple acto del agente de colocarse frente al volante y conducir, al 

realizar la acción que la norma penal sanciona ¨a quien conduzca¨ y lo hace  ¨bajo la 

influencia de bebidas alcohólicas, cuando la concentración en la sangre sea mayor a cero 

                                                           
22

 Ídem.  
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coma setenta y cinco, gramos de alcohol en cada litro de sangre¨; el tipo penal es 

indiscutiblemente preciso y aunque podrían generarse elementos aleatorios a esta acción, es 

inconfundible no detectar cualquiera de las dos conductas antes mencionadas en un agente.  

Encontrarse en estas condiciones basta para ser declarado autor responsable del delito 

de conducción temeraria. Las preguntas ahora son: ¿Importa cuál vehículo se esté 

conduciendo durante la comisión de esta acción delictiva?, ¿se agrava más la acción penal 

si se utiliza uno u otro vehículo?, en síntesis: ¿Previó el legislador agravantes dentro de este 

tipo penal?, ¿se vulnera más, o menos, el bien jurídico seguridad común, si se utiliza un 

vehículo u otro?, ¿o se podría pensar que los agravantes no residen sobre el vehículo 

utilizado, sino más bien en la concentración de gramos de alcohol en la sangre del autor al 

momento de la comisión del hecho?, ¿será tal vez que la vulneración al bien jurídico 

protegido dependa de la mayor o menor población en las inmediaciones donde es cometido 

el delito de conducción temeraria?  

La simple lectura de la norma penal no responde a estas preguntas, es necesario 

observar el caso concreto para así, con fundamento en el artículo 71 del Código Penal, 

sustentar la sanción al sujeto activo; pero: ¿cómo determinar la importancia del peligro? 

La respuesta a estas reviste importancia si se tiene en cuenta que los numerales 103 y 

110 establecen la pérdida de los objetos con los cuales se cometió el delito.  

Determinar quién es el sujeto activo no presenta ninguna dificultad para efectos de 

imposición de la pena; ello se hace aplicando una operación sencilla, se identifica al 

conductor del vehículo y se determina la concentración de alcohol en su sangre. 
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d) Bien jurídico tutelado 

El bien jurídico da justificación al Derecho Penal, pues este lo protege y resguarda 

de sufrir cualquier afectación o menoscabo. Puede verse al mismo como un valor ideal, ya 

que el derecho le otorga la protección dependiendo del valor que así se le genere, esto por 

cuanto se le denomina bien no solo a aquellos que lo reflejan materialmente, sino, por el 

contrario y quizás más importante, quienes lo representan de forma abstracta, tales como el 

bien jurídico vida, seguridad común, dignidad humana, entre otros. Bien jurídico que es 

merecedor de respeto y protección ante terceros y de esta manera lo establece la norma. 

Según lo define la autora Cecilia Sánchez Romero: ¨El bien jurídico y su eventual 

lesión, son el requisito o fundamento básico para poder establecer o eliminar la selección 

de una conducta como delito y conminarla con una pena¨
23. Ese elemento de relevancia 

brindada por el Derecho a los intereses de los ciudadanos es la materia prima de 

mencionados bienes jurídicos, la norma resguarda que ninguno de ellos padezca quebranto. 

El Estado y su potestad punitiva son garantes de que los bienes jurídicos reciban la 

protección que les corresponde. Es a través del ya mencionado y desarrollado principio de 

lesividad que se expuso tal fundamento, dicho principio persigue los hechos y situaciones 

relevantes para el Derecho, las cuales colocan en peligro o afectación de manera directa a 

un bien jurídico que se tutela; es en función de dicho razonamiento, que el principio de 

lesividad tiene como objetivo principal esa protección del bien, el cual le da sentido a su 

creación.  
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 ibíd. Página 114. 



 
42 

En cuanto al delito de conducción temeraria, la seguridad común es el bien jurídico 

por tutelar. Tal como se ha expuesto, esta seguridad que no requiere estar físicamente 

presente, podría estar ahí de forma abstracta, esto es lo que el legislador procuró proteger al 

crear el tipo penal. Esta conducta de conducir en estado alcoholizado y con una cantidad de 

gramos de alcohol en cada litro de sangre mayor al legalmente permitido, configura lo que 

el cuerpo penal sanciona. 

El artículo 254 bis del Código Penal fue creado en razón de brindarle protección al 

bien jurídico ¨seguridad común¨, mismo que con anterioridad no estaba totalmente 

protegido, ya que debía configurarse algún otro delito para que el ordenamiento se 

pronunciara ante tal hecho, es decir, con anterioridad a dicha norma solo si se ocasionaba 

algún daño a la propiedad, se producía algún tipo de lesión a un ciudadano, entre otros; era 

el momento para perseguir penalmente tal hecho delictivo, sin embargo, a partir de la 

creación de esta norma, el legislador ampara a la colectividad que antes se encontraba 

desprotegida y aun sin estar ahí presente, el sujeto activo que la coloque en desventaja o 

riesgo por realizar la acción que describe el tipo penal 254 bis, enfrentará la sanción que le 

corresponda. 

En cuanto a esa sanción, es relevante destacar lo que Sánchez Romero expuso, 

indicando que existe:  

¨limite al denominado ius puniendi del Estado, pues cada figura penalmente típica 

debe tener inherente una lesión o peligro de un valor ético social, precisamente 

determinado. Por tanto, no basta que una conducta u omisión ¨encaje¨ en forma 

abstracta en un tipo, sino que también es necesaria una lesión significativa de un 
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bien jurídico, pues de lo contrario, se tendrían conductas delictivas, aun cuando 

no dañen la moral, el orden público o no perjudiquen a un tercero¨
24

.  

Explicación que refuerza lo señalado en líneas anteriores, pues la lesión que debe 

padecer el bien jurídico debe configurar delito, de otro modo no se convertiría en una 

infracción que perseguir o sancionar. 
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 Derecho Penal, Aspectos Teóricos y Prácticos. Cecilia, Sánchez Romero. Costa Rica, San José, 2009. Página 
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Conducción temeraria y licitud de los medios de prueba 

Sección I. Análisis del tipo penal de conducción temeraria 

Como fue analizado en el capítulo anterior, el delito de conducción temeraria es un 

delito de peligro, en el cual es atribuible la titularidad del bien jurídicamente protegido a la 

colectividad, de modo que se considera afectada la seguridad común. 

 El numeral 254 bis del Código Penal dispone25:  

Artículo 254 bis: “Se impondrá pena de prisión de uno (1) a tres (3) años y la 

inhabilitación para conducir vehículos de todo tipo, de uno (1) a cinco (5) años, a 

quien conduzca en las vías públicas en carreras ilícitas, concursos de velocidad 

ilegales o piques contra uno o varios vehículos, contra reloj o cualquier otra 

modalidad. 

Si el conductor se encuentra bajo alguna de las condiciones indicadas en el 

párrafo anterior y las señaladas en los incisos a) y b) del artículo 107 de la Ley de 

tránsito por vías públicas terrestres, N° 7331, de 13 de abril de 1993, y sus 

reformas, se impondrá  pena de prisión de dos (2) a seis (6) años y, además, se le 

inhabilitará para conducir todo tipo de vehículos de dos (2) a diez (10) años. 

Se impondrá pena de prisión de uno (1) a tres (3) años, a quien conduzca un 

vehículo automotor a una velocidad  superior a ciento cincuenta (150) kilómetros 

por hora. 
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 Código Penal. Ulises Zúñiga Morales. 26 ed. San José, C.R. IJSA, enero del 2012. Página 154. 
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Se impondrá prisión de uno (1) a tres (3) años, a quien conduzca bajo la 

influencia de bebidas alcohólicas, cuando la concentración de alcohol en la 

sangre sea mayor a cero como setenta y cinco (0,75), gramos de alcohol por cada 

litro de sangre. 

Al conductor reincidente se le impondrá una pena de prisión de dos (2) a ocho (8) 

años. 

Cuando se imponga una pena de prisión de tres (3) años o menos, el tribunal 

podrá sustituir la pena privativa de libertad por una medida alternativa de 

prestación de servicio de utilidad pública que podrá ser desde doscientas (200) 

horas hasta novecientas cincuenta (950) horas de servicio, en los lugares y la 

forma señalados en el artículo 71ter de la Ley de tránsito por vías públicas 

terrestres, N° 7331, de 13 de abril de 1993, y sus reformas”. 

El delito de conducción temeraria establece varios presupuestos de conductas 

sancionables. En primer lugar, “a quien conduzca en las vías públicas en carreras ilícitas, 

concursos de velocidad ilegales o piques contra uno o varios vehículos, contra reloj o 

cualquier otra modalidad”; en segundo lugar, “a quien conduzca un vehículo automotor a 

una velocidad superior a ciento cincuenta kilómetros por hora”; y en tercer lugar, “a quien 

conduzca bajo la influencia de bebidas alcohólicas”. Esto ya delimita, al menos, quien es el 

sujeto activo en la comisión del delito de conducción temeraria, que forzosamente requiere 

la presencia de un conductor de un vehículo automotor. De igual manera, el tipo penal 

requiere la utilización de un vehículo automotor, esto tiene relevancia en el análisis de la 

figura del comiso, lo cual será ampliado más adelante. 
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a) Acción 

De la acción penal es importante señalar que debe ser una conducta humana 

plenamente regulada en el ordenamiento costarricense, como punto de partida, la misma 

debe describirse en el tipo como ilícita y tener como consecuencia una sanción penal en 

caso de incurrir en ella. El Código Penal menciona en cuanto al hecho punible lo siguiente: 

26 

Artículo 18: El hecho punible puede ser realizado por acción o por omisión. 

Cuando la ley reprime el hecho en consideración al resultado producido, 

responderá quien no lo impida si podía hacerlo, de acuerdo con las 

circunstancias, y si debía jurídicamente evitarlo. 

Por cuanto la acción debe llevarse a cabo y con ella originar un hecho punible para el 

ordenamiento, además la acción debe estar tipificada en la norma, ya que no todas las 

conductas del ser humano son ilícitas o sancionables.  

Así también, como se mencionó en el capítulo anterior, la Constitución Política, en los 

numerales 28 menciona: ¨ Nadie puede ser inquietado ni perseguido por la manifestación   

de sus opiniones ni por acto alguno que no infrinja la ley (…) y 39 ¨ A nadie se hará sufrir 

pena sino por delito, cuasidelito o falta, sancionados por ley (…)¨,  
27 únicamente al 

realizar la acción se le aplicará sanción por sus actos. 
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 Código Penal. Ulises Zúñiga Morales. 26 ed. San José, C.R. IJSA, enero del 2012. Página 26. 
27

 Constitución Política de la República de Costa Rica. Ley de iniciativa popular-32 ed.- San José, C.R.: IJSA, 

enero del 2009. 
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Debe observarse que el tipo penal en estudio estructuralmente incluye dentro del 

elemento descriptivo la acción de conducir vehículos de todo tipo, lo cual implica una 

estructura compleja del elemento en sí mismo. Ello por cuanto debe estar presente el 

binomio de la acción de conducir y el objeto que es conducido, o sea, “el vehículo”. 

De dicho binomio, se debe separar la persona o sujeto que conduce, obteniéndose de 

esta forma el primer sujeto procesal dentro del tipo penal: “el sujeto activo”, coincidiendo 

este sujeto procesal con el elemento objetivo de la composición del tipo penal.  

Se ha abarcado en la designación del sujeto activo, la descripción de la acción o 

comportamiento punible, teniéndose claro que el sujeto activo puede ser cualquier persona, 

y el hecho de conducir describe la acción; por ello, se elige referirse directamente al 

conductor del vehículo como el sujeto activo28. 

 

b) Tipo penal: elementos objetivos y elementos subjetivos 

En el delito de conducción temeraria, establecido en el artículo 254 bis del Código 

Penal, se denotan los elementos objetivos y subjetivos del tipo, por lo cual deberá 

comprenderse como elementos objetivos la acción por sí misma, el bien jurídico que se 

protege y el nexo de causalidad. Como elemento subjetivo, se deduce que corresponde al 

sujeto que realiza la acción; cuando se trata de este elemento, se comprende que es un 

sujeto quien efectúa el hecho punible. Ambos elementos, objetivo y subjetivo, se vinculan 

                                                           
28

 Derecho Penal. Aspectos Teóricos y Prácticos. Cecilia Sánchez Romero, José Alberto Rojas Chacón. San 

José, C.R. Editorial Juricentro, 2009. Página 186. 
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pues sin ellos el tipo penal no tendría razón de ser. Debe existir no solo un sujeto que 

cometa la acción e infrinja la norma, sino una acción que esté previamente regulada, que 

proteja un bien jurídico tutelado y que producto de la acción del sujeto, cause una lesión al 

mismo. 

 Es imprescindible definir “sujeto activo”, el cual debe entenderse como que ¨es el 

sujeto que realiza la acción prohibida u omite la acción esperada. Normalmente se alude 

con la expresión ¨el que¨ o ¨quien¨, y entendemos que el sujeto activo puede ser 

cualquiera¨
29

.  Para el tipo penal que incumbe en la presente investigación, el sujeto activo 

es ¨quien¨ conduzca bajo la influencia de bebidas alcohólicas con una cantidad de gramos 

en cada litro de sangre no permitido, su acción lo convierte así en el sujeto activo que 

describe la norma.  

Por cuanto en razón de los delitos de conducción temeraria, el sujeto activo que sale de 

su domicilio conduciendo su vehículo, en dirección a un local, casa o sitio a ingerir alguna 

bebida alcohólica aun a sabiendas que dicha conducta configura delito si luego de la ingesta 

de licor se coloca frente al volante y conduce su vehículo; estaría cumpliendo con lo que la 

norma establece, pues aunque la idea de dicho acto pudo no ser sobrepasar los límites de 

alcohol permitido en sangre, sí tenía desde que salió de su domicilio el visitar el 

mencionado local y consumir licor, además conducir a pesar de haber ingerido esta 

sustancia; su plan pasó de la ideación a la ejecución, es decir, cumplió con los elementos 
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 Derecho Penal, Aspectos Teóricos y Prácticos. Cecilia, Sánchez Romero. Costa Rica, San José, 2009. Página 
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subjetivos del tipo penal, pensando que dicho acto fue detenido por algún oficial, ya fuere 

de tránsito o fuerza pública que detuvo al conductor al detectar su estado alcoholizado. 

 Es importante considerar que en la anterior suposición el mismo sujeto 

necesariamente no tuvo que planear el dirigirse al mismo sitio a consumir licor y ser tan 

solo un evento que aconteció de forma inesperada, pues no era la finalidad de su acción, sin 

embargo, mientras el sujeto activo iba realizando la ingesta de bebidas alcohólicas, era de 

suponer que en algún momento se detendría y debería retirarse del lugar, es así que al estar 

frente a este hecho conoció que su conducta podría incurrir en delito y muy a pesar de esto, 

ejecutó la acción al conducir con alguna ingesta de alcohol,  poniendo en peligro su propia 

vida y la seguridad de la colectividad, al colocarse frente al volante y conducir, haciéndolo 

evidentemente con una cantidad de gramos en cada litro de sangre mayor al permitido por 

ley y establecido en el artículo 254 bis del Código Penal. 

 En  el caso de la conducción temeraria, el daño es abstracto porque a pesar que no 

se lesione a un sujeto en específico o se dañe materialmente un bien inmueble o mueble, 

temas en los cuales no se profundizará, sí se ocasiona lesión abstracta a una colectividad 

que podría estar ahí, poniendo así en peligro, por parte del sujeto activo, el bien jurídico 

que protege la norma, ya que su conducta por sí misma representa la puesta en peligro. 

Debe señalarse que todos los delitos de peligro son dolosos, por cuanto la conducción 

temeraria es de perfil doloso. 
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c) Antijuricidad 

Este es uno de los elementos principales de la teoría del delito, el cual se define como: 

   ¨el atributo con que se califica al comportamiento típico, para señalar que es 

contrario al ordenamiento jurídico como un todo (Constitución Política, tratados 

internacionales, leyes, reglamentos y decretos). Además, es una cualidad de la 

acción, común a todas las ramas del ordenamiento¨
30

.   

En él se refleja cuando una acción está fuera del marco legal, pretende detectar lo 

injusto del hecho o conducta y con ello analizar la figura. Se debe destacar que no 

simplemente debe ejecutarse una acción fuera de ley, sino con ello afectar un bien jurídico 

tutelado, en otras palabras, antijuricidad es aquello contrario a Derecho, es infringir una 

norma penal. 

También lo define la autora Sánchez Romero como ¨El injusto es la conducta 

antijurídica misma, es algo sustancial, es un comportamiento humano, desvalorado por el 

ordenamiento jurídico, y está conformado, tanto por el desvalor de la acción como por el 

desvalor del resultado¨.
31

  

 De modo que respecto al delito en análisis en este apartado, su antijuridicidad se 

representa en el quebranto que ejecuta el sujeto activo al llevar a cabo la acción antijurídica, 

así establecida por el ordenamiento, la cual desenlaza una afectación directa al bien jurídico 
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 ibíd. Página 325. 
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José, C.R. Editorial Juricentro, 2009. Página 326. 
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que la norma tutela. El legislador creó esta norma con la única razón de proteger el bien 

jurídico que fuese expuesto a peligro, el cual no tenía amparo en ninguna norma, de ahí que 

surge el injusto como una medida de protección ante una situación que no estaba 

plenamente regulada, pues el cuerpo penal describía otras conductas que configuran otros 

delitos, pero no se sancionaba la simple acción de conducir en estado físico alcoholizado y 

con un proporción en gramos mayor al ya establecido, por lo cual la norma vino a regular 

esta conducta, creando la antijuricidad al cometer dicho acto. 

 La acción debe no solo estar tipificada para configurar delito y recibir sanción, debe 

ser una acción antijurídica y culpable; es acá donde debe pensarse en las causas de 

justificación, también dentro de cada norma, punto que se analizará más adelante.  

  Las causas de justificación son aquellas en las que el derecho permite actuar aun de 

forma típica y podría entenderse que le permite actuar al sujeto activo que comete el ilícito, 

pero solamente en el hecho que de no hacerlo alcanzaría un mal mayor, es decir, su acción 

tipificada es permitida por el ordenamiento jurídico; no se sanciona el actuar del sujeto de 

ese modo bajo una causa de justificación, aun a pesar que su acción ocasione una lesión a 

un bien jurídico que se tutela; podría pensarse que sí tendría una sanción, pero quizás una 

no tan grave como la del sujeto que comete el ilícito per se.  

Por ejemplo, en una fiesta en un lugar muy alejado, donde no existan teléfonos fijos 

ni la señal para teléfonos celulares y todos se encuentran en estado alcoholizado, unas 

personas en mayor cantidad de gramos que otras, se debe manejar pero el bien jurídico vida 

es puesto en peligro y la única manera de protegerlo es que conduzca la persona que se 

encuentre en menor estado de ebriedad. Si bien se violenta el bien jurídico seguridad 



 
53 

común al exponer a esta persona a conducir en estado de ebriedad, se estaría actuando en 

aras de proteger y no ocasionarle así detrimento al bien jurídico vida que, como podría 

pensarse o analizarse, es uno importante y quizás, en este caso en concreto, mayor al de 

seguridad común; por cuanto se podría concluir que aunque entren en conflicto dos bienes 

jurídicos puede y debe aplicarse una causa de justificación, ya que el sujeto que actuó en 

dicho caso concreto lo hace con el pensamiento de ocasionar el menor daño posible al 

elegir entre ambos bienes jurídicos y como medida extrema. 

Dentro del ordenamiento jurídico, se describen cuáles deben entenderse como 

causas de justificación32 ante acciones tipificadas por ley, estas se ubican dentro de la 

sección IV del Código Penal costarricense, en los artículos 25, 26, 27 y 28 del mismo 

cuerpo penal, es importante destacar que esta lista no es numerus clausus, sino numerus 

apertus. 

En razón de este aspecto, se podría deducir que las causas de justificación deben 

estudiarse en cada hecho en particular y para el delito que en esta investigación compete, 

debe siempre analizarse desde todos los elementos y hechos presentes,  pues este tipo penal 

no podría estar en  defensa del derecho y en contraposición al mismo tiempo33, pero 
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 Código Penal. Ulises Zúñiga Morales. 26 ed. San José, C.R. IJSA, enero del 2º12. Página 29. 
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 Derecho Penal. Aspectos Teóricos y Prácticos. Cecilia Sánchez Romero, José Alberto Rojas Chacón. San 

José, C.R. Editorial Juricentro, 2009. Página 330. 

¨en virtud de que el concepto de antijuricidad es unitario, resulta evidente que una conducta no puede ser al 

mismo tiempo, ajustada a derecho y contraria a él. Por ende, podemos deducir que las diversas causas de 

exclusión de la antijuricidad, deben buscarse no solo en la ley penal, sino en todo el ordenamiento jurídico¨.  
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tampoco puede verse como un derecho cerrado que no permite excepciones en casos 

extremos y complejos, al considerarse que no es el afán del legislador ni de la norma. 

 En la misma idea, dichas causas de justificación tienen sustento en el ordenamiento 

jurídico, el cual tipifica las conductas o acciones que eliminan la antijuricidad, pero 

básicamente cada una de ellas surge ante la posibilidad de afectación mayor a un bien 

jurídico o derecho, así se expone en la norma que  textualmente señala34:  

Artículo 25: ¨Cumplimiento de la ley: No delinque quien obrare en cumplimiento 

de un deber legal o en ejercicio legítimo de un derecho. 

Artículo 26: Consentimiento del derechohabiente: No delinque quien lesiona o 

pone en peligro un derecho con el consentimiento de quien válidamente pueda 

darlo. 

Artículo 27: Estado de necesidad: No comete delito el que, ante una situación de 

peligro para un bien jurídico propio o ajeno, lesiona otro para evitar un mal 

mayor, siempre que concurran los siguientes requisitos: 

a) Que el peligro sea actual o inminente;  

b) que no lo haya provocado voluntariamente; y 

c) que no sea evitable de otra manera. 

Si el titular del bien que trata de salvar, tiene el deber jurídico de afrontar el 

riesgo, no se aplicará lo dispuesto en este artículo. 
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 Código Penal. Ulises Zúñiga Morales. 26 ed. San José, C.R. IJSA, enero del 2º12. Páginas 29 y 30. 
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Artículo 28: Legítima defensa: No comete delito el que obra en defensa de la 

persona o derechos, propios o ajenos, siempre que concurran las siguientes 

circunstancias: 

a) Agresión ilegitima; y  

b) necesidad razonable de la defensa empleada para repeler o impedir la 

agresión. 

Se entenderá que concurre esta causal de justificación para aquél que ejecutare 

actos violentos contra el individuo extraño que, sin derecho alguno y con peligro 

para los habitantes u ocupantes de la edificación o sus dependencias, se hallare 

dentro de ellas, cualquiera que sea el daño causado al intruso¨. 

 Es así como se considera que debe analizarse en caso concreto la aplicación de una 

causa de justificación, ya que, como el ejemplo que se indicó, si existe un choque entre dos 

bienes jurídicos diferentes, debe tomarse en consideración cuál podría ser el de mayor 

relevancia en el momento y en beneficio de las personas involucradas, al estarse 

enfrentando el bien jurídico vida ante el bien jurídico seguridad común,  presupuestos del 

estado de necesidad justificante, el cual, como se pretendió exponer en esta investigación, 

apunta a una causa de justificación, por cuanto no  sería correcto afirmar que no operan en 

este caso las causas de justificación. 
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d) Culpabilidad 

Bien lo señala la autora Cecilia Sánchez Romero: ¨los elementos de la culpabilidad 

estarían conformados por: la imputabilidad, el conocimiento de la ilicitud y la 

exigibilidad¨, así mismo define:  

¨Culpabilidad es entonces un juicio de exigibilidad, en virtud del cual se le imputa 

a la persona la realización de un injusto penal, dado que, en virtud de las 

condiciones de orden personal y social imperantes en el medio donde actúa, al 

realizarlo, se hallaba en  posibilidad de dirigir su comportamiento de una manera 

acorde con lo que le exigía el ordenamiento jurídico y no lo hizo¨.
35

 

De modo que el tipo penal de conducción temeraria cumple así con todos los elementos 

que conforman la culpabilidad, pues como se ha tratado de exponer, el primer elemento de 

la culpabilidad es la "capacidad de culpabilidad" del agente, si es imputable, si cumple con 

le edad requerida por el ordenamiento jurídico, si se encuentra en pleno uso de sus 

facultades mentales y, con ello, aun a sabiendas de la ilicitud de sus actos, se coloca frente a 

un volante y efectúa la acción de conducir, no cabe así ningún elemento licito que exima la 

culpa, aunque quizás sí la probabilidad de una atenuación a la misma. 

   El sujeto activo ejecuta una acción reprochable al colocar al bien jurídico en una 

situación de  desventaja ante su conducta. Sí se hace prudente determinar si el tipo penal 

creado por el legislador logró otorgarle una sanción proporcional ya que, como se 
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 Derecho Penal. Aspectos Teóricos y Prácticos. Cecilia Sánchez Romero, José Alberto Rojas Chacón. San 

José, C.R. Editorial Juricentro, 2009. Página 404. 
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profundizará más adelante, se aplicó por parte del legislador dentro de un mismo tipo penal 

varias sanciones, tales como pena de prisión, inhabilitación de licencia y el derogado 

comiso del vehículo; razón por la cual se debe cuestionar si el principio de 

proporcionalidad es congruente con la sanción que hoy se le impone a este delito de peligro 

y al riesgo abstracto que sufre el bien común. 

 

e) Sanciones 

 Es importante establecer qué debe entenderse por ¨sanción¨, definición que toma 

sentido en la consecuencia o efecto de quien comete una conducta ilícita, pues si se 

encuentra descrita la acción que realiza el  individuo en un tipo penal y este cometiera dicha 

actuación aun a sabiendas de su ilicitud, es causal de sanción, ya previamente descrita y 

establecida en la norma. El legislador al describir una conducta que menoscabe un bien 

jurídico tutelado impone una sanción, misma que sería consecuencia automática de la 

acción del sujeto activo, es decir, la sanción debe verse como el castigo o consecuencia, 

como un resultado que debe sobrellevar o asumir el individuo que cometió el delito, bien 

haya sido por omisión  o con  intención de efectuarlo; para cada caso se aplica una sanción 

diversa, según corresponda a cada situación en particular. 
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En cuanto se refiere a la sanción impuesta en este tipo penal, debe analizarse que en 

efecto la conducta, siendo reprochable, debe sancionarse tal como lo impone la norma. El 

cuerpo normativo estable en el numeral 71 del Código Penal36: 

Artículo 71: ¨El juez, en sentencia motivada, fijará la duración de la pena que 

debe imponerse de acuerdo con los límites señalados para cada delito, atendiendo 

a la gravedad del hecho y a la personalidad del partícipe. 

Para apreciarlos se tomará en cuenta: 

a) Los aspectos subjetivos y objetivos del hecho punible; 

b) la importancia de la sesión o del peligro; 

c) las circunstancias de modo, tiempo y lugar; 

d) la calidad de los motivos determinantes; 

e) las demás condiciones personales del sujeto activo o de la víctima en la 

medida en que hayan influido en la comisión del delito; y 

f) la conducta del agente posterior al delito. 

Las características psicológicas, psiquiátricas y sociales, lo mismo que las 

referentes a educación y antecedentes, serán solicitadas al Instituto de 

Criminología, el cual podrá incluir en su informe cualquier otro aspecto que 

pueda ser de interés para mejor información del juez¨. 

 Ante esta norma queda claro que la sanción que el legislador impone debe cumplir 

con los aspectos descritos en el numeral anterior; la conducción temeraria recibe así una 
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 Código Penal. Ulises Zúñiga Morales. 26 ed. San José, C.R. IJSA, enero del 2º12. Página 50. 
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sanción penal y una consecuencia civil, la cual se representaba en la figura del comiso, pero 

la misma dejo de aplicarse al ser excluída del tipo penal y del artículo 110 del Código 

Penal. 

La pena es clara en cuanto al delito de conducción temeraria se refiere: ¨Se 

impondrá prisión de uno (1) a tres (3) años, a quien conduzca bajo la influencia de bebidas 

alcohólicas, cuando la concentración de alcohol en la sangre sea mayor a cero como 

setenta y cinco (0,75), gramos de alcohol por cada litro de sangre¨. Antes de la 

modificación a la norma, tal como se ha expuesto reiteradamente en párrafos anteriores, la 

cantidad de gramos de alcohol en sangre varió, al incorporarse cero coma cincuenta gramos 

de alcohol en cada litro de sangre. Se establece notoriamente la sanción al tipo penal y 

quien la infrinja estará entendido que la pena a la conducta efectuada ya está determinada. 

Sin embargo, este delito puede tener la posibilidad de alguna salida alterna, siendo así que 

la sanción al sujeto infractor será recibida en razón de su acción ilícita.  

En cuanto a la aplicación de reparación del daño, no es posible, ya que es en delitos 

de contenido patrimonial sin fuerza en las cosas ni violencia en las personas, o en delitos 

culposos, art 30 inciso j) del Código Procesal Penal, que se aplica esta figura y en lo que se 

refiere al  delito de conducción temeraria, no se estaría  cumpliendo con ninguno de los 

supuestos anteriores. 

El tribunal de juicio debe tomar en cuenta, para disponer la pena dentro del rango 

establecido por ley, si el conductor en estado de ebriedad lo hacía con una cantidad de 

gramos en cada litro de sangre muy superior a los cero coma setenta y cinco gramos o cero 

como cincuenta gramos  de alcohol por cada litro de sangre, a diferencia de uno que apenas 



 
60 

y si supere esta cantidad establecida, al ser la conducta la misma según la norma, pero es el 

criterio del tribunal y la regla de la sana critica, los que fungirán en cuanto a la disposición 

de la pena. 

 Tal como se mencionó, la culpabilidad del hecho es el poder exigirle al sujeto actuar 

distinto para no incurrir en conducta ilícita, pero si a pesar de esto comete delito, debe tener 

la posibilidad de reprocharle la acción al sujeto, es así que la ingesta de alcohol se hace de 

forma paulatina y con plena conciencia de su accionar. Si una vez alcoholizado el sujeto 

activo, se coloca ante el volante de su vehículo y conduce, esto no lo hace ante un estado de 

emoción violenta, sino más bien efectúa la acción ilícita establecida, que sin la ingesta de 

alcohol que infrinja los estándares en gramos de alcohol por cada litro de sangre permitido, 

no sería sancionado.  
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Sección II. Análisis de los medios de comprobación 

 Tal como se introdujo en el capítulo anterior, se considera que la población 

costarricense, en cuanto a consumo de alcohol se refiere, es una población que se encuentra 

en abuso y no tanto en dependencia; sí existe una proporción en dependencia pero no es la 

regla, ni la generalidad. 

 En esta sección se hace necesario conceptualizar algunos datos relevantes antes de 

analizar la licitud de los medios y es que con ello se pretende tener una noción más amplia 

de lo que es el alcohol o etanol, mismo que se define de la siguiente forma: 

¨La palabra alcohol, viene del árabe ¨al-kohl¨ que significa sulfuro de antimonio 

finamente pulverizado, el cual era usado como cosmético por las mujeres 

orientales. (…) 

En química, la palabra alcohol es un compuesto con base en carbono que 

presenta en la molécula uno o más grupos de hidroxilo, el cual se comprende de 

un átomo de oxígeno y un átomo de hidrógeno, representado como –OH unido a 

un átomo de carbono. Su fórmula es C2H5OH. ¨ 
37

 

Así también lo define Marvin Salas Zúñiga en su compilación Manual de Ciencias 

Forenses, indicando que el alcohol es: 
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 Alcoholemia. Dall´Anese Agüero, Andrea y Salas Rodríguez Monicka. San José, Costa Rica. Editorial Jurídica 

Continental, 2002. Página 18 y 19. 
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La droga depresiva más comúnmente utilizada. Afecta no solo el sistema nervioso 

central bajando las funciones del cerebro y el pulso, sino también la respiración y 

otras  funciones del cuerpo. (…) 

El alcohol potable se obtiene en general por fermentación de sustancias naturales 

que contengan azúcares, no se obtienen en concentraciones de más del 15 al 20 

por 100 de esta forma, teniendo que recurrirse a la destilación. Técnicamente, se 

obtiene en la industria por fermentación, empleándose como materias  primas las 

melazas. Puede obtenerse sintéticamente a partir del acetileno (…). 

El etanol es un hidrocarburo alifático hidroxilado, claro, incoloro. Entre los 

productos comerciales que lo contienen, además de bebidas alcohólicas, hay 

solventes de perfumes, colonias y líquidos medicinales.
 38

 

El alcohol es la sustancia que según el tipo penal analizado, le brinda la ilicitud al 

conducir, ya que, como se indicó, afecta varias funciones del cuerpo. Al conducir el sujeto 

activo en estado de ebriedad le ocasiona un menoscabo no solo a su sistema nervioso 

central, sino que le disminuye a su cerebro, pulso y respiración la capacidad de poder 

desempeñarse debidamente, perdiendo la coordinación que se requiere para manejar un 

vehículo y con esto se incurre no solo en un peligro para sí mismo, sino también para la 

seguridad común.  

De esta forma lo señala Salas Zúñiga al mencionar que “La conducción de vehículos 

es un acto complejo donde intervienen múltiples habilidades en tres niveles de procesos 
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neurofisiológicos principales: sensorial (activación de los sistemas de atención y 

vigilancia); decisional (intervienen la memoria, el razonamiento lógico, la capacidad de 

juicio) y el psicomotor (tiempo de reacción, coordinación, aprendizaje, memoria), los 

cuales si son alterados, pueden dar lugar a la producción de accidentes viales”. 39
  

Es decir, quien conduce un vehículo en estado alcoholizado lo hace a sabiendas de 

la afectación que podría realizar o que efectúa al colocarse al volante, poniendo así en 

detrimento el bien jurídico que la norma tutela,  infringiendo el tipo penal; esto aun a pesar 

de tener conocimiento que su conducta no solo configura delito, sino que también pone en 

peligro su vida y la seguridad de la colectividad, esto en razón de que su coordinación 

sensorial, decisional y psicomotor no se encuentra en capacidad para llevar a cabo la acción 

de conducir.  

Por cuanto se debe crear mayor conciencia ante este evento, al considerarse que 

ningún ciudadano después de ingerir alguna bebida alcohólica conduce con el ánimo de 

lesionar a otro o poner en peligro la seguridad común, sin embargo, lo hace, aun a pesar de 

no estar en capacidad de conducir, aun colocándose en riesgo a sí mismo y con plena 

compresión incluso de que su acción es sancionable. Por esta razón, el legislador creó la 

norma, su pensamiento fue regular una conducta que se reiteraba y no estaba tipificada 

plenamente en el ordenamiento, por lo cual al plasmarla en el numeral 254 bis del código 

penal, se pensó disminuir dicha conducta y con ella brindarle mayor seguridad a la 

comunidad.  
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 Ibíd., Página 477. 
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La población costarricense ahora al ingerir alguna bebida alcohólica reconsiderará 

conducir, si bien es cierto y algunos sobrepasan este riesgo y cometen delito, otros tantos se 

detienen ante este hecho y deciden no hacerlo, quizás por temor a la sanción penal, a la 

multa o simplemente porque crearon conciencia del peligro que enfrentarían y al cual 

expondrían a otros. La sustancia de etanol o alcohol en la sangre produce una serie de 

efectos y estos hacen reaccionar de diversas formas al ser humano, pero básicamente estos 

efectos son en detrimento de la persona que ingiere alcohol y se acentúa si está lo hace en 

grandes cantidades. De esta forma lo plasman en su libro Andrea Dall´Anese y Mónicka 

Salas cuando indican que una persona que conduce un vehículo tendrá capacidad de 

respuesta ante cualquier obstáculo, siempre en razón de tres procesos, textualmente 

señalan: 40
 

a) Percepción: Contacto del conductor con el medio ambiente que lo rodea, 

principalmente por medio de sus sentidos: tacto, vista, oído y olfato. 

b) Intelección: Momento en donde el conductor interpreta los estímulos que 

percibe del medio ambiente, de acuerdo con los conocimientos y experiencias que 

posee. 

c) Volición: Resultado de los procesos anteriores, el conductor reacciona ante 

los estímulos que percibió, decide las maniobras de su manejo. 
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 Alcoholemia. Dall´Anese Agüero, Andrea y Salas Rodríguez Monicka. San José, Costa Rica. Editorial Jurídica 
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Tal como se señala, el conducir requiere más que una simple reacción o repetición 

mecánica del individuo, utiliza no solo aspectos externos del cuerpo humano, sino también 

su interior, sus pensamientos, mismos que colaboran en reacción de forma idónea ante 

cualquier circunstancia adversa o ante una simple actuación al momento de conducir. De 

ahí se indica también que cuando una persona ingiere alcohol su capacidad de respuesta y 

desenvolvimiento al manejar no es la misma que cuando no ha ingerido nada de alcohol. 

De igual forma lo exponen Dall´Anese Agüero y Salas Rodríguez, al referir: 41 

(…) el problema es más agudo dependiendo de la ingesta de alcohol, por lo que 

frecuentemente nos encontramos complicaciones como las siguientes:  

a) Dificultad para percibir el color rojo en semáforos o, señalizaciones de obras. 

b) Molestias para acomodar la vista a los cambios de luz, por ejemplo en las 

autopistas, cruces, túneles. 

c) Apreciación equivoca e inexacta de las distancias, lo cual restringe la capacidad 

del conductor en la entrada en curva, en las maniobras de adelantamientos, y por 

lo general no respeta la distancia de seguridad. 

d) La visión normal del ojo humano disminuye, y queda reducido el ángulo del campo 

visual, por lo  que se pierden los estímulos que están en los laterales 

(cruces). 
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 Ibídem., Página 31. 
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e) Aumenta la distancia recorrida desde que el conductor percibe una señal hasta que 

actúa sobre los mandos del vehículo. Al frenar ante un peligro, si se ha bebido, se 

recorre un 10 % más de distancia: esos metros pueden ser mortales. 

Tal como se evidencia en los párrafos anteriores, conducir con alguna ingesta de 

alcohol produce situaciones peligrosas para quien conduce y para la seguridad común de 

los demás ciudadanos. Cada ser humano dispone de características físicas diversas y 

predisposiciones distintas, por lo cual una cantidad de gramos de alcohol en sangre 

específico provoca diferentes reacciones en cada ciudadano, unas más leves que otras, pero 

efectos al final.  

El que él legislador estableciera una cantidad en específico y esta se vinculara con la 

acción de conducir, protege en cierto modo a la colectividad, sin embargo, no erradica por 

completo la conducta, ya que acontecen aun los delitos de conducción temeraria a lo largo 

del país, los costarricenses más que una sanción penal deben crear conciencia social, sobre 

que al ingerir alcohol  ya no se está en condición de conducir ningún vehículo y, de esta 

manera, se eliminaría la conducta. 

Al sujeto activo se le practica una ¨alcoholimetría¨, definida por la Ley 9078- Ley de 

tránsito por vías públicas terrestres y seguridad vial: “como el análisis bioquímico para 

determinar la presencia del alcohol en la sangre o el aire aspirado y su cantidad, también 

señala que ¨alcoholemia¨ es el  resultado de la alcoholimetría. En este punto y continuando 

con dicha idea, se hace conveniente profundizar en los tres medios de pruebas destacados e 
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importantes en la comprobación y valoración del delito conducción temeraria, entre los 

cuales se destaca42: 

 

a) Análisis de aire alveolar o alcohosensor 

Este es uno de los medios utilizados para detectar cuánto es el grado de alcohol en el 

aliento. La concentración de alcohol en el aire expirado detecta y determina de forma 

inicial si se está ante un delito de conducción temeraria, ya que una vez en conocimiento de 

las autoridad judiciales de tránsito, estos se verían en la obligación legal de realizar esta 

prueba y si se detectase una cantidad mayor o igual al establecido por ley, se estaría ante la 

comisión de un delito y sería así este el primer elemento por investigar. Esta prueba 

determina el grado de etanol en el aliento, no es una prueba obligatoria para que el 

ciudadano la realice por lo cual podría negarse a soplar en dicho instrumento, pero ante este 

evento se tendría que efectuar la extracción de sangre y analizar la misma, luego se 

detallará esta circunstancia.  
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 Se indicará cada uno por separado, pretendiendo un análisis general de cada medio de prueba para 

determinar la concentración de alcohol presente en el cuerpo humano del sujeto activo en cuestión, en 

razón de la infracción al artículo 254 Bis del Código Penal, abarcando desde su origen y significado, así como 

su ámbito de aplicación. Son tres medios de prueba destacados entre los cuales se ubica: 1) El análisis del 

aire alveolar o prueba de aliento, 2) análisis de sangre o alcoholemia, 3) análisis de la orina o alcoholuria y 

como punto y 4) análisis del humor vítreo; en este último no se profundizará por encontrarse el sujeto de 

prueba sin vida para poder realizarle dicho análisis, por cuanto ya para el delito de conducción temeraria no 

sería sujeto de prueba, aunque si para otros tipos penales. 
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El Ministerio Público, una vez puesto en conocimiento de un hecho delictivo, iniciará la 

investigación en contra del sospecho o sujeto activo que conducía con un grado  de alcohol 

en aliento superior a 0,75 gramos de alcohol en cada litro de sangre, pero debe entenderse 

que dicho sujeto fue detenido por una autoridad de tránsito competente para practicar dicha 

prueba, en razón de su función de vigilancia en las vías públicas del territorio nacional, en 

caso contrario y por no contar con tal instrumento, si de algún agente de fuerza pública se 

tratara, el análisis por este medio no podría efectuarse y se recurriría a otro. Este análisis 

también se conoce como análisis del aire alveolar o análisis de grado de alcohol en el 

aliento.  

Si un sujeto es detenido por un oficial de tránsito y el mismo se rehúsa a realizarse la 

prueba de aliento, el oficial deberá indicar este evento en su bitácora y dar parte al 

Ministerio Público para que el fiscal indique y autorice el traslado el sujeto en cuestión al 

centro médico más cercano y así se le puede realizar alguna de las otras pruebas 

pertinentes. 

Se ha indicado que en Costa Rica el primer equipo que se utilizó como medio para 

realizar esta prueba se denominaba ¨Breathalyzer¨43, pero conforme fue pasando el tiempo, 
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 Alcoholemia. Dall´Anese Agüero, Andrea y Salas Rodríguez Monicka. San José, Costa Rica. Editorial Jurídica 

Continental, 2002. Página 54.  

Donde se señala y punto que me parece relevante, lo siguiente: En Costa Rica, el primer equipo que se 

implementó para detecta, el grado de alcohol  presente en el cuerpo humano por medio del aliento se 

denominó ¨Breathalyzer¨, instrumento que estaba hecho para recoger y medir el alcohol presente en el aire 

alveolar. El individuo al que se le iba a realizar la prueba soplaba a través de una boquilla; adentro del 

instrumento el aire pasaba por un proceso de oxidación y determinaba indirectamente la cantidad de 

alcohol. Además de este instrumento se han implementado otros detectores de alcohol en aliento como el 

¨alcoholímetro¨.  
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se modernizó dicho instrumento para utilizar el denominado ¨alcohosensor¨. Según señalan 

Dall´Anese  Andrea y Salas Monicka, este:  

¨es el nombre comercial del equipo que se utiliza actualmente para la 

determinación del grado de alcohol en aliento, este equipo al igual que los 

anteriores ofrece una gran ventaja, al permitir que se pueda realizar la prueba sin 

que medie ningún tipo de molestia para el individuo que la está realizando¨.
44  

También se define al alcohosensor como:  

¨es un instrumento de fabricación norteamericana, el cual fue llevado a la 

Argentina, para programarlo en idioma español. El instrumento es una 

minicomputadora que se compone de dos partes: una parte es el alcohosensor, 

que procesa las moléculas de alcohol a través de dos sensores uno de litio y otro 

de oro. Por medio de la batería se emite una corriente eléctrica, que quema el 

alcohol, y así este instrumento mide el tiempo en que se está quemando, dando un 

dato aproximado de la cantidad de alcohol que tenía la persona en el cuerpo a la 

hora de realizar la prueba, el cual es bastante exacto. Además tiene una memoria 

para mil pruebas y un reloj interno que trabaja por quince años, marcando 

constantemente la fecha y la hora. La otra parte de la que se compone es de una 

impresora común, pero más pequeña. Utiliza una batería de 12 voltios, recargable 
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por medio de un cargador especial que se puede conectar a la batería del carro, 

lo que facilita que el alcohosensor se pueda llevar a cualquier lado¨. 
45 

Es de mayor facilidad comprender en qué consiste dicho instrumento con la definición 

anterior, pues hace que el lector o usuario  se imagine aun sin haber visto nunca el aparato, 

cómo es este materialmente y cuál es la forma en que el mismo opera, al ser su complejidad 

más que realizar la simple acción de aspirar aire y soplar en la boquilla del mencionado 

instrumento, ya que este tiene todo un control y cuidado hasta del más pequeño detalle. 

También se ha destacado que dichos instrumentos deben estar en buen estado y 

debidamente calibrados46 para no incurrir en error al momento de brindar un resultado, 

viéndose afectado por factores tanto externos como internos. Con el fin de que este evento 

no acontezca, debe tomarse en cuenta lo siguiente, de acuerdo con  Dall´Anese  Andrea y 

Salas Monicka47:  

a) ¨La composición de la muestra de aliento: Para que la prueba pueda ser 

realizada correctamente, es necesario que la muestra de aliento que se vaya a 

evaluar, provenga de los pulmones de la persona, de lo contrario, resultado de la 
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 Ibíd., pagina 58 y 59. 

46
 Alcoholemia. Dall´Anese Agüero, Andrea y Salas Rodríguez Monicka. San José, Costa Rica. Editorial Jurídica 

Continental, 2002. Página 60 y 61. 

¨Calibración: el procedimiento consiste en la limpieza del equipo, es decir borra la memoria del aparato y 

luego lo reprograma. Si se hace la limpieza y no se reprograma, el alcohosensor no funciona en óptimas 

condiciones. (…) Cada vez que el alcohosensor es llevado a calibrar, esta acción se hace constar en un 

registro¨. 

47
 Ibíd., Página 54. 
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prueba, podría no corresponder con la realidad, brindando un dato menor o 

mayor. 

b) La existencia de alcohol residual en la boca: Cuando una persona ingiere 

una bebida alcohólica, parte del alcohol que está consumiendo permanece por 

cierto tiempo alrededor de los tejidos de la boca. De esta forma, si el conductor es 

detenido minutos después de haber consumido licor y de inmediato se realiza la 

prueba para determinar la concentración de alcohol, el resultado de la prueba 

arrojará un dato mayor de lo que realmente es (…) 

c) El detector de alcohol en aliento, más conocido como alcohosensor, debe 

ser calibrado por un técnico especialista que conozca su funcionamiento¨.  

Así, al existir la posibilidad de falla dentro de la implementación de este 

instrumento, debe tenerse completo cuidado no solo de la aplicación, sino también del 

mantenimiento48 del mismo, el cual debe realizarse de forma preventiva.  

De esta forma, el oficial de tránsito aplica al sujeto que conduce dicha prueba, una 

vez detenido este y ante un indicio cierto de que conduce bajo los efectos de alguna 

cantidad de gramos de alcohol en su cuerpo, por lo cual se tendría legalmente no solo la 

potestad de aplicarla, sino la obligación por parte del oficial y en cuanto al sujeto activo, el 

derecho a negarse en efectuar este análisis, sin que ello afecte su defensa posteriormente. 

 Este sujeto activo, una vez rehusado en realizarse el análisis, se deberá trasladar a 

algún centro médico, con la finalidad de que se determinen los gramos de alcohol en cada 
                                                           
48

 Ibíd., Página 62. ¨ El especialista considera que es necesario un mantenimiento preventivo puesto que de 

un correcto funcionamiento del alcohosensor depende la sanción que pueda imponer o no el trafico¨.  
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litro de sangre y si estos sobrepasan los límites de ley permitidos por el tipo penal. Sin 

embargo, en esta  etapa se tendrá al sujeto como uno que conducía con alguna cantidad en 

gramos de alcohol en su sangre y el cual, a partir de ese momento, se encuentra supeditado 

a la investigación pertinente. 

En esta misma línea se expone 49:  

¨como precaución antes de realizar la prueba, se debe esperar un mínimo de 

quince minutos, manteniendo a la persona bajo observación, para que no ingiera 

ninguna sustancia con contenido alcohólico, que vaya a alterar la prueba, de 

forma tal que estos quince minutos van a permitir tragar los residuos de alcohol 

que se encuentran en la boca¨.  

Tal como se menciona, la finalidad es evidente y con ello se pretende no contaminar 

el resultado con residuos que al concluir no son la cantidad  real que se procura determinar 

e investigar en el individuo, con ello no solo se aplica el ordenamiento jurídico como 

corresponde, sino que también se vela por los derechos que tiene el sujeto activo o presunto 

imputado en el hecho. 

Como se señaló, una persona puede negarse en realizar este procedimiento y no 

permitir que sea a través del alcohosensor o aire alveolar que se determine su estado de 

ebriedad. Una vez desistida la prueba, se deberá presumir que su estado físico es el de una 

persona alcoholizada por lo que será trasladada a algún centro médico para efectuarle la 

extracción de sangre como corresponde, procedimiento que se detallará a continuación. 
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 Ibíd., Página 54. 
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Es importante destacar que este análisis solo detecta el nivel de alcohol en el aliento 

del sujeto en cuestión, con él no se impide la comisión del delito ni evita el peligro al que 

se expone el bien jurídico que se tutela. 

 

b) Análisis de sangre o alcoholemia 

Este análisis puede proceder posterior a cuando una persona se rehusé en practicarse la 

prueba de aire alveolar o, incluso, puede surgir porque  al suceder el hecho, dicho análisis 

es el más oportuno con cada situación en particular. La sangre en la fuente de vida en el 

organismo de cualquier ser humano o animal, al hacer circular en todo el organismo los 

componentes necesarios para vivir:  

¨la sangre es un fluido importante que conecta las diversas estructuras 

anatómicas y permite que las distintas sustancias necesarias para la vida lleguen 

a los órganos correspondientes (…) La sangre es un líquido de color rojo, opaco, 

de sabor ligeramente salado, viscoso, de olor especial que recuerda al sudor y que 

presenta una temperatura constante con el resto del organismo e independiente 

del medio exterior¨.
50

  

Esta sustancia se analiza en el individuo, ya que si una persona ingiere alguna cantidad 

de alcohol, circulará en su sangre dicha sustancia y a través de la misma, se podrá 

determinar cuántos gramos de alcohol están presentes en cada litro de sangre, mismo que se 
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 Alcoholemia. Dall´Anese Agüero, Andrea y Salas Rodríguez Monicka. San José, Costa Rica. Editorial Jurídica 

Continental, 2002. Página 55. 
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examina en cada individuo al que se le aplique la extracción.  De esta forma se fundamenta 

lo siguiente: ¨la sangre es 50% agua, por lo que el alcohol al ser diluíble en agua, se puede 

determinar por medio de la sangre. Es así, que el procedimiento para determinar la 

concentración de alcohol en sangre, es denominado alcoholemia¨
51

.  

En la misma idea se debe comprender que alcoholemia: ¨es la cantidad de alcohol 

presente en la sangre. Su valor está en relación directa con la ingesta. La concentración de 

alcohol en fluidos corporales se expresa en unidades de peso por volumen; es decir, 

miligramos por cada cien mililitros (mg/100ml)¨.
 52

 

Es importante señalar que este estudio debe efectuarse de forma rápida y eficaz una vez 

detectado el sujeto activo en estado de ebriedad y detenido conduciendo un vehículo, pues 

de no ser de este modo, el resultado no brindará la información correcta ya que dejando 

pasar un periodo de tiempo extenso, desde el momento de la detención al momento del 

análisis de sangre, los efectos y gramos de alcohol en cada litro de sangre se verán en 

detrimento. 

De modo que al aplicar la toma de muestra de sangre, debe hacerlo un profesional en el 

área, ya sea un microbiólogo o un técnico supervisado por el anterior; a su vez, debe ser 

realizado en algún centro médico cercano al lugar de los hechos y habilitado para este 

evento. Una vez que algún oficial de tránsito o fuerza pública se encuentren ante una 

posible comisión de delito, en específico de conducción temeraria, deben actuar ante este 
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 Ibíd., pagina 56. 

52
 Manual de Ciencias Forenses. Marvin Salas Zúñiga. Ed- Heredia, C.R.: Poder Judicial, Depto. de Artes 

Gráficas, 2011, 2 Tomos. Página 487. 
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evento y hacer de conocimiento del fiscal o del Ministerio Público este hecho delictivo, 

para que, a su vez, esta autoridad competente ordene la realización de la toma de la muestra 

como corresponde. Se ha expresado que al sujeto en cuestión debe efectuársele la toma de 

muestra de sangre en un plazo de 30 minutos53, donde debe extraerse una primera muestra y 

media hora después la segunda,  esto según el criterio del médico forense.  

Existe un protocolo muy generalizado de cómo debe ser tomada dicha muestra, según 

se indica, se debe seguir una serie de pasos:  

¨(…) se limpia bien el área con un algodón empapado de agua, se le pone un 

torniquete en la parte superior del brazo, para causar estasis, la persona aprieta 

el puño y se le inserta la aguja para tomar la muestra, se saca la aguja y la 

persona dobla el brazo, el tubo en donde se coloca la muestra debe tener oxalato 

de potasio como anticoagulante (…)¨.
54   

Este sería tan solo el modo de cómo debe el microbiólogo o profesional competente 

tomar la muestra, pero tal como se señaló en párrafos anteriores, se deben seguir otros 

puntos igual de importantes, mismos que se expondrán a continuación:  

a) ¨La toma de la muestra debe darse lo más pronto posible al hecho que se 

investiga y debe realizarse por una persona calificada para ello, en este caso debe 

ser realizada por el microbiólogo, que labore en alguno de los hospitales o 
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 ¨… Si aun así se niega, entonces la persona posteriormente no puede presentar prueba de descargo por lo 

que debemos trasladarnos con ella a un centro de salud, en un plazo de 30 minutos para que haga la prueba 

de alcohol en sangre (...)¨ Alcoholemia. Dall´Anese Agüero, Andrea y Salas Rodríguez Monicka. San José, 

Costa Rica. Editorial Jurídica Continental, 2002. Página 55. 

54
 Ibídem, página 70. 
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clínicas del Ministerio de Salud o en su defecto por el técnico supervisado por el 

microbiólogo. 

b) La extracción debe realizarse sin aplicar ningún antiséptico que contenga 

alcohol etílico, porque podría contaminar la muestra, la contaminación se puede 

dar por utilizar un algodón con alcohol ya sea porque se limpie la zona a punzar 

con alcohol etílico o por que se utilice un algodón con alcohol sobre al momento 

de extraerla de la piel. 

(…) Es indispensable que el almacenamiento de la muestra siga una serie de 

medidas (…) 

c) Se debe extraer como mínimo 10 ml de sangre (…) 

d) La muestra debe llenar casi completamente el tubo; de lo contrario el 

alcohol que se encuentra en la sangre se puede volatilizar (convertirse en gas), y 

perderse al destaparse el tubo. 

e) Debe refrigerarse adecuadamente entre 1°C y 10°C, como promedio es 

conveniente refrigerar la muestra a 4°C, puesto que una temperatura mayor 

favorece la formación de bacterias y una temperatura menor, hace que la sangre 

se rebase y podría quebrarse el tubo. 

f) El recipiente en que se recolecta la muestra debe ser un tubo de ensayo 

estéril cerrado al vacío, con un tapón de hule de color morado, lo que indica que 

contiene una muestra de fluoruro de sodio para prevenir la acción enzimática y 

oxalato de potasio para prevenir la coagulación (…) 
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g) La doctrina considera que la muestra puede mantenerse estable por un 

lapso máximo de 3 días, sin embargo, si se cumple con las condiciones antes 

descritas, se considera que la muestra puede durar un máximo de 15 días¨
55

.  

Es importante seguir todos los puntos antes adscritos pues se considera en general el 

protocolo respecto al análisis de alcohol en sangre y con ello no se incurre en error y se 

puede brindar, a su vez, por parte de los laboratorios pertinentes, el resultado para cada caso 

en específico. Es importante recordar que cada análisis corresponde a una causa penal que 

se tramita en algún despacho del país y que en dicho proceso penal se espera el dictamen 

criminalistíco con el resultado final del análisis de alcohol en sangre, mismo que será  la 

prueba en favor o en contra del indilgado, pues es ahí donde se indicará si al momento de 

conducir alcoholizado lo hacía con una cantidad en gramos de alcohol en sangre no 

permitido o superior al que la legislación estableció. 

Cuando se toma una muestra de sangre al sujeto en cuestión, esta también tiene un 

procedimiento por seguir, ya que como se mencionó anteriormente, esta será la prueba del 

proceso y no solo debe cuidarse la manipulación y almacenamiento del mismo, sino 

también su traslado hasta el Complejo Médico Forense, en San Joaquín de Flores, Heredia, 

pues el proceso está sujeto a dicha prueba y la confiabilidad que se le genera al resultado es 

extremo.  

Posterior al protocolo de extracción y almacenamiento antes indicado, debe seguirse 

también la cadena de custodia en razón de la evidencia, la cual es el resguardo de la 
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 Ídem. 
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evidencia que en este caso es la muestra de alcohol en sangre extraída al sujeto o  imputado, 

la cual debe manejarse con extrema precaución y siguiendo los lineamientos que 

corresponden, colocando el nombre de la persona responsable de custodiar esta, hasta llegar 

al lugar determinado, en este caso, al laboratorio forense correspondiente. El fin es que esta 

evidencia sea manejada por la menor cantidad de personas o funcionarios posibles y sea 

trasladada con la premura del caso para poder realizar el análisis correspondiente en tiempo 

y derecho. 

Ahora bien, la cadena de custodia se entiende como:  

¨el procedimiento de control que se aplica al indicio material relacionado con el 

delito, desde su localización por parte de una autoridad, hasta que ha sido 

valorado por los órganos encargados de administrar justicia y deja de ser útil al 

proceso; tiene como fin no viciar el manejo que de él se haga para evitar 

alteraciones, daños, sustitución, contaminación, destrucción, o cualquier acción 

que varíe su significado original¨
56.  

Como se indica, custodia, respalda y resguarda el indicio o muestra desde el 

momento de su recolección hasta lo largo del proceso, ya sea la mera custodia o como lo es 

en este caso, hasta ser depositado en el ente que lo analizará, ello en aras de que prevalezca 

la mayor transparencia de la misma en el proceso penal que se investiga. La cadena de 
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 Alcoholemia. Dall´Anese Agüero, Andrea y Salas Rodríguez Monicka. San José, Costa Rica. Editorial Jurídica 

Continental, 2002. Página 73. 
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custodia57  persigue que no se sufra ninguna alteración, menoscabo o sea agregado ningún 

valor en favor ni en contra del sujeto en cuestión, se vuelve, a su vez, la persona que la 

traslada en el mero mecanismo  de transporte, sin volverse parte en el asunto. 

La cadena de custodia, como la práctica y el formato en general lo menciona, debe 

contener el número de sumaria que le fue asignado, ya sea por el Organismo de 

Investigación Judicial o por el Ministerio Publico, el nombre del sujeto en cuestión, que en 

este caso en particular será el presunto imputado en el proceso penal, así como el lugar en 

el que se recolectó la muestra (Hospital o centro médico), la hora, la fecha del suceso, el 

nombre del microbiólogo que la extrajo o persona encargada de la toma de la muestra, el 

testigo u oficial que custodió al sujeto que cometió el delito y observó la extracción de 

sangre,  así también debe enumerarse cada uno de los dos tubos con estos datos, ya que la 

cadena de custodia resguarda a cada uno de ellos y para darles posteriormente el 

tratamiento que en párrafos anteriores se señaló, en cuanto a almacenamiento y traslado se 

refiere. 

Este análisis tampoco previene o evita el peligro que padece el bien, solo mide si se 

está ante un delito, lo hace con un dictamen médico que cuantifica la cantidad en gramos de 

alcohol en cada litro de sangre. 
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 Ibíd., pagina 76. ¨(…) su principal función es la de servir como instrumento de garantía para asegurar el 

debido proceso, la pureza de la prueba y evitar el quebranto de derechos fundamentales, pues toda persona 

goza del derecho a un juicio justo, con arreglo a la ley.¨ 
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c) Análisis de orina o alcoholuria 

Este determina la concentración de alcohol en la orina, quizás en la práctica no sea la 

más utilizada para efectuar el análisis de alcohol en el organismo de cualquier ser humano, 

pues como se detalló en párrafos anteriores, si un sujeto es detenido inicialmente y este se 

abstiene de realizarse la prueba de aire alveolar, el siguiente paso sería ejecutarse la 

alcoholemia, sin embargo, es importante destacar que también la alcoholuria podría ser 

usada como una opción en cuanto a este análisis de concentración de alcohol se refiere, 

pero no debe usarse como el único análisis, sino más bien como uno adicional al análisis de 

sangre. 

De modo que tal como lo indica Salas Zúñiga en su Manual de Ciencias Forenses:  

¨Existe el criterio de que en el caso del alcohol, la muestra de orina no debe ser 

utilizada para hacer inferencias sobre el estado de ebriedad de la persona, sino 

como una información complementaria a los análisis en sangre que son los 

indicados para confirmar las pruebas de campo de respiración. La máxima 

concentración de alcohol en la orina se produce de 30 a 60 minutos después de 

que alcanza la máxima concentración en la sangre¨.
58

 

Este análisis de orina podría considerarse uno más difícil de conseguir, ya que el orinar 

es una función fisiológica del organismo y aunque podría proponerse a cualquier persona 

efectuar este acto, no necesariamente podría conseguirlo con el simple acto voluntario de 
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 Manual de Ciencias Forenses. Marvin Salas Zúñiga. Ed- Heredia, C.R.: Poder Judicial, Depto. de Artes 

Gráficas, 2011, 2 Tomos. Página 488. 
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procurar orinar59, a diferencia de la extracción de sangre que tiene la facilidad de que en 

cualquier momento puede ser extraída como corresponde por cualquier especialista.  

Así también se ha expresado lo siguiente:  

¨Durante la recolección de la muestra de orina es muy difícil que la muestra 

obtenida, sea de la fase de eliminación de alcohol. Debido a que, generalmente, la 

muestra de orina obtenida, es una orina almacenada en la vejiga durante un 

periodo de tiempo en el cual su concentración del alcohol vario, por lo que una 

muestra de orina va a ser el promedio de las diferentes concentraciones que tuvo 

en ese tiempo¨.
60

  

Este fundamento es muy razonable, al una persona haber podido ingerir grandes 

cantidades de alcohol o pocas quizás y no haber ido en ningún momento al baño, así que en 

su vejiga estará almacenada no solo la orina que tenía antes de ingerir alcohol, sino también 

la que tuvo consecuencia del licor ingerido o, caso contrario, pudo ya haber liberado la 

orina que tenía antes de ingerir licor y almacenar en su vejiga únicamente la que es 

producto del licor ingerido. Sería difícil de determinar dicho evento y también así mucho 

más complicado indicarle o solicitarle a un individuo que debe orinar en un frasco en cierto 
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 Alcoholemia. Dall´Anese Agüero, Andrea y Salas Rodríguez Monicka. San José, Costa Rica. Editorial Jurídica 

Continental, 2002. Página 57. 

 ¨Por las incomodidades que le puede resultar a una persona el tener que orinar y esperar entre media hora y 

una hora para dar otra muestra de orina, se trata de no utilizar este método para determinar la 

concentración de alcohol en sangre. El porcentaje promedio de alcohol en orina con respecto a la sangre es 

de 1,3¨.  

60
 Ídem. 
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tiempo y cantidad. No podría violentarse sus derechos y poner en menoscabo su dignidad 

humana, por lo cual lo anterior justifica la poca práctica de la alcoholuria. 

Según se conoce, la toma de muestra de orina debe realizarse de la siguiente manera: 61  

1. ¨Se debe recolectar la orina (se pide un mínimo de 30 mL), en un recipiente 

de plástico o vidrio limpio de boca ancha con tapa. Este debe contar con 

aproximadamente de 0,1 gramo de Floruro de Sodio como preservante por cada 

100 mL de orina (…) 

2. Debe cerrar el frasco herméticamente y rotularlo con el nombre de la 

persona a quien pertenece la muestra y con la fecha y la hora de recolección. 

Luego se embala, rotula y sella. En caso de que se haya recolectado en los tubos, 

se deben recubrir conforme lo indicado anteriormente. Ambas muestras deben ser 

mantenidas en refrigeración luego de ser recolectadas y durante su envió¨. 

Este frasco, al igual que cuando se extrae sangre, debe contener cadena de custodia, 

con básicamente los mismos datos antes descritos. Se indica que las muestras de orina son 

más ventajosas62 que las muestras de sangre en cuanto al estado de conservación y 

almacenamiento, ya que la sangre tiende a condensarse y si el tubo de muestra no es 

rellenado por completo, al abrirse podría provocar que el alcohol se volatilice, es decir, 
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Gráficas, 2011, 2 Tomos. Página 483 y 484. 
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podría convertirse en gas; situación que en cuanto a la muestra de orina no se advierte si se 

presume cierta. 

Es importante destacar que este método de análisis podría afectar la dignidad 

humana, otro bien que tutela el principio de lesividad, al someter al sujeto a una insistencia 

en que este genere la muestra, situación contraria a Derecho ya que aunque el imputado 

quiera colaborar, si no se ubica dentro de sus posibilidades fisiológicas, este no podría ser 

expuesto a ningún tipo de presión ni tampoco podría brindársele ayuda de ningún modo, el 

recabar esta muestra es más difícil a pesar de ser esta una de las que requiere menor 

cuidados para su almacenamiento y demás, tal como se expuso con anterioridad. 

Al realizar el análisis de estos medios de prueba en cuanto al delito de conducción 

temeraria, se hace importante destacar que tal como lo establece el numeral 181 del Código 

Procesal Penal costarricense, para que alguno de ellos sea válido, deben realizarse 

conforme a derecho y según lo que este cuerpo normativo señala, sin violarse ningún 

derecho fundamental y sin que medie ninguna coacción o amenaza contra el individuo en 

cuestión o en contra de su dignidad humana. Así lo refiere textualmente el citado artículo 

18163: 

Artículo 181: “Los elementos de prueba solo tendrán valor si han sido obtenidos 

por un medio lícito e incorporados al procedimiento conforme a las disposiciones 

de este Código. 

A menos que favorezca al imputado, no podrá utilizarse información obtenida 

mediante tortura, maltrato, coacción, amenaza, engaño, indebida intromisión en 

                                                           
63

 Código Procesal Penal. Ulises Zúñiga Morales. 16 ed. San José, C.R. IJSA, octubre 2012. Página 123. 
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la intimidad del domicilio, la correspondencia, las comunicaciones, los papeles y 

los archivos privado, ni información obtenida por otro medio que menoscabe la 

voluntad o viole los derechos fundamentales de las personas¨. 

En igual sentido, el numeral 63 del mismo cuerpo normativo señala que la carga de 

la prueba le compete al Ministerio Público, por cuanto es el llamado a recabar la misma, no 

con la finalidad de demostrar la culpabilidad del imputado, sino también que eventualmente 

estas pruebas puedan ser usadas para esclarecer el hecho y hasta eximir de responsabilidad 

al sujeto en cuestión.  

Dicha norma indica textualmente64:   

Artículo 63: “En el ejercicio de su función, el Ministerio Público adecuará sus 

actos a un criterio objetivo y velará por el cumplimiento efectivo de las garantías 

que reconocen la Constitución, el derecho internacional y el comunitario vigentes 

en el país y la ley. Deberá investigar no solo las circunstancias que permitan 

comprobar la acusación, sino también las que sirvan para eximir de 

responsabilidad al imputado, asimismo, deberá formular los requerimientos e 

instancias conforme con ese criterio, aun en favor del imputado¨. 

Pretendía así el legislador actuar conforme a derecho, cuidando todos los detalles y 

pormenores aun cuando de demostrar un delito se tratara, porque este es un Estado de 

Derecho y como tal no puede incurrir en faltas. Cada ciudadano costarricense posee 
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derechos y obligaciones para con el Estado65, por lo cual si se le sigue una causa penal por 

violentar alguno de los hechos establecidos como ilícitos, también debe brindársele su 

derecho de defensa en apego a la ley, con ello no solo se protege al ciudadano, sino también 

se cumple con los requerimientos legales. Y tal como se expuso en el capítulo inicial, 

ningún ciudadano puede ser inquietado o perseguido por ningún acto que no configure 

delito u ocasione menoscabo a la moral, orden público o perjudique a terceros. Es 

importante destacar que la prueba es un elemento importante para el proceso penal, ya que 

con ella se procura alcanzar la verdad procesal. 
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Artículo 33: ¨Toda persona es igual ante la ley y no podrá practicarse discriminación alguna contraria a la 

dignidad humana¨. 

Artículo 40: ¨Nadie será sometido a tratamientos crueles o degradantes ni a penas perpetuas, ni a la pena de 

confiscación. Toda declaración obtenida por medio de violencia será nula¨.  
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Conducta punible y consecuencias civiles 

La conducta típica, antijurídica y culpable, no solamente conlleva la imposición de 

penas, según ha sido dispuesto en el numeral 50 del Código Penal costarricense; el artículo 

103 del mismo cuerpo normativo, también establece la reparación del perjuicio causado a 

través de cuatro figuras distintas. 

El inciso 1)  señala: “La restitución de las cosas o (…)”. En primer lugar, se prevé 

la restitución66 de las cosas. Este modo de reparación no ofrece mayor dificultad en cuanto 

a su aplicación, en los casos donde haya mediado un apoderamiento o daño de bienes 

muebles o inmuebles, ya que resulta posible efectuar un cálculo o valoración de la cosa 

pérdida o sustraída, para así establecer el monto total de la eventual reparación y entregar 

un objeto de similar valor o utilidad. No obstante, se torna inviable aplicar la misma 

fórmula en los casos donde se dio una afectación a un bien jurídicamente tutelado en el cual 

dicho daño o afectación recayó sobre un bien intangible; como lo sería en los casos donde 

se ha vulnerado, por ejemplo, la libertad sexual.  

También, el mismo inciso continúa: “(…) o en su defecto el pago del respectivo 

valor”; de modo que en segundo lugar, es posible optar por el pago del respectivo valor 

equivalente al bien sustraído o dañado. De igual forma, es potencialmente aplicable en los 

casos donde se haya dado una afectación a un bien jurídico tangible y en cuyo supuesto no 

se cuente con la posibilidad de entregar dicho bien de vuelta a su legítimo propietario, 
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 El Pequeño Larousse Ilustrado. Larousse. Ediciones Larousse, S.A., México D.F. Duodécima Edición. 

RESTITUIR v.tr. (lat. restitutuere) [88]. Devolver a alguien algo que tenía antes: restituir el anillo robado; 

restituir el bienestar de la familia. Pág. 884. 
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debiéndose hacer el pago de su valor económico representativo en su lugar; bien sea porque 

se ha dispuesto del mismo por consumo, este haya sido destruido o sea imposible su 

recuperación. 

Por su parte, el inciso 2) lleva a la tercera opción prevista en el citado numeral, 

opción que implica la conversión directa del perjuicio causado, en una compensación 

económica. No limitándose solo al valor de las cosas sustraídas o dañadas, sino que el 

perjudicado podrá incluir toda indemnización por la que considere deba ser restituido sobre 

el daño que haya sido producido a consecuencia del hecho delictivo. A criterio de la 

investigadora, esta modalidad permite más libremente analizar todos los alcances del 

perjuicio causado, pudiéndose incluir los costos del mismo reclamo económico. 

Es a partir del inciso 3) donde se encuentra con la cuarta figura, y será en este punto 

en el cual se incluirá lo correspondiente al denominado “el comiso”. Para la investigadora 

esta es la figura más aplicada dentro de los casos penales donde se haya presentado un 

hecho punible que afecte un bien jurídico difuso, al ordenamiento jurídico costarricense 

conceder el ejercicio de la misma a los representantes del Ministerio Público o de la 

Procuraduría General de la República. 

A criterio de la investigadora, no ofrece el marco normativo suficiente para permitir 

la realización de la paz social a través del ordenamiento jurídico, considerando que en la 

mayoría de los asuntos donde medie una afectación a un bien jurídico valorable como un 

perjuicio económico, como lo son los delitos contra la propiedad, delitos contra el honor, 

delitos contra el ámbito de la intimidad, delitos contra la buena fe de los negocios y en 

ciertos delitos contra la integridad física, los sujetos pasivos (víctimas) buscan el amparo 
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del sistema penal con la única finalidad de ver el perjuicio sufrido compensado 

económicamente y restituido a la situación anterior. 

De modo que es usual encontrar en las denuncias presentadas por escrito o 

formuladas ante los órganos judiciales (Ministerio Público u Organismo de Investigación 

Judicial), en el apartado de pretensiones, una somera referencia al deseo a que se le pague 

el valor del bien jurídico violentado y que las autoridades tomen las medidas requeridas, lo 

cual significa que poco les interesa llevar al responsable a juicio, con la finalidad que 

cumpla una condena de cárcel. 

En el caso del delito de conducción temeraria, no se cuenta con una víctima que 

pretenda el pago de la afectación sufrida; por ello, se considera menester abordar el tema de 

la reparación civil dentro de un delito de peligro que afecta un interés difuso, como lo es la 

seguridad común. 

Ya en los párrafos anteriores se desglosó el texto en cuestión, sin embargo, para una 

mejor comprensión del mismo, se inserta completa la norma bajo estudio, textualmente el 

citado artículo 10367 dice: 

Artículo 103: “Todo hecho punible tiene como consecuencia la reparación civil,  

que será determinada en sentencia condenatoria; esta ordenará: 

1. La restitución de las cosas o en su defecto el pago del respectivo valor; 

2. La reparación de todo daño; y la indemnización de los perjuicios causados tanto al 

ofendido como a terceros; y 

3. El comiso”. 
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En igual sentido, el numeral 632 del Código Civil dispone la generación de 

obligaciones producidas por hechos ilícitos al indicar de manera directa y simplificada que 

una de las causas productoras de la obligación son los delitos. 

Dicha norma señala textualmente68: Artículo 632.- “Las causas productoras de 

obligación son: los contratos, los cuasicontratos, los delitos, los cuasidelitos y la ley”. 

De modo tal que el legislador no limitó la restitución de los efectos producidos por 

la comisión del delito, únicamente mantuvo la paz social por medio de imposición del 

castigo correspondiente representado por el castigo al autor de dicho ilícito con una pena de 

prisión, extrañamiento, multa, inhabilitación, entre otros; si no que también instituyó el 

mecanismo para restituir la paz social con la reparación del daño causado a los afectados 

del hecho penal.          

Debe considerarse si la determinación del legislador de imponer la restitución de los 

efectos causados por la comisión del hecho delictivo además de la sanción punitiva, 

significa una doble sanción para el autor del mismo. A criterio de la investigadora, no es 

así. La víctima o persona perjudicada por la comisión de un hecho punible no está obligada 

a soportar la pérdida o detrimento de los bienes jurídicos protegidos por la norma penal; la 

imposición de la pena al autor del delito importa para el restablecimiento de la paz social 

desde un punto de vista colectivo, sin embargo, no resulta suficiente para la satisfacción 

personal del directamente afectado.  

Cabe indicar que la pena punitiva es una ya establecida previamente en la norma y 

el comiso significa una consecuencia civil para el sujeto activo y no una pena, por cuanto 
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queda claro que no podría pensarse que la aplicación de ambas figuras corresponden a una 

doble sanción, además se hace importante destacar que el comiso no procedía en este tipo 

penal y esta fue la razón primordial para que mencionada figura fuese excluida del tipo. 

Se pretende en este capítulo desarrollar el concepto de la figura del comiso y la 

aplicación de esta en la resolución de los casos del delito de conducción temeraria, 

extendiéndonos al análisis de la pena de prisión. La figura de la inhabilitación en materia 

penal y en cuanto a consecuencias civiles hará referencia a la acción civil resarcitoria. 

A su vez se analizará si ambas normas, tanto la que penaliza la conducción de un 

vehículo automotor al encontrarse el autor con un estado etílico, como la norma que prevé 

la reparación de todo hecho ilícito, resultan concordantes entre sí.   

Se partirá desde la perspectiva del desarrollo del capítulo primero del presente 

trabajo, para así buscar los fundamentos que sustentan la política criminal del Estado, en 

torno al tema de la conducción temeraria bajo los efectos de bebidas alcohólicas y la 

concordancia de dicha política en relación con el principio de lesividad en materia penal, 

bajo los fundamentos constitucionales.  
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Sección I. Análisis de la pena de prisión 

 Será relevante para este trabajo realizar un análisis y conceptualizar lo que en teoría 

se debe comprender por pena de prisión, las implicaciones y cuál se procura por parte del 

legislador sea su función, aspectos que a continuación serán expuestos a detalle, creando un 

vínculo entre esta figura jurídica y el delito de conducción temeraria descrito en el artículo 

261 bis del Código Penal Costarricense. 

 Se hace importante definir qué se debe entender por pena, pues la pena de prisión es 

tan solo una de las varias posibilidades que puede imponer el ordenamiento jurídico, por 

cuanto pena puede conceptualizarse, según la autora María Concepción Molina Blázquez69, 

como: ¨la privación o restricción de bienes jurídicos, establecida por la Ley e impuesta por 

un órgano jurisdiccional competente, al que ha cometido delito¨ ; continua señalando que: 

la pena tiene cuatro características esenciales:  

“1ª La pena es la reacción del ordenamiento jurídico frente al delito, solo puede 

imponer una pena al que ha cometido un delito o una falta (…) 

2ª La pena es una privación o restricción de bienes jurídicos. Puede consistir en 

una privación de libertad, una restricción de libertad, restricción de derechos, etc. 

3ª La pena debe estar establecida por la Ley, en sentido estricto. Pero la garantía 

penal, como expresión del principio de legalidad, entra en colisión con la 

necesidad de adaptar la pena al caso concreto (…) 
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4ª La pena, por último, debe ser impuesta por un órgano jurisdiccional 

independiente. Esta nota es la garantía judicial, incluida en el principio de 

legalidad. 

 Es notorio que la pena pretende privar o restringir de derechos o bienes a quien 

comete un hecho delictivo, esto con el afán de que el sujeto reciba un castigo o retribución  

por su acción típica, antijurídica y culpable,  toda pena pretende  proteger bienes jurídicos 

que tutela el Estado y por esta razón quien le ocasione perjuicio a alguno será merecedor de 

una pena o sanción, podría indicarse que aunque existen legalmente establecidos varios 

tipos de pena, una de las más gravosas para cualquier ciudadano es la pena de prisión, un 

sujeto al que se le otorga como sanción la privación de su libertad estará ante la más 

restrictiva y severa de todas de acuerdo con el ordenamiento jurídico y sociedad. A 

continuación en  este punto se procederá al análisis de la pena de prisión. 

 

a) Concepto 

Se debe entender que la pena de prisión es privativa de libertad, el sujeto que infringe 

una norma se expone a que se cumpla lo ahí tipificado y a pesar que existen otras 

sanciones, si un delito tiene como sanción final la privación de libertad, esta deberá 

ejecutarse, pues los sistemas punitivos tienen como elemento primo las penas privativas de 

libertad.   

En la Constitución Política de la República de Costa Rica, se determinan cuáles son las 

restricciones de las penas ante la ley, pues aunque su carácter es correctivo o sancionador, 
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tiene un límite que no puede ni debe traspasarse. En los numerales 28 y 40 de la 

Constitución Política se delimitan cuáles son los alcances de la sanción penal, al 

mencionarse: ¨Nadie puede ser inquietado ni perseguido por la manifestación de sus 

opiniones ni por acto alguno que no infrinja la ley¨ y ¨Nadie será sometido a tratamientos 

crueles o degradantes ni a penas perpetuas, ni a la pena de confiscación¨.  

La privación de libertad tiene un ideal rehabilitador, al considerarse legalmente que 

quien infrinja una norma merece ser sancionado a como se establezca en el tipo penal que 

infringió. El indilgado  deberá descontar la pena privado de su libertad en algún centro 

penitenciario del país al ser lo que corresponde de acuerdo con la ley y el legislador. Al 

permanecer cierta cantidad de tiempo o periodo en prisión, el sujeto deberá reflexionar 

sobre el delito cometido, reformar sus actuaciones y una vez en libertad, iniciar un proceso 

de readaptación social.  

 Como se desarrolla en el Código Penal, en el numeral 5170: 

¨Artículo 51: Prisión y medidas de seguridad. La pena de prisión y las medidas de 

seguridad se cumplirán en los lugares y en las formas en que una ley especial lo 

determine, de manera que ejerzan sobre el condenado una acción rehabilitadora. 

Su límite máximo es de cincuenta años¨.   

 Por otra parte, a pesar de ser el pensamiento de la pena de prisión uno de 

rehabilitación y readaptación social, algunos consideran que este criterio se aleja de la 

realidad y así lo expone la autora Cecilia Sánchez:  
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¨(…) la pena privativa de libertad recae sobre una mayoría de individuos de bajos 

recursos y de menor cociente intelectual, es decir, los menos aptos para la 

competencia que la sociedad impone. Por más que se afirme que la pena privativa 

de libertad debe preparar al sujeto para la vida libre, en realidad da paso a una 

sociedad antinatural, en la que el sujeto carece de las motivaciones de la sociedad 

libre (…)¨.
71

 

 Se comprende que aunque la función que persigue la pena de prisión no se cumpla 

en todos los casos, en algunos sí rehabilita, pues se conoce a nivel nacional que algunos 

privados de libertad concluyen o inician sus estudios en prisión, otros aprenden a 

desarrollarse en alguna labor o trabajo que aprenden desde los centro penitenciarios, pero 

también existen otros casos en donde la readaptación social no surge y quizás son esos los 

que al concluir la pena de prisión, son puestos en libertad para delinquir de nuevo. 

 Además, en la Convención Americana sobre Derechos Humanos en el capítulo II 

“Derechos Civiles y Políticos”, se establece lo siguiente:  

¨Artículo 5.  Derecho a la integridad personal:  

1. Toda persona tiene derecho a que se respete su integridad física, psíquica y 

moral.  

2. Nadie debe ser sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, inhumanos o 

degradantes.  Toda persona privada de libertad será tratada con el respeto debido 

a la dignidad inherente al ser humano.  
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3. La pena no puede trascender de la persona del delincuente.   

4. Los procesados deben estar separados de los condenados, salvo en 

circunstancias excepcionales, y serán sometidos a un tratamiento adecuado a su 

condición de personas no condenadas.  

5. Cuando los menores puedan ser procesados, deben ser separados de los adultos 

y llevados ante tribunales especializados, con la mayor celeridad posible, para su 

tratamiento. 

 6. Las penas privativas de la libertad tendrán como finalidad esencial la reforma 

y la readaptación social de los condenados¨. 

En este artículo se indica una serie de puntos muy importantes, que como se ha venido 

detallando, no solo se reguarda la integridad del ciudadano que infrinja la ley, sino que 

también manifiesta cuál deberá ser el trato que este reciba, desembocando en la única 

finalidad de las penas de prisión, las cuales, como se detalló con anterioridad, procuran la 

rehabilitación y readaptación social. 

 

b) Presupuestos 

La pena de prisión es la realización de la intención del legislador como consecuencia de 

un delito, el sujeto que infrinja la norma comprende que por su actuación ilícita recibirá una 

sanción. 

En cuanto al delito de conducción temeraria, se refiere a quien conduzca bajo la 

influencia de la cantidad en gramos de alcohol en sangre que se encuentran tipificados en la 
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norma, tal como se señala podría tener como consecuencia penal la pena de prisión, pero 

dentro de esta misma norma se aplican diferentes sanciones a una misma conducta, punto 

que se analizará posteriormente, pues aunque una de las sanciones es la pena de prisión, tal 

como se ha venido exponiendo, también surge la inhabilitación de la licencia para conducir, 

así como la figura del  comiso, pero este punto ya fue modificado con la reforma del tipo 

penal, ya que en el artículo 110 del código penal se excluyó por completo el comiso en el 

artículo 261 bis del mismo cuerpo normativo. 

Por lo tanto, presupuestos de la pena de prisión se podrían enumerar fácilmente de 

forma muy resumida los siguientes:  

1. La intención del legislador, dilucidada  en que quien cometa un delito tendrá 

como sanción la pena de prisión siempre que así lo establezca la norma. 

2. La función primordial de la pena de prisión se refleja en la búsqueda de que con 

su aplicación se rehabilite o readapte al individuo socialmente. 

3. La pena de prisión tiene como límite máximo cincuenta años. 
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Sección II. Análisis de la figura del comiso 

Para la aplicación de la figura del Comiso se debe en primer lugar partir de un 

hecho punible. El citado numeral 103 del Código Penal no hace distinción entre un delito 

doloso o culposo, aplica la generalidad a todo el espectro de actividades delictuosas. Una 

vez comprobado la comisión de un hecho punible, el autor o partícipe del mismo vendría a 

constituir el sujeto originario en quien se centra la discusión del comiso. 

En segundo término, se debe designar a quién o a quiénes corresponde la titularidad 

en cuanto al resarcimiento o beneficio con la aplicación del comiso. Es en este punto que se 

debe aplicar la teoría del delito, en el análisis del numeral 254 bis del código penal. Ello por 

cuanto dicho análisis ayudará a delimitar los parámetros para señalar de un modo concreto 

los alcances procesales y, por ende, también los sujetos procesales, que vinculan la 

comisión del delito de conducción temeraria. 

El delito de conducción temeraria, numeral 254 bis del Código Penal72, establece 

varios presupuestos de conductas sancionables. En primer lugar: “a quien conduzca en las 

vías públicas en carreras ilícitas, concursos de velocidad ilegales o piques contra uno o 

varios vehículos, contra reloj o cualquier otra modalidad”; en segundo lugar: “a quien 

conduzca un vehículo automotor a una velocidad superior a ciento cincuenta kilómetros 

por hora”; en tercer lugar: “a quien conduzca bajo la influencia de bebidas alcohólicas”. 

Tal como se ha mencionado, este artículo padeció una serie de modificaciones, las cuales 

aunque sí transformaron un poco la forma de percibir el delito, no suprimieron la idea 

                                                           
72

 Código Penal. Ulises Zúñiga Morales. 26 ed. San José, C.R. IJSA, enero del 2012. Página 154. 



 
99 

principal de sancionar la conducta ilícita de conducir bajo la influencia de bebidas 

alcohólicas que sobrepasen la cantidad de gramos permitido, aspecto que se ha mencionado 

en reiteradas oportunidades. 

 Esto ya delimita, al menos, quién es el sujeto activo en la comisión del delito de 

conducción temeraria, forzosamente se requiere la presencia de un conductor de un 

vehículo automotor. De igual manera, el tipo penal requiere la utilización de un vehículo 

automotor y aunque parezca una observación obvia, a criterio de la investigadora tiene 

relevancia en el análisis de la figura del comiso, lo cual será ampliado más adelante. 

Continuando con el análisis de la composición del tipo penal de conducción 

temeraria, es preciso identificar la afectación que genera la producción de la conducta 

punible, para que una vez aislada esta, sea posible también identificar a quién o a quiénes 

corresponde el reclamo por dicha afectación. 

Se ha establecido que el delito de conducción temeraria es un delito de peligro 

abstracto y de carácter doloso, en el cual no es necesaria la producción de una lesión o daño 

sobre un bien jurídico, sino que la simple puesta en peligro de dicho bien basta para 

consumar la acción típica. Los delitos de peligro han sido conceptualizados partiendo del 

resultado: “pues, mientras los delitos de daño le ocasionan una lesión efectiva al bien 

jurídico, los delitos de peligro provocan solo el riesgo de que se produzcan esa lesión”
73.  

De ello se desprende que no es posible en este tipo penal apuntar a un sujeto 

específico como el poseedor o beneficiario del bien jurídico bajo tutela. Por cuanto lo que 
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se pretende es proteger la seguridad en las vías públicas terrestres, el sujeto pasivo viene a 

ser difuso, recayendo en la colectividad la titularidad del bien jurídico, designándose 

entonces como seguridad común a este sujeto pasivo. 

Esto hace preguntarse, a quién le corresponde la representación de este bien jurídico 

difuso: ¿Lo es acaso la Procuraduría General de la República?, ¿el Ministerio Público?, ¿la 

Dirección General de Seguridad Vial?, o ¿el Poder Ejecutivo?; y  ¿a quién se coloca en un 

posible peligro durante la comisión del delito de conducción temeraria? 

 

a) Fundamentos del comiso 

El comiso se encuentra descrito en la norma penal enumerada 11074 del Código 

Penal, la misma señala que: “El delito produce la pérdida en favor del Estado de los 

instrumentos con que se cometió y de las cosas o los valores provenientes de su 

realización¨. Como se muestra en este apartado, quien cometa el ilícito se expone a la 

pérdida total del bien; esto como una consecuencia civil, no como una pena pues este se 

denota como el instrumento que colabora en realizar la acción, sin su participación es 

probable que el sujeto no consiga perpetrar  la conducta descrita en la norma, así mismo, 

cualquier objeto o valor logrado con la comisión del delito será decomisado, ya que su 

obtención hubiese sido imposible de no ser por la conducta ilícita que generó su compra, su 

posesión u otro. 

                                                           
74

 Código Penal. Ulises Zúñiga Morales. 26 ed. San José, C.R. IJSA, octubre del 2012. Página 74.  



 
101 

Continúa la norma refiriendo: ¨(…) o que constituyan para el agente un provecho 

derivado del mismo delito, salvo el derecho que sobre ellos tengan el ofendido o terceros¨. 

Una vez demostrado que tal bien, instrumento o medio no pertenece al sujeto que realizó la 

acción, sino más bien a un tercero que no tiene conocimiento del uso que se le daría al 

mismo, o que este se implementaría para cometer algún ilícito, tendrá su derecho intacto de 

solicitar se le devuelva el bien, sin que este sufra ningún perjuicio o menoscabo, al ser el 

sujeto que no realizó la acción ilícita ni poseer conocimiento de la implementación que se 

le atribuiría a su bien, un tercero de buena fe no podría ser sancionado por un acto que no 

ejecutó. 

Posterior a la reforma de dicho artículo, se excluyó por completo los vehículos que 

fuesen detenidos por causa de la configuración del delito conducción temeraria, pues 

anteriormente dichos bienes eran sujeto de comiso y debían cada uno, en caso concreto, 

esperar la resolución final de cada caso para conocer qué ocurriría no solo con la sanción al 

sujeto activo, sino al bien decomisado; después de la reforma al artículo, esto ya no es 

procedente:¨Se excluye de esta previsión los vehículos involucrados en la comisión de los 

hechos tipificados en el artículo 261  bis del Código Penal¨. Se considera así menester 

señalar que en tales casos la figura del comiso no procedía ya que su acepción corresponde 

a ser identificada como consecuencia civil únicamente.  

Además señala la autora Cerezo Domínguez que el comiso: ¨viene siendo entendido 

como la pérdida definitiva de los efectos, objetos y ganancias relacionadas con una 
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infracción delictiva¨.75 Una pérdida que es en razón de la infracción a la norma, se otorga la 

como una consecuencia civil, no como una confiscación, al haber entre ambas figuras una 

notoria diferencia; así lo continúa exponiendo Cerezo Domínguez:  

¨Sin embargo, a pesar de que en ambos casos se afecta a bienes pertenecientes al 

patrimonio del inculpado, a diferencia de la pena de confiscación de bienes el 

comiso que se contempla actualmente en nuestro Código Penal se limita a hacerse 

con aquello que se ha obtenido o se ha utilizado ilícitamente. Por consiguiente, 

este implica únicamente la pérdida definitiva de aquellos objetos y ventajas 

pecuniarias derivadas de la realización de una infracción delictiva, constituyendo 

en su caso una confiscación de carácter individual o especial¨
76

. 

De tal modo, la línea que los separa se hace muy delgada, sin embargo, está 

notoriamente bien dilucidada, pues en cuanto a confiscación se refiere, los bienes u  objetos 

obtenidos del ilícito serán confiscados por la razón de la naturaleza en que fueron 

obtenidos, no obstante, para el comiso, se tendrán solo aquellos bienes u objetos utilizados 

para ejecutar la acción penal descrita en la norma. Se le concederá así a dicha figura de 

comiso un carácter de pena accesoria a la ya establecida por el tipo penal, al todo delito 

contener una sanción pecuniaria previamente descrita; la pena que imponga el tipo penal, lo 

hace en aras de prevenir la conducta o retribuirle al sujeto que delinca la consecuencia 

correspondiente, dos aspectos o finalidades que no tiene en sí mismo el comiso. 
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 Análisis Jurídico Penal de la figura del comiso. Ana Isabel Cerezo Domínguez. Granada, Nicaragua. Editorial 

Comares, 2004. Página 5. 

76
 ibíd. Página 8. 
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Tal como se ha mencionado y se ampliará más adelante, el comiso posterior a la 

reforma se colocó en desuso para el numeral 261 bis del Código Penal del ordenamiento 

jurídico, al excluir la aplicación de este artículo por completo. 

 

b) Comiso como reparación de la conducta punible o como sanción 

El comiso, como se ha desglosado, será visto como una responsabilidad  civil accesoria 

a la sanción penal, misma que se aplicará conforme a derecho, siempre y cuando no se 

perjudique o violente  con este algún derecho de un ofendido o el derecho de un tercero; 

por cuanto, con el comiso se persigue obtener una función de restauración al mal causado y 

no así una retribución sancionatoria por la acción delictiva. 

Según lo describe Cerezo Domínguez:  

¨el comiso tiene elementos en común con la responsabilidad penal y con la civil. 

Uno de los puntos concordantes con la responsabilidad penal es precisamente su 

accesoriedad  respecto a la comisión de un hecho descrito en la ley penal. Con la 

responsabilidad civil tiene en común la reparación o compensación de los efectos 

que el delito ha tenido sobre la víctima o los perjudicados por el mismo, que es 

transmisible a terceros y que es aplicable en los casos de ausencia de 

culpabilidad, siempre que quede subsistente un hecho antijurídico. En efecto, el 

destino a dar a los objetos y bienes decomisados viene condicionado por la 

obligación de resarcir al sujeto pasivo del delito o falta, al preverse que con este 

dinero se satisfagan las responsabilidades civiles del penado. El comiso parece 
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así cumplir una función más restitutoria/compensatoria que preventiva o 

retributiva¨
77

.  

Antes de la modificación al artículo 261 bis78 y del 11079 del Código Penal, era 

erróneamente aplicado el comiso aunque este no procedía, ya que no bastaba así la sanción 

punible que se le confería al imputado, sino que también se le otorgaba una consecuencia 

civil con la pérdida de sus bienes,  esto en caso de que el vehículo que conducía fuese de su 

propiedad o incluso de un tercero. 

El comiso dentro de este tipo penal se alejaba de su naturaleza jurídica, al dejar de 

convertirse en la reparación de la conducta punible,  creándose una desproporcionalidad en 

la aplicación de la figura del comiso a la acción penal; de aquí que se introduce como 

referencia el principio de proporcionalidad, el cual refiere que la pena impuesta ante un 

ilícito debe ser en equilibrio con la gravedad del hecho80, la lesión a que se expuso o 

padeció el bien jurídico por tutelar, entre otros; al no poderse sancionar a un sujeto más allá 

de lo establecido en desproporción al mal generado. 
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 Análisis Jurídico Penal de la figura del comiso. Ana Isabel Cerezo Domínguez. Granada, Nicaragua. Editorial 

Comares, 2004. Página 32. 
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 Código Penal. Ulises Zúñiga Morales. 26 ed. San José, C.R. IJSA, febrero del 2013. Página 157. 
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 Ibíd., Página 74. 
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 El comiso de bienes, normativa y casos de procedencia con jurisprudencia administrativa y judicial.  

Rodrigo Herrera Fonseca. San José, Costa Rica. Setiembre,  2006. Páginas 65 y 66. 

¨Pero es otro principio, el de proporcionalidad, el que nos da los lineamientos a seguir en su aplicación 

práctica, pues al tratarse de un apena sumamente drástica cuyo fin es la tranquilidad pública, llega a afectar 

el patrimonio de un particular con un destino específico que es El Estado, pero no de forma ilimitada, sino 

atendiendo la gravedad del hecho respecto al tipo, naturaleza, procedencia, uso y valor del bien por 

comisar¨.  
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Bien lo define el autor Restrepo Medina, al indicar que deben acontecer una serie de 

requisitos para que se aplique el principio de proporcionalidad, que según manifiesta este, 

son dos:  

¨que no se trate de las ganancias ni de los instrumentos y efectos del delito de 

comercio ilícito, y que se cumpla alternativamente una de las tres condiciones 

siguientes: a) que el valor de los bienes no guarde proporción con la naturaleza 

de la infracción penal, b) que el valor no guarde relación con la gravedad del 

delito, c) que se hayan satisfecho completamente las responsabilidades civiles¨
81

.   

Por lo cual el comiso ejecutado al tipo penal conducción temeraria, posteriormente a la 

reforma del tipo penal,  no debe dilucidarse como una reparación civil de la conducta 

punible, pues la posibilidad de ejecutarlo en dicha norma es ineficaz, al ser esta figura 

excluida por completo; además, el comiso dentro este delito conducción temeraria no 

procedía, al convertirse el vehículo que su utiliza para la comisión de la conducta ilícita en 

un instrumento en un delito que lo requiere para realizar la mera acción de conducir y sin el 

cual sería imposible que se configurara la conducta y se pusiese en peligro la seguridad 

común.  
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 El comiso: Análisis sistemático e instrumentación cautelar. Manuel Alberto Restrepo Medina. Bogotá. 

Colección textos de jurisprudencia, 2007. Páginas 79 y 80. 
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En el voto 1334-2010 del Tribunal de Casación Penal, II Circuito Judicial de San José82, 

en el punto cuarto que hace referencia al voto salvado del Juez González Cordero, se 

numera que el comiso del vehículo conducido por el acusado no procede:  

¨ La lectura de la norma debe hacerse restrictivamente por afectar un derecho 

constitucional básico (la propiedad) y, por ende, no es posible aplicarla 

acudiendo a la analogía o a vías hermenéuticas extensivas. A partir de una 

interpretación restrictiva, me parece claro que el comiso previsto en el Código 

Penal hace referencia especial a los delitos de resultado y a ciertos delitos de 

peligro concreto, en los cuales es posible dar uso a distintos objetos como 

“instrumento” para cometer el hecho punible. El propio vocablo “instrumento” 

involucra ya el sentido del empleo del objeto como un medio para lograr una 

finalidad, de tal suerte que no todo bien o cosa relacionados con el delito son 

susceptibles de comiso, sino solo aquellos que en efecto fueron utilizados con 

carácter instrumental y a fin de alcanzar un resultado o ejecutar la conducta, 

distinta de la mera actividad de tenencia del objeto, que constituye el núcleo de la 

prohibición (v. gr.: el cuchillo con el que se ejecutó el homicidio; el vehículo con 

el cual, de forma dolosa, se atropelló a alguien para lesionarlo o causarle la 

muerte; los equipos usados para confeccionar un documento falso o alterar uno 

verdadero, con la posibilidad de que de ello resulte perjuicio; o bien el vehículo 

empleado para participar en carreras ilícitas o concursos de velocidad ilegales).¨  
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 Voto 1334-2010 de las quince horas cuarenta y cinco minutos del doce de noviembre del dos mil diez, del 

Tribunal de Casación Penal, II Circuito Judicial de San José. 
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Es primordial notar que este vehículo es solo el objeto implementado para cometer el 

delito o lograr una finalidad, sin tener dentro del ámbito de sus funciones más que como 

única utilidad el ser el instrumento con el cual se configura la conducta ilícita, ya que, como 

se ha venido señalando, sería imposible cometer conducción temeraria sin un vehículo. Así, 

la figura requiere de dos acciones, las cuales se identifican como el conducir un vehículo y 

hacerlo en estado de ebriedad que supere el margen de gramos establecidos por cada litro 

de sangre. Continúa el juez González Cordero en este voto salvado exponiendo:  

¨el artículo 84 de la Ley de armas y explosivos dispone: “Las armas permitidas 

inscritas en el Departamento, solo podrán caer en comiso en favor del Estado, 

cuando con ellas se cometa un delito según lo dispuesto en el artículo 

110 del Código Penal. En este caso, se cancelará la inscripción correspondiente”. 

Lo anterior significa que en el caso del delito de mera actividad de portación 

ilícita de arma permitida (v. gr.: porque el tenedor carece del respectivo permiso, 

aunque el arma se halla debidamente inscrita), no procede el comiso de dicha 

arma, salvo cuando se la haya empleado como instrumento para cometer un 

hecho punible, en los términos que señala el artículo 110 del Código Penal; es 

decir: la medida solo es procedente cuando el arma portada sin permiso haya sido 

utilizada como instrumento para ejecutar una ilicitud dolosa distinta de la simple 

portación. Y esto es así porque, al igual que ocurre con la conducción de un 

vehículo en estado de ebriedad, la portación ilícita de arma permitida es un delito 

de mera actividad y en ninguno de los dos supuestos puede sostenerse que el 

vehículo o el arma hayan sido empleados como instrumentos para alcanzar un 
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resultado ajeno a la actividad misma de conducir o portar (distinto a lo que 

sucede con la conducción de vehículos para participar en carreras ilegales o 

“piques”, como popularmente se les conoce, pues en este último caso sí se emplea 

el automotor como instrumento para ejecutar la conducta prohibida de participar 

en esas carreras). En otras hipótesis, el comiso encuentra sustento legal expreso 

en la ilicitud misma del objeto, lo cual sucede con las armas prohibidas o ciertos 

tipos de drogas, pero resulta claro que esta situación no se aplica a los vehículos 

automotores para el transporte de personas, cuya tenencia es legítima. Desde esta 

perspectiva, considero que así como el legislador no permite el comiso de un arma 

permitida debidamente inscrita, aun cuando se la porte sin la necesaria 

autorización administrativa, tampoco procede el comiso de un vehículo conducido 

por una persona en estado de ebriedad, salvo cuando concurran las previsiones 

del artículo 110 del Código Penal, es decir: cuando se le emplee como 

instrumento para cometer un delito distinto del mero hecho de conducir en estado 

de ebriedad (v. gr.: cuando se le utilice como arma para lesionar, matar o causar 

daños, pues el vocablo “instrumento” también lleva anejo el carácter doloso de la 

conducta)¨. 

Tal como se explica a detalle y de forma expedita, la conducción temeraria es un delito 

de peligro abstracto que utiliza un vehículo como un mero instrumento para ejecutar la 

acción punible, empleando un objeto o medio que se requiere, además se subraya  que este 

delito es de mera actividad, es decir, el vehículo solo se emplea para la realización del 

ilícito, por cuanto no procedería su comiso, pues diferente sería si producto de este se 
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originara un resultado diverso o se cometiera un tipo penal diferente, tal como se destaca en 

el voto antes descrito, donde el vehículo se utilizó para la mera actividad de conducir. 

Erróneamente se pretendía aplicar el comiso descrito en el artículo 110 del Código Penal al 

delito de conducción temeraria como una sanción y no como una consecuencia civil tal 

como corresponde, pero además se incurría en una inadecuada interpretación de la norma y 

es de ahí que se basó incluso la reforma del mismo en donde excluyó su aplicación a los 

delitos de conducción temeraria, por cuanto tal figura simplemente no precedía. 

 

c) Constitucionalidad del comiso aplicado al tipo penal de conducción temeraria 

En párrafos anteriores se expuso el vínculo entre el principio de proporcionalidad con el 

tipo penal conducción temeraria, se concluyó que existía una desproporcionalidad entre la 

sanción punible y civil que se pretendía al ejecutar el comiso del bien vinculado a la acción 

delictiva,  al ser la consecuencia primordial del comiso: ¨la pérdida legal de la propiedad a 

favor del Estado de los bienes sobre los cuales el mismo se declara¨
83

. Aspecto que toma 

fuerza con la modificación de la norma, misma que excluyó por completo la figura del 

comiso en este delito. 

En este tipo penal, al autor del delito se le confería una pena, previamente descrita y 

presta para ser ejecutada en contra de quien realizara la acción allí tipificada, siguiendo por 

supuesto los presupuestos establecidos en los artículos 28, 39 y 40 de la Constitución 
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Política de la República de Costa Rica, en donde se salvaguardan los derechos y deberes de 

cualquier ciudadano del país; mencionados numerales procuran que las actuaciones del 

ordenamiento jurídico no se extralimite en sus regulaciones y más bien ejerza siempre bajo 

la esfera de equidad y justicia. 

Siendo anteriormente el comiso del bien involucrado en este tipo penal  

desproporcional a la aplicación de la norma, originando así una inconstitucionalidad 

eminente ante tal ejercicio, mismo que se solventó con la reforma del artículo 110 del 

Código Penal que excluyó esta figura de tal delito. 

 En el voto 599-2007 de la Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia84, se exponía 

como el comiso:  

¨era una consecuencia civil del hecho punible¨, que resulta claro que su 

naturaleza es distinta a la de las penas, y que los reclamos relativos al comiso no 

son susceptibles de ser conocidos por la vía del recurso de Revisión establecido en 

el artículo 408 inciso g) del Código Procesal Penal (…) lo cierto es que por 

seguridad jurídica y salud del sistema de Administración de Justicia, es necesario 

someter nuevamente al criterio de la instancia constitucional el tema del comiso, 

su naturaleza y alcances y su relación con el derecho de tutela judicial efectiva y 

con la posibilidad de todo ciudadano que se vea privado del derecho de propiedad 

como consecuencia de la declaratoria de un hecho delictivo dentro del proceso 

penal, de acceder a la vía de revisión para reclamar la lesión al derecho de 
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defensa y debido proceso que haya ocurrido con motivo del comiso acordado en 

la sentencia penal. El comiso es una sanción que acompaña el hecho delictivo y 

cuyos efectos directos recaen sobre el objeto que así se ¨expropia¨ y no en la 

persona del acusado, aunque la esfera jurídica de este se ve sensiblemente 

disminuida por una intervención represiva del Estado, al privarlo de su derecho 

de propiedad sobre los bienes, instrumentos u objetos provenientes del ilícito. Sin 

la constatación de un hecho delictivo, el comiso no tendría razón de ser. Por eso, 

es dudosa su calificación como ¨consecuencia civil del hecho punible¨, pues no 

busca la reparación restitución o indemnización de los daños o perjuicios 

ocasionados, sino la expropiación de los objetos descritos, a favor del Estado en 

razón de la constatación de que se cometió un delito. Esta Sala de Casación duda 

razonablemente de que el comiso tenga una naturaleza distinta a la de las penas, 

razón por la cual considera necesario consultar a la Sala Constitucional si la 

exclusión del tema del comiso como objeto del procedimiento especial para la 

revisión de la sentencia no es una denegación de justicia para quien considera 

que por, error judicial, ha sido privado arbitrariamente de sus bienes o propiedad 

por una sentencia penal, en infracción de los artículos 41 y 45 de la Constitución 

Política (…)¨.   

Tal  como explica en dicho requerimiento judicial, se gestionó el mismo por cuanto se 

consideraba que se privó de forma improcedente en sentencia penal al autor del hecho de 

sus bienes patrimoniales, hoy luego del análisis ya expuesto y de la reforma al Código 

Penal en cuanto al comiso en delitos de Conducción Temeraria se refiere, se podría deducir 
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que en efecto se dio una mala aplicación de la figura del comiso pues esta tan solo es una 

consecuencia civil y para este tipo no procedía su aplicación tal como lo señala el voto 

anterior. 

 En el voto 371-2011 del Tribunal de Casación Penal de Cartago85, se indica:  

¨El artículo 1 de la Constitución Política consagra el Estado de Derecho, por otro 

lado el artículo 6 del Código Procesal Penal impone al Juzgador el deber de 

objetividad, obligación que comprende que el Juez deba no solo valorar las 

circunstancias que perjudican al acusado sino también las que le son favorables. 

El comiso del vehículo, tratándose de delitos de conducción temeraria, resulta 

violatorio del principio de proporcionalidad. El Doctor Javier Llobet Rodríguez 

en su obra Proceso Penal Comentado (Código Procesal Penal Comentado), 

Cuarta Edición, páginas 537 y 538 refiere lo siguiente: "(...) En lo relativo al 

comiso es importante tener en cuenta que no debe disponerse el mismo de manera 

automática, puesto que el comiso debe respetar el principio de proporcionalidad 

(Véase: Sala Tercera, voto 24-2004 del 23-1-2004). Han existido una serie de 

excesos con respecto al comiso. Así se ha llegado a considerar que cuando se 

vende droga en una casa debe disponerse el comiso de la casa (Cf. Tribunal de 

Casación Penal de San Ramón voto 87-2009 del 27-2-2009, en el que la casa se 

encontraba incluso en patrimonio familiar). Cuando no se pueda estimar que la 

propiedad de la casa haya sido adquirida como consecuencia de la venta de 
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droga, no puede ordenarse el comiso. De todas maneras de ninguna manera 

podría estimarse que la casa es un instrumento del delito, ya que dicha 

interpretación desborda totalmente el texto de la ley, la que debe recibir una 

interpretación restrictiva cuando se trata de una pérdida de derechos, como 

ocurre con la propiedad en el caso del comiso. Lo mismo cabe indicar con 

respecto al comiso del vehículo en los casos de conducción temeraria de un 

vehículo. No solamente el comiso en tal caso es contrario al principio de 

proporcionalidad, tomando en cuenta las diversas sanciones que se disponen en 

contra del conductor, sino además que se impone una interpretación restrictiva 

del concepto de instrumento del delito (...). El artículo 45 de la Constitución 

Política además de consagrar el derecho de propiedad como inviolable, establece 

un único procedimiento de expropiación y es indemnizando al propietario, o sea, 

que en principio cualquier expropiación sin indemnización será inconstitucional. 

La expropiación no indemnizatoria que no será inconstitucional es la que se hace 

por medio del comiso, pero para esto deben tenerse especiales recaudos al aplicar 

los artículos 103 o 110 del Código Penal, numerales que con la sana y correcta 

hermenéutica en el momento que tengan que aplicarse, se concluirá que ante una 

sentencia condenatoria no necesariamente debe ordenarse el comiso de manera 

automática, pues debe considerarse su proporcionalidad, los alcances del 

concepto de instrumento de delito y eventual afectación que el comiso tenga sobre 

derechos de terceros. Toda Autoridad Jurisdiccional al resolver los asuntos 

sometidos a su conocimiento, debe tener como fundamento la Constitución 
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Política y la Ley, y si bien es cierto el ordenamiento jurídico no autoriza la 

desaplicación de las normas, el órgano jurisdiccional llamado a resolver el 

conflicto debe aplicar los principios constitucionales y legales existentes, lo que 

no debe comprenderse como una desaplicación de normas, porque cuando se 

presenta un conflicto de intereses en el que el ordenamiento jurídico a través de 

sus normas prevé más de una solución posible para una misma hipótesis, la 

Autoridad Jurisdiccional debe optar por la solución más justa y equitativa, lo que 

cumple mediante la aplicación de principios constitucionales y legales, sin que 

ello signifique una desaplicación arbitraria de normas al no haber optado por 

otra solución. No ordenarse el comiso en el presente caso, no resulta ser una 

desaplicación arbitraria del artículo 110 del Código Penal, pues su aplicación no 

podría ser automática, cuando primero debe atenderse el principio constitucional 

de proporcionalidad, y sus derivados como lo son la necesidad, idoneidad y 

proporcionalidad en sentido estricto¨. 

Es importante destacar, tal como se expuso en el voto antes descrito, que el comiso no 

es proporcional en los delitos de conducción temeraria, ya que si bien el vehículo fue usado 

para cometer el tipo penal, no basta con esta circunstancia para que se le haga merecedor al 

sujeto activo que realiza la acción de perder este bien, mucho menos cuando ese mismo 

bien ni siquiera es su propiedad; este punto quedó superado con la modificación al artículo 

110 del Código Penal, al indicarse en esta norma que está excluido de la figura del comiso 

el delito descrito en el numeral 261 bis del Código Penal.  
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En este tipo penal se procura el comiso ¨sobre los bienes, instrumentos u objetos 

provenientes del ilícito¨, pero para el hecho de conducir en estado de ebriedad con una 

cantidad en gramos en sangre superior al margen permitido por ley, dicho  bien inmueble 

era el medio que no provenía de la conducta ilícita, sino que se utilizaba para poder cometer 

la infracción, la cual no se configura sin este bien, sin embargo, tampoco se hace necesario 

un vehículo en específico, puede incluso ser de un tercero y no del autor del hecho; por 

consideración a este evento y los otros que antes se han mostrado, se considera que la 

sanción debe aplicarse solo al sujeto que la comete y no así al objeto con que se realiza o al 

tercero propietario registral del mismo. 

Además, en el voto 7783-2011 Sala Constitucional,86 se muestra como en efecto se 

torna inconstitucional la aplicación de la figura del comiso de forma automática en los 

delitos de conducción temeraria, pues debe el juzgador, ante esta determinación, valorar 

cada caso en específico y analizar si su sanción corresponde a la acción que cometió el 

sujeto y si con ello le daría buen uso al principio de proporcionalidad y razonabilidad 

dentro del tipo penal; de este voto se extrae lo siguiente:  

¨(…) el Tribunal de Casación Penal del Segundo Circuito Judicial de Guanacaste 

consulta sobre la constitucionalidad de la aplicación automática del artículo 110 

del Código Penal respecto del artículo 254 bis del mismo cuerpo normativo. Los 

jueces interpretan que aplicar la figura del comiso al delito de conducción 

temeraria es convertir el mismo en una pena accesoria y no en una consecuencia 

                                                           
86
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civil del hecho punible, lo que estiman contrario al principio de legalidad de las 

penas y proporcionalidad de las sanciones. Señalan que es una forma encubierta 

de imponer una sanción penal no prevista por el legislador carente de parámetros 

para su cuantificación, sin que tenga un fin reparador y constituye, así, una 

medida confiscatoria (…) Sobre el particular, aprecia la Sala que efectivamente la 

figura del comiso, tal como se define en el artículo 110 del Código Penal, es una 

consecuencia civil del ilícito penal dirigida a prevenir la utilización de bienes o 

instrumentos para fines delictivos, o a la utilización de los bienes o valores 

provenientes de la comisión del hecho punible, precisamente como una medida 

adicional de carácter civil que más allá de la sanción de carácter 

penal, desestimule psico-socialmente la realización de hechos delictivos, o 

imposibilite que esos instrumentos o bienes puedan ser nuevamente utilizados 

para la comisión de hechos delictivos, dejando en todo caso, a resguardo los 

derechos que pudieren tener los ofendidos o terceras personas¨. Continua  este 

mismo voto de la Sala Constitucional: ¨En este sentido, las conductas previstas en 

este artículo 254 bis difícilmente pueden dar origen a una “utilidad” para el 

sujeto infractor, o dar lugar a cosas o valores provenientes de su realización; por 

el contrario, la naturaleza de este tipo de comportamientos define que sus 

consecuencias sean altamente lesivas para bienes tan relevantes como la vida y la 

salud, a las que el adecuar la conducta a la acción tipificada, pone en evidente 

riesgo de ser afectadas, aunque no en todo caso lo sean. De tal forma, interpretar 

que debe aplicarse de manera irrestricta, automática y casi obligada lo dispuesto 



 
117 

en el artículo 110 del Código Penal en relación con el artículo 254 bis del mismo 

Código, sin valorar las particularidades de cada caso concreto, ciertamente 

origina una consecuencia de carácter confiscatorio sobre un bien mueble, el 

vehículo que se conduce, que puede resultar desproporcionada, y convertirse así 

en una pena accesoria. En efecto, el comiso tiene como objeto privar al sujeto 

infractor de los objetos con los cuales produjo una afectación a la sociedad y lo 

pretendido es evitar que ello ocurra nuevamente, para ello el propio 254 bis 

contempla la inhabilitación, no necesariamente la pérdida del vehículo, aunque 

también agrava la pena en ciertos casos¨.  

Tal como se mencionó en párrafos anteriores es indebida la aplicación de la figura del 

comiso en los delitos de peligro abstracto conducción temeraria, la inconstitucionalidad se 

origina en la aplicación automática del comiso, cuando en realidad debe valorarse cada 

situación en concreto y conforme con ello, asignarse por parte del juzgador la sanción más 

idónea, pues como se ha venido explicando, que el vehículo sea el instrumento con que se 

lleva a cabo la conducta ilícita, no le otorga necesariamente la característica primordial para 

ser objeto de comiso. 

Es así como también lo menciona el voto 207-2011 del Tribunal de Casación Penal de 

Cartago87, en donde se hace notorio una vez más que el comiso no es una pena, sino más 

bien una consecuencia civil del delito y que la misma debe ser aplicada a partir de la 

proporcionalidad y la razonabilidad, ya que el juzgador debe hacer uso de dichos principios 
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 Voto 207-2011 de las nueve horas cincuenta y cinco minutos del veintiuno de julio del dos mil once, del 

Tribunal de Casación Penal de Cartago. 
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en conjunto con las reglas de la sana crítica y así dar la más idónea aplicación a esta figura. 

Este voto puntualiza:  

¨De modo tal que pese a lo dispuesto en el numeral 110 del Código Penal, es 

posible al juzgador valorar la aplicación del comiso, de acuerdo al hecho 

concreto y la lesión al bien jurídico tutelado, de modo que no resulte cercano a 

una confiscación. En ese sentido indica Zaffaroni: "No obstante, dada la amplitud 

con que nuestra ley prevé el decomiso (se refiere al comiso) este debe limitarse en 

los casos que resulte ser una pena tremendamente desproporcionada, cuya 

crueldad sea irracional, o bien, cuando por su enormidad, se acerque a la 

confiscación" (ZAFFARONI Manual de Derecho Penal, p. 745). Por su parte, 

Jeschek expresa que el comiso no está sometido al principio de culpabilidad sino 

al de proporcionalidad. El 74 b I prescribe, por tanto no imponer el comiso, 

siempre que la ley no lo imponga obligatoriamente, si fuera desproporcionado a 

la importancia del hecho (por ej; no debe imponerse el comiso de un automóvil 

con el que se ha cometido un delito de contrabando de poca importancia"           ( 

JESCHECK Hans. Tratado de Derecho Penal, p. 1103). Para la aplicación del 

principio de proporcionalidad se dice "que no se trate de las ganancias ni de los 

instrumentos y efectos del delito de comercio ilícito, y que se cumpla 

alternativamente una de las tres condiciones siguientes: a) que el valor de los 

bienes no guarde proporción con la naturaleza de la infracción penal, b) que el 

valor no guarde relación con la gravedad del delito, c) que se hayan satisfecho 

completamente las responsabilidades civiles.¨ 
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Queda claro que la aplicación del comiso no debe realizarse ni de forma automática ni 

de manera imperceptible, al tener que elaborarse toda una valoración de si en el tipo penal 

en discusión y en el caso en concreto es oportuno aplicársele mencionada consecuencia 

civil, además en este voto se  efectúa el vínculo con respecto al voto antes descrito 7783-

2011 y lo que debe pensarse como inconstitucional, la aplicación automática e 

indiscriminada del comiso. 

 

d) Análisis de la reforma al artículo 261 bis y 110 del Código Penal 

Posterior a la creación y aplicación de dicha norma, surgió una serie de eventos que se 

procuró abarcar en párrafos anteriores; la sociedad y el legislador se percataron de 

deficiencias en la norma y en razón de ello se reformó este tipo, en aras de excluir cualquier 

laguna inmersa en ella, se realizó el ajuste pertinente y con ello se modificó el artículo de la 

siguiente forma88:  

Artículo 261 bis del Código Penal: ¨Se impondrá pena de prisión de uno a tres 

años, en los siguientes casos: 

a) A quien conduzca un vehículo automotor en las vías públicas en carreras 

ilícitas.  

b) A quien conduzca un vehículo automotor a una velocidad superior a ciento 

cincuenta kilómetros por hora (150 km/h). 
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 Código Penal. Ulises Zúñiga Morales. 26 ed. San José, C.R. IJSA, febrero del 2013. Página 157. 
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c) A quien conduzca un vehículo   automotor en las vías públicas bajo la 

influencia de bebidas alcohólicas, con una concentración de alcohol en sangre 

superior a cero coma setenta y cinco gramos (0,75 g) por cada litro de sangre o 

con una concentración de aire superior a cero como treinta y cinco miligramos 

(0,38 mg)por litro, en ambos supuestos para cualquier tipo de conductor, o con 

una concentración de alcohol en sangre superior a cero como cincuenta gramos 

(0,50 g) de alcohol en aire superior a cero coma veinticinco miligramos (0,25 mg) 

por litro, en ambos supuestos, si se trata de un conductor profesional o de un 

conductor al que se le ha expedido por primera vez la licencia de conducir en un 

plazo inferior a los tres años, respecto del día en que se detectó la presencia del 

alcohol. 

Igual pena se aplicará a quien conduzca bajo la influencia de drogas tóxicas, 

estupefacientes, sustancias psicotrópicas u otras sustancias que produzcan 

estados de alteración y efectos enervantes o depresivos análogos, de acuerdo con 

las definiciones, los alcances y las características que haya establecido el 

Ministerio de Salud. 

En todas las circunstancias anteriores, además se le inhabilitará para conducir 

todo tipo de vehículos de dos a cuatro años. 

Al conductor reincidente se le aumentará la pena de prisión en un tercio. 

Cuando se imponga una pena de prisión de dos años o menos, el Tribunal podrá 

conmutar la pena privativa de libertad por una multa pecuniaria, la cual no podrá 

ser menor de un salario base, ni mayor de tres salarios base mensual, 
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correspondiente al ¨auxiliar administrativo uno¨ que aparece en la relación de 

presupuesto ordinario de la República aprobada en el mes de noviembre anterior 

a la fecha en que se cometa la infracción de tránsito, o bien, la imposición de una 

medida alternativa de prestación de servicio de utilidad pública que podrá ser 

desde cien horas hasta trescientas horas de servicio, en los lugares y la forma que 

se dispongan por la autoridad jurisdiccional competente. 

La pena de inhabilitación será comunicada al órgano competente del MOPT para 

su efectiva aplicación.¨ 

Con esta reforma se logran dilucidar varios aspectos que se considera tienden a 

interpretación diversa, al exponerse en forma amplia diferentes aspectos del tipo penal, 

mismos que no necesariamente abarcan las conductas ilícitas que surgen dentro de esta 

figura penal, los cuales se contendrán en los siguientes puntos, sin ninguna disposición de 

importancia en particular, tan solo en el orden que fueron antes descritos: 

1. Se adiciona a la norma una cantidad en gramos diferente a la ya establecida, pues 

con anterioridad se exponía que la cantidad en gramos de alcohol permitido en cada 

litro de sangre debía ser 0,75 gramos,  no exponiéndose en ningún apartado respecto 

a la concentración de alcohol en aire, no obstante, con la reforma se estableció una 

concentración de alcohol en aire superior a 0, 38 miligramos por litro.  Al indicar la 

palabra ¨aire¨ se podría deducir que se refiere al aire que logra detectar el 

alcohosensor o aire alveolar, mismo que requiere que el aire expedido provenga de 

los pulmones tal como se detalló en el capítulo anterior, pero la norma no es precisa, 

ya que por las fosas nasales también se puede expedir aire y aunque parezca 



 
122 

absurdo, no se delimitó a cuál aire se refería, situación que podría ser usada en favor 

o perjuicio del imputado o sujeto activo en cuestión de su defensa o imputación de 

hechos. 

2.  Del mismo modo se amplió el tipo penal señalando una condición diferenciadora si 

se trata de un conductor profesional o de un conductor al que se le ha expedido por 

primera vez la licencia de conducir en un plazo inferior a los tres años, respecto del 

día en que se detectó la presencia de alcohol. 

Es importante destacar que no se define qué se debe comprender por 

conductor profesional, pero sí queda claro que se trata de un conductor que tiene 

más de tres años de poseer la licencia de conducir.   

Este es un punto complejo al poderse pensar en muchos casos, tal como el de 

un ciudadano que se considere profesional como un  conductor que obtuvo su 

licencia de conducir hace más de veinte años (por indicar un periodo), cuando la 

forma de obtenerla era diferente a la actual y que se ha preocupado por renovar su 

licencia como corresponde, tal como si este fuese un documento más de identidad, 

pero que en el periodo transcurrido no conduzca, al preferir que su vehículo sea 

conducido por un tercero o ni siquiera tenga vehículo para conducir; así mismo, 

surge el caso de la persona que acaba de obtener por primera vez su licencia pero 

tiene quince años de conducir sin contar con la misma, se estaría ante un evento de 

importancia, pues el simple hecho de poseer una licencia de conducir con cierta 

cantidad de tiempo le estaría otorgando una cualidad de profesional o principiante al 

conductor, cuando no debería ser medido por ese razonamiento, al ser la experiencia 
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el fundamento de dicha premisa y no el tiempo de haber obtenido la licencia de 

conducir. 

 Mucho menos darle cierto privilegio o tolerancia al conductor, dependiendo 

de quién se trate, en este sentido, la norma estipula que prohibido a cualquier 

conductor (profesional o no) conducir bajo la influencia de bebidas alcohólicas  con 

una concentración  superior a 0,75 gramos en cada litro de sangre o con una 

concentración de alcohol en aire superior a 0,38 miligramos, aspecto que ya se 

analizó con anterioridad; o con una concentración de alcohol en sangre superior a 

0,50 gramos en cada litro de sangre o con una concentración de alcohol en aire 

superior a 0,25 miligramos por litro, si se trata de un conductor profesional o un 

conductor al que se le ha expedido la licencia de conducir en un plazo inferior a tres 

años, de tal modo que se estaría sancionando de forma rigurosa a los conductores 

principiantes y a los profesionales, pues si su ingesta de alcohol no sobrepasa los 

0,75 o 0,38 por ciento establecido, siempre quedará el rango inferior de 0,50 o 0,25 

que también podría aplicársele; quizás se podría pensar que hubiese sido mejor 

establecer una sola cantidad o margen de gramos como también antes ya se sugirió 

hasta por profesionales en toxicología en capítulos anteriores y aplicar 0,50 gramos 

a todos los conductores sin distinción de experiencia y suprimir así el 0,75 gramos 

previamente establecido, ya que ante este hecho el Ministerio Publico deberá 

solicitar ante el Consejo de Seguridad Vial certificación donde se indique desde 

cuándo posee el conductor licencia de conducir para así determinar cuál cantidad en 

gramos debería imputársele correctamente. Se debe recordar que una vez detenidos, 
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si no se practica la prueba de aire alveolar, se deberá esperar el dictamen 

criminalistíco correspondiente, entre otros aspectos para imputarle los hechos. 

3. En cuanto a la persona que conduzca bajo la influencia de drogas tóxicas, la 

cuestión importante sería conocer cuál es el medio utilizado para detectar tal ingesta 

o si será solo una situación que al aplicarle la extracción de sangre por 

concentración de alcohol también se analizará la influencia de cualquier otro tipo de 

droga toxica, sustancias psicotrópicas u otras; en este punto hace falta estar al tanto 

si el Ministerio de Salud está preparado para dar un resultado inmediato o si existe 

un modo de detectar sin saber la concentración exacta de la droga en el organismo. 

No solo el artículo antes descrito fue reformado, sino que también, como se ha 

venido desglosando, el artículo 110 del Código Penal, donde se excluye por completo 

aplicar el comiso al artículo 261 bis del Código Penal, por todas las razones que antes se 

indicaron en párrafos anteriores y solo como referencia se cita textualmente89:  

Artículo 110: “El delito produce la pérdida en favor del Estado de los 

instrumentos con que se cometió y de las cosas o los valores provenientes de su 

realización, o que constituyan para el agente un provecho derivado del mismo 

delito, salvo el derecho que sobre ellos tengan el ofendido o terceros. 

Se excluye de esta previsión los vehículos involucrados en la comisión de los 

hechos tipificados en el artículo 261 bis del Código Penal¨.   
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 Código Penal. Ulises Zúñiga Morales. 26 ed. San José, C.R. IJSA, febrero del 2013. Página 74.  
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Sección III. La Inhabilitación 

a) Concepto 

La inhabilitación consiste en privar a un ciudadano de ciertos derechos, en razón de 

haber cometido un acto ilícito, se le suspende la posibilidad de realizar o ejercer 

determinadas  actividades, mismas que estén previamente establecidas y vinculadas con el  

tipo penal que se infringió.  

El autor Eugenio Raúl Zaffaroni señala que consiste: ¨en la pérdida o suspensión de 

uno o más derechos de modo diferente al que comprometen las penas de prisión y la 

multa¨
90

, tal como se define, esta inhabilitación puede darse de forma paralela a la pena de 

prisión, puede ser una pena  accesoria o principal, pues en este tipo penal no solo se podría 

sancionar con la privación de libertad del imputado, sino también con la inhabilitación de la 

licencia por un tiempo determinado.  

El Código Penal costarricense define los dos tipos de inhabilitación que se establecen, 

diferenciando entre inhabilitación absoluta e inhabilitación  especial91: 

¨Artículo 57.-Inhabilitación absoluta. La inhabilitación absoluta que se extiende 

de seis meses a doce años, excepto la señalada en el inciso 6) de este artículo, que 

se extiende de cuatro años a cincuenta años, produce al condenado a lo siguiente: 

                                                           
90

 Manual de Derecho Penal Parte General. Eugenio Raúl Zaffaroni, Alejandro Slokar y Alejandro Alajia. 2ª  

ed. 6ª reimp. Buenos Aires: Ediar, 2011. Página 731. 

91
 Código Penal. Ulises Zúñiga Morales. 26 ed. San José, C.R. IJSA, octubre del 2012. Página 43-44. 
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1) Pérdida de empleo, cargo comisiones públicas que ejerza, inclusive el de 

elección popular. 

2) Incapacidad para obtener los cargos, los empleos o las comisiones públicas 

mencionadas. 

3) Privación de los derechos políticos activos y pasivos. 

4) Incapacidad para ejercer la profesión, el oficio, el arte o la actividad que 

desempeñe. 

5) Incapacidad para ejercer la patria potestad, tutela, curatela o 

administración judicial de bienes. 

6) Incapacidad para ejercer u obtener empleo, cargo, profesión, oficio, arte o 

actividad que le coloque en una relación de poder frente a una o más personas 

menores de edad. 

Artículo 58.-Inhabilitación especial. La inhabilitación especial cuya duración 

será la misma que la inhabilitación absoluta consistirá en la privación o 

restricción de uno o más de los derechos o funciones a que se refiere el artículo 

anterior.¨ 

 La diferencia entre una y otra es simple, al suspenderse en ambas los derechos o 

funciones a una persona en específico para ejercerlo en cierto periodo o cargo, pero lo que 

marca la pauta se ubica en que la suspensión de un derecho o función sobre el cual recae la 

inhabilitación será absoluta pues aunque ya se haya cumplido con la condena, el sujeto 

quedará privado de retomar dicha función o derecho; en cambio, en la inhabilitación 

especial, una vez concluida la condena, este mismo sujeto podrá ejercer tal derecho o 
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función antes limitado, ya que solo se brinda esa inhabilitación para ese cargo, función o 

derecho en concreto.  

 Además las define la autora Molina Blázquez92 así:  

¨A) Inhabilitación absoluta produce la privación definitiva de todos los honores, 

empleos y cargos públicos, aunque sean electivos, que tenga el penado y la 

incapacidad para obtener ningún otro honor, empleo o cargo público mientras 

dure la condena (…)B) Inhabilitación especial produce la privación definitiva del 

cargo sobre el cual recayese y de los honores a él anejos, así como la incapacidad 

para obtener el mismo u otros similares durante el tiempo que dure la condena¨. 

 Se comprende que esta sanción es accesoria en el tipo penal de conducción 

temeraria, al establecerse en esta con anterioridad la privación de libertad, por cuanto si una 

persona es privada de su libertad, se le inhabilita su licencia para conducir.  El artículo 261 

bis del Código Penal Costarricense, respecto a la inhabilitación, literalmente señala: ¨ En 

todas las circunstancias anteriores, además se le inhabilitará para conducir todo tipo de 

vehículos de dos a cuatro años¨.  

  Del mismo modo se hace referencia en el voto 581-2011 del Tribunal de Apelación 

de sentencia, III Circuito Judicial de Alajuela, Sección I, San Ramón93, respecto al comiso 

y la inhabilitación en el artículo 254 bis del Código Penal:  
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 La aplicación de la pena, estudio práctico de las consecuencias jurídicas del delito. Mª Concepción, Molina 

Blázquez. 2ª ed.  Barcelona, octubre 1998. Página 23. 

93
 Voto 581-2011 de las diez horas cinco minutos del veintidós de diciembre del dos mil once, del Tribunal de 

Apelación de sentencia, III Circuito Judicial de Alajuela, Sección I, San Ramón. 



 
128 

¨En efecto, el comiso tiene como objeto privar al sujeto infractor de los objetos 

con los cuales produjo una afectación a la sociedad y lo pretendido es evitar que 

ello ocurra nuevamente, para ello el propio 254 bis contempla la inhabilitación, 

no necesariamente la pérdida del vehículo, aunque también agrava la pena en 

ciertos casos. Nótese que lo penalizado es una conducta irregular con fines 

preventivos, pues lo pretendido por el legislador es evitar que se configure otra 

figura penal, como podría ser la muerte o lesión de una persona, a causa de los 

excesos estipulados. Para ello ya la norma establece como pena la prisión y la 

inhabilitación para conducir vehículos de todo tipo, por un tiempo determinado 

cuando alguien conduzca en las vías públicas en carreras ilícitas, concursos de 

velocidad ilegales o piques contra uno o varios vehículos, contra reloj o cualquier 

otra modalidad¨. 

 El legislador al aplicar la inhabilitación para conducir vehículos de cualquier tipo al 

sujeto que cometió el ilícito procura que este no incurra en la misma conducta por la que 

fue procesado y sancionado penalmente. Esta pena es implementada con carácter de 

readaptación social ya que el imputado será expuesto a una limitación, a la pérdida o 

posibilidad de ejecutar un derecho que posee, pero que le fue inhabilitado por su conducta 

ilícita. 

Para que la inhabilitación surja, esta deberá estar instaurada en la norma y su aplicación 

dependerá solo como consecuencia de la comisión de un  delito que así lo numere. El cese 

de dicha inhabilitación será cuando el sujeto cumpla con la condena en el periodo definido. 

Debe también comprenderse que la inhabilitación es una pena privativa de derechos. 
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Se hace oportuno indicar lo que expone el voto188-2013 de las nueve horas veinte 

minutos del treinta y uno de enero del dos mil trece del  Tribunal de Apelación de sentencia 

Penal, Segundo Circuito Judicial de San José- Goicoechea, respecto a la figura en estudio 

de inhabilitación, en donde según se menciona no procede la aplicación de esta pena ni la 

pérdida de puntos en la licencia de conducir, esto lo expone de la siguiente manera:  

¨si se hace una atenta lectura del artículo 261 bis del Código Penal antes referido 

(así fijado por el sistema SINALEVI al incorporar el cambio de numeración 

introducido por el artículo 3° de la Ley N° 9048 del 10 de julio de 2012), se podrá 

determinar que la inhabilitación, como pena imperativa, según se mencionó en la 

sentencia, solamente está prevista para el primer y segundo supuesto de hecho 

que contiene este artículo (antiguo 254 bis) y que no aluden a la conducción bajo 

los efectos del licor. De manera que para el caso de la conducción bajo la 

influencia de tales bebidas no está prevista esta segunda sanción. Como si esto no 

fuera ya suficiente sucede, además, que es la Ley de Tránsito vigente la que 

disponía, en tal caso, la pérdida de puntos para conducir que llevaba a la 

suspensión de la licencia, pero eso ahora quedó sin sustento habida cuenta que el 

artículo 136 de la Ley de Tránsito dispone: "a) Acumulará doce puntos el 

conductor condenado en sentencia firme por la comisión de los delitos tipificados 

en los artículos 117, 128, 254 bis del Código Penal, Ley N.º 4573, de 4 mayo de 

1970, y sus reformas" es decir, remite al "254 bis" del Código Penal, que ya no 

contempla la conducta en comentario sino una muy diversa. Es decir, dicha 

acción quedó sin sanción accesoria, por un error del legislador al no percatarse 
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del cambio de numeración que hizo en el Código Penal. No se puede, desde esta 

perspectiva, ampliar o interpretar en contra del acusado y del principio de 

legalidad, que también se le debe aplicar a la pena en cuestión, si no se incluyó 

así para el supuesto de hecho que aquí interesa¨
94

.  

Las modificaciones que han surgido a lo largo del proceso de creación y puesta en 

práctica de este tipo penal, han ocasionado que se incurra en este tipo de situaciones, las 

cuales se solventan como corresponde, quedando así claro con este último voto que la 

inhabilitación no procede como una sanción aplicable en los casos de conducción temeraria 

por ingesta de licor que sobrepase los gramos de alcohol en sangre permitidos, esto sí se 

aplicará como una pena imperativa. 

 

b) Principio de ne bis in ídem  

Este principio también es conocido como el principio de  ¨cosa juzgada¨, se centra en la 

idea que ningún ciudadano puede ser juzgado o sancionado dos veces por cometer una 

acción ilícita, pues de ser así violaría los derechos constitucionales que rigen esta nación, es 

decir, la persecución penal se limita a una sola vez, como el mismo nombre lo señala ¨non 

bis in ídem¨, que se traduce ¨no dos veces sobre lo mismo¨. 

Al analizar el tipo penal en cuestión, se denota cómo una misma conducta posee varias 

penas impuestas al mismo hecho y dentro del mismo proceso, ya que cuando un sujeto 
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 Voto 188-2013 de las nueve horas veinte minutos del treinta y uno de enero del dos mil trece, del  

Tribunal de Apelación de sentencia Penal, Segundo Circuito Judicial de San José- Goicoechea. 
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sobrepasa el margen en gramos de alcohol en sangre permitido, recibe una sanción, 

privación de libertad, inhabilitación de la licencia de conducir o incluso se refiere a 

conmutar la privación de libertad por una multa. Antes de la modificación a la norma, se 

implementaba la consecuencia civil del comiso del vehículo, situación que varió 

recientemente, pero con estas sanciones se podría sugerir que el legislador le impuso varias 

penas al mismo hecho delictivo, situación que no significa que sean dos sanciones para una 

misma conducta, sino varias penas impuestas dentro del mismo proceso penal, en el cual se 

le puede otorgar o sancionar al sujeto con cualquiera de ellas, sin que esta incurra en una 

anomalía o ilicitud.   

Tal como lo señala la autora Cecilia Sánchez: 

 ¨El non bis in ídem, impide que una persona pueda ser juzgada dos veces por los 

mismos hechos, en tanto ello resultaría violatorio del debido proceso y tampoco 

podría ser condenado dos veces por una misma conducta, aunque ésta haya sido 

calificada de manera distinta. (…) el Tribunal de Casación Penal ha indicado que 

éste representa una garantía de seguridad individual, por lo tanto, solo ampara a 

la persona que, perseguida penalmente, vuelve a ser perseguida en otro 

procedimiento que tiene como objeto la imputación del mismo.¨
 95  

 

Puede deducirse que este principio es personalísimo, al proteger el derecho de un 

individuo en específico cuando estos están siendo colocados en una posición violatoria al 
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debido proceso, cada menoscabo es personalísimo y solo puede reclamarlo quien lo padece 

y sufre la afectación de manera directa; penalmente sería muy grave no poderse sancionar 

el sujeto que infrinja la norma, con una acción en específico, de diversas formas o con 

variadas penas por el mismo evento. 

Una persona solo será sometida a un proceso penal con la finalidad de recibir una 

sanción por su conducta ilícita, una vez analizada de ese modo, su condena será puesta en 

conocimiento a las partes procesales, esto sin ser expuesto el imputado posteriormente a un 

nuevo proceso que le procure la misma o una diferente sanción, ya que se estaría en 

presencia de la figura de  cosa juzgada, concepto que debe comprenderse como la 

inmutabilidad de una resolución final al no permitir su modificación, esto como una 

imposibilidad legal al menos para volver a juzgar al individuo que ya se sujetó a un 

proceso, es decir,  impide que sea procesado otra vez por el mismo delito; de ser así, se 

estaría menoscabando el principio de non bis in ídem, esto excluyendo el recurso de 

revisión de la sentencia cuando así procesalmente lo amerite. 

El delito de conducción temeraria impone diversas sanciones para una misma conducta, 

pero esto es tan solo la posibilidad que tiene el juzgador de otorgarle al imputado la pena 

más idónea en cuanto a la acción ilícita que cometió. 

El elemento constitucional del mencionado principio se plasma en el artículo 4296 de la 

Constitución Política de la República de Costa Rica, el cual menciona: 
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Artículo 42.- ¨Un mismo juez no puede serlo en diversas instancias para la 

decisión de un mismo punto. Nadie podrá ser juzgado más de una vez por el 

mismo hecho punible. 

Se prohíbe reabrir causas penales fenecidas y juicios fallados con autoridad de 

cosa juzgada, salvo cuando proceda el recurso de revisión¨.   

 

 Tal como se expone, existe la imposibilidad de reabrir procesos penales donde ya se 

haya establecido la cosa juzgada, indicándose como única excepción el recurso de revisión, 

a menos que ese sea el caso, no podría justificarse la aplicación del principio non bis in 

ídem. 

 El voto 559-197 de la Sala Constitucional  de la Corte Suprema de Justicia97 expone 

respecto al principio non bis in ídem lo siguiente:  

¨El principio de "non bis in ídem" que en su acepción general constituye una 

prohibición a la doble persecución judicial por un mismo hecho, es tutelado en el 

artículo 42 de la Constitución Política y en el 1o. del Código Procesal Penal, y 

determina una protección más a la libertad personal y una conquista de la 

seguridad individual. La prohibición que impide el doble pronunciamiento frente 

a una misma incriminación, integra en su contenido dos principios fundamentales: 

a) La cosa juzgada que es atributo que la ley asigna a la sentencia cuando se dan 

los requisitos necesarios para que quede firme y sea inmutable, y es contemplada 

                                                           
97

 Voto 559-1997 de las quince horas doce minutos del veintiocho de enero de mil novecientos noventa y 

siete, de Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia. 



 
134 

como uno de los principios integrantes del debido proceso, consagrado 

específicamente en el artículo 42, párrafo 2) de la Constitución Política. Es 

garantía de seguridad jurídica que impide que por un proceso posterior se altere 

el contenido de lo resuelto por pronunciamiento definitivo sobre el fondo de una 

causa. La firmeza de la sentencia que tiene como consecuencia la inmutabilidad 

de lo resuelto, se da fundamentalmente por la no interposición en tiempo de los 

recursos autorizados por ley para el caso concreto o porque se resolvieron los 

planteados, agotándose la instancia en alzada. b) La litispendencia o 

imposibilidad de tramitar un proceso igual en las personas, objeto y causa a uno 

ya iniciado y pendiente de resolución definitiva; existiendo un paralelismo de 

causas que desconoce la necesidad de seguridad y orden en las relaciones 

jurídicas. Esta Sala en su sentencia 1739-92, expresamente reconoció el principio 

"non bis in ídem", como elemento integrante del debido proceso al decir: "En 

general, el principio de la cosa juzgada en materia penal se vincula al 

denominado de non bis in ídem, consagrado a texto expreso en el artículo 42 de la 

Constitución según el cual nadie puede ser juzgado dos veces por los mismos 

hechos, en lo cual debe enfatizarse, porque es violatorio del derecho al debido 

proceso reabrir causa penal ya fallada por unos mismos hechos, aun cambiando 

su calificación penal o aun a la luz del surgimiento de nuevas o incontrastables 

pruebas de cargo. 

En este último sentido, también la Sala ha tenido oportunidad de declarar 

violatorio del principio de non bis in ídem el imponer al condenado o imputado en 
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causa penal otras sanciones por los mismos hechos, aunque estas no sean 

necesariamente de naturaleza penal. Así lo estableció de modo expreso, por 

ejemplo, en la sentencia número 1147-90 de 16:00 horas del 21 de setiembre de 

1990 (expediente número 0208-90), en la que declaró la inconstitucionalidad del 

artículo 240 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, que cancelaba el derecho de 

jubilación al funcionario o exfuncionario judicial condenado por delito, entre 

otras cosas." A criterio del recurrente el Tribunal Superior de Alajuela, Sección 

Segunda, dictó la sentencia número 92-95 del veintitrés de junio de mil 

novecientos noventa y cinco, con violación al debido proceso, concretamente, del 

principio en mención, porque ya existía cosa juzgada referente a los mismos 

hechos con base en los cuales ahora se le condena¨. 

Se plasma con el extracto de la sentencia anterior el impedimento de realizar doble 

persecución penal a un mismo imputado. Como se ha desarrollado en párrafos anteriores, 

queda fundamentado así el principio non bis in ídem. En el delito de conducción temeraria 

el hecho de que se establezcan penas impuestas al tipo penal como lo es la pena de prisión  

e inhabilitación, no transgrede el principio de ne bis in ídem, pues como se mencionó antes, 

estas penas aunque sean impuestas al mismo hecho y dentro del mismo proceso, no son dos 

sanciones aplicadas en distintos procesos a una misma conducta ilícita, sino más bien dos 

posibilidades de sanción a una mis conducta ilícita dentro de un mismo proceso. 
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Sección IV. Análisis de las consecuencias civiles 

a) Concepto de acción civil resarcitoria 

La acción civil resarcitoria procura resarcir el mal causado al actor civil por parte del 

demandado civil, su finalidad es reparar los daños y perjuicios causados por este en un 

hecho punible, esta figura también puede aplicársele a un tercer civil demandado.  

 El Código Procesal Penal Costarricense define en su artículo 3798 la acción civil 

resarcitoria, señalando que esta en ejercicio procura:  

¨restituir el objeto materia del hecho punible, así como la reparación de los daños 

y perjuicios causados, podrá ser ejercida por el damnificado, sus herederos, sus 

legatarios, la sucesión o por el beneficiarios en el caso de pretensiones 

personales, contra los autores del hecho punible y partícipes en él, en su caso, 

contra el civilmente responsable¨.  

De este modo ratifica cuál es su ideal y función primordial, ya que dicha acción 

pretende resarcir al afectado por cualquier daño ocasionado, de modo que debe plantearse 

en ella la afectación que se padeció y cuál es la pretensión que se posee en la misma, esto 

para que al dársele traslado y se conozca por parte de las partes y el juez, puedan bajo 

fundamento legal resolver en cuanto a lo pretendido civilmente. 

Del mismo modo, la acción civil en el mismo cuerpo normativo señalado 

anteriormente,  vincula a la procuraduría general diciendo en su artículo 3899: Artículo 38: 
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¨Acción civil por daño social. La acción civil podrá ser ejercida por la Procuraduría 

General de la República, cuando se trate de hechos punibles que afecten intereses 

colectivos o difusos¨. 

La Procuraduría General de la República es el ente que actúa como representante del 

Estado, su potestad para actuar se instaura en el Código Procesal Penal, en el artículo 16100 

de mencionado cuerpo normativo:  

Artículo 16.- Acción penal. ¨(...) la Procuraduría General de la República 

también podrá ejercer directamente esa acción, sin subordinarse a las 

actuaciones y decisiones del Ministerio Público. En los asuntos iniciados por 

acción de la Procuraduría, esta se tendrá como parte y podrá ejercer los mismos 

recursos que el presente Código le concede al Ministerio Público¨. 

Al tratarse del tipo penal conducción temeraria, como antes ya se expuso, este afecta un 

bien jurídico de la colectividad o, más bien, lo coloca en peligro, el cual no solo es 

protegido por el legislador que creó la norma, sino también por el  Ministerio Publico y con 

él la Procuraduría General de la República, los cuales no solo perseguían la sanción penal 

para el sujeto activo o imputado del ilícito penal, sino procuraban un resarcimiento civil 

para el Estado ante tal acción. El comiso del vehículo con el que se cometía el delito, se 

procuraba anteriormente como una restauración civil del injusto cometido, pues si un 

vehículo pasaba a ser parte de los bienes estatales, este se colocaba al servicio de la 

                                                                                                                                                                                 
99

 Ibíd., Página 46.  
 
100

 Código Procesal Penal. Ulises Zúñiga Morales. 16 ed. San José, C.R. IJSA, octubre 2012. Página 45.  
 



 
138 

ciudadanía o cualquier fin en beneficio de la colectividad, misma que había padecido la 

trasgresión. Por esa razón, según la finalidad a que se encaminará dicho bien mueble y una 

vez en sentencia por un Tribunal de Juicio o un Juzgado Penal de cualquier parte del país, 

se conseguía no solo la sanción impuesta por la norma, sino también un resarcimiento en 

razón de la afectación.  

Pero posterior a la reforma de la norma, al excluir el artículo 110 del Código Procesal 

Penal, los vehículos involucrados en la comisión de la conducta descrita en la norma, ya no 

pueden ser decomisados y tampoco utilizados como castigo o sanción en el cual la 

pretensión sea procurar un resarcimiento civil,  mucho menos requeridos en beneficio del 

Estado o de cualquier otra entidad, aun a pesar de ser el medio previamente establecido 

para cometer el ilícito, ya que como se ha manifestado a lo largo de esta investigación, no 

solo debe conducir con un margen de gramos de alcohol en sangre superior al establecido, 

sino también debe hacerlo mientras conduzca algún vehículo y con estas acciones su 

conducta encuadraría con lo tipificado en la norma por el legislador. 
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CONCLUSIONES 

  

Esta investigación se inició como un análisis al tipo penal conducción temeraria que 

apenas surgía, ante una sociedad que requería se tipificara una conducta como ilícita, es 

decir, el legislador observó la necesidad social de la ciudadanía costarricense y se unió a lo 

que a nivel internacional podría pensarse era una iniciativa en pro de erradicar  una 

conducta lesiva al bien jurídico tutelado: ¨la seguridad común¨. 

Los cuestionamientos surgieron,  se valoraba y descomponía esta iniciativa desde 

los motivos de ley para su creación hasta los alcances que la misma obtendría, se pensaba 

en la concentración de alcohol en sangre por utilizar como margen mínimo establecido, la 

sanción y modo de abordar la conducta ilícita, medios de prueba lícitos para recabar dicha 

información, entre otros puntos. 

En el capítulo primero se logró comprender y aplicar el principio de lesividad al tipo 

penal conducción temeraria, dicho principio fue creado por el derecho para proteger bienes 

que fuesen expuestos a peligro y estuviesen jurídicamente tutelados. En un inicio en esta 

investigación se suponía que existía una posible inconstitucionalidad pues el delito era 

sancionado aplicándole diferentes condenas y para el momento de creación de la norma se 

empleaba incluso la figura del  comiso del bien con que se cometía la infracción como una 

consecuencia civil. Se identificó el  bien jurídico como uno de peligro abstracto, el cual el 

principio de lesividad protege al existir una colectividad que podría estar ahí y padecer una 
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lesión, esto de forma abstracta; además, para la aplicación de una sanción, debe 

identificarse la acción como una ilícita y para ello debe cumplir con lo descrito en la norma.  

Del mismo modo se expuso el hecho de que el imputado puede ser sujeto de prueba, 

pero ello debe realizarse con la única finalidad de obtener la veracidad de los hechos, es de 

ahí que se consulta como opción al sujeto investigado si desea aplicarse la prueba de aire 

alveolar, siendo esto solo una prueba preliminar de detectar si su condición física sobrepasa 

los gramos de concentración de alcohol permitidos, ya que será el análisis de sangre el que 

brindará el resultado final y veraz de la condición del sujeto en análisis.  

Como todo asunto nuevo, su iniciación es con una intención relevante y contiene 

altas pretensiones, sin embargo, se considera permitido  indicar que la norma  careció de 

aspectos que conforme fue aplicándose emergieron a la luz y es de ahí que se dio la 

necesidad de que la misma sufriera modificaciones y reformas, al ser el sentido de proteger 

el bien jurídico ¨seguridad común¨ y el tipificar esa conducta como ilícita la base del tipo 

penal, aspectos que nunca se trasformaron.  

El estudiar los delitos de peligro dentro de esta investigación fue crucial al emerger 

de ellos el delito en análisis, de igual forma, comprender a cabalidad cada uno de sus 

elementos era necesario para el desarrollo congruente de este trabajo, así como el estudio 

generalizado y aplicado a los delitos de peligro del bien jurídico tutelado. 

Del capítulo segundo se obtuvo el análisis y comprensión del tipo penal conducción 

temeraria, quedando ratificado que las acciones que el Código Penal persigue son aquellas 

que ocasionen un hecho punible, el cual recibe una sanción establecida en la norma por el 

legislador. Además, al estudiar los medios de comprobación, se logró percibir cuál es la 
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razón de ser de cada uno de ellos y cuáles podrían aplicarse al tipo penal en estudio, pues 

en la práctica es más común la aplicación de dos únicamente, sin embargo, se hizo 

oportuno conocer otros que existían y que pueden llevar a cabo este mismo análisis; fue 

importante examinar cada uno de ellos ya que con ese estudio se resaltaron aspectos que 

quizás se desconocían, tales como los periodos de tiempo de aplicación, función, controles 

o  cuidados por seguir, mantenimiento del equipo, entre otros; haciendo con ello énfasis en 

la relevancia que tienen estos dentro de la investigación en cuestión.  

En el capítulo tercero se realizó la investigación de la conducta punible y las 

consecuencias civiles, con ello se identificó a la norma dentro del ámbito civil y se 

coincidió en la reforma al tener que ser suprimido como consecuencia civil del delito 

conducción temeraria la figura del comiso. Oportunamente también se logró el estudio de 

las penas impuestas y descritas en este tipo penal, por lo cual se definió cada una de ellas y 

se analizó su aplicación en este delito, considerando que la implementación de varias penas 

al mismo hecho punible y dentro del mismo proceso, debe ser vista como una sola sanción, 

dentro de la cual no se admite el principio de ne bis in ídem. 

Posterior al análisis exhaustivo que se realizó de la norma, se puede deducir que en 

efecto la misma protege un bien jurídico, el cual se ubica dentro de los delitos de peligro 

abstracto, estos se protegen por la legislación costarricense en aras de resguardar el bien 

común de la ciudadanía, se ubican dentro de los delitos de índole dolosa. También, la 

norma sufrió varias modificaciones y con ella alcanzó no solo la sanción para la conducta y 

la protección al bien jurídico, más proporcional, sino que obtuvo una mejor imposición de 

la pena, ya que anteriormente se dio una errónea aplicación de la figura del comiso como 



 
142 

consecuencia civil, donde no procedía, pues ya se estableció que dicho vehículo debe ser 

visto como un simple instrumento sin el cual no podría nacer la conducta ilícita y el cual es 

conducir, mencionado vehículo lo convierte en una mera actividad.  

De este modo y con la idea expuesta, se consideraba que podría estarse incurriendo 

en una posible inconstitucionalidad al aplicarse de manera indiscriminada y automática la 

figura del comiso en los delitos de conducción temeraria, contraviniendo la necesaria 

aplicación del principio de proporcionalidad y de razonabilidad.  

Se consideró también que esta norma penal podría pensarse como una ley 

preventiva, cuando en Costa Rica no se regulan las conductas penales de este modo, sino 

por el contrario es una ley represiva; pero luego del detallado análisis que se mostró, quedó 

evidenciado que el sancionar el delito de conducir con una concentración de alcohol en 

sangre que superase en gramos el permitido por ley en cada litro de sangre o con una 

concentración de alcohol en aire superior al establecido, no es una ley preventiva, sino 

restrictiva ante tal conducta, por cuanto este razonamiento de ley preventiva pierde sentido 

y fundamento. 

Al iniciar con esta investigación se perseguía el proponer una reforma a la norma, 

pues conforme se iba desglosando el tema, se hacía notoria una serie de aspectos que  

producían contravención con el derecho y la norma, por cuanto conforme fueron 

aconteciendo modificaciones se fue evidenciando la hipótesis y objetivos. Como surgieron 

eventos nuevos, se trató de analizar conforme surgían los cambios, sin embargo, esto logró 

que se modificara también la estructura e  investigación de este trabajo, confirmando que 
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existía una norma que regulaba un tipo penal con ciertas anomalías a consideración de la 

investigadora. 

El tipo penal requería sin duda una reforma y esta fue la que sufrió, ya que posterior 

a la investigación realizada se denotan todas las situaciones particulares que fueron poco a 

poco modificadas, aspectos que se examinaron puntualmente y que llevan a concluir que 

dicha norma en investigación al momento de su creación era desproporcional y daba un uso 

incorrecto a la figura del comiso, aspecto que varió e hizo de la misma una más correcta.  
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Resolución 371-2011. Tribunal de Casación Penal de Cartago. De las quince horas y 
cuarenta y nueve minutos del dieciséis de diciembre del dos mil once. Expediente 
09-000391-0219-PE. 
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Resolución 581-2011. Tribunal de Apelación de Sentencia, III Circuito Judicial de 
Alajuela, Sección I, San Ramón. De las diez horas y cinco minutos del veintidós de 
diciembre del dos mil once. Expediente 09-202896-0431-PE. 

 

Resolución 559-1997. Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia. De las 
quince horas y doce minutos del veintiocho de enero de  mil novecientos noventa y 
siete. Expediente 96-007001-0007-CO. 

 

Proyectos de Ley 

 

Expediente legislativo número 17.485. Comisión especial que conocerá y 
dictaminará el proyecto de ley ¨Reformas de varios artículos de la ley de tránsito por 
vías públicas terrestres número 7331 y sus reformas¨. Asamblea Legislativa de la 
República de Costa Rica.  

 

Constitución Política de la República de Costa Rica. 

 

Ley No. 4573. Código Penal de Costa Rica.  

 

Ley No. 7594. Código Procesal Penal de Costa Rica. 

 

Convención Americana sobre Derechos Humanos. 

 

 

 

 


	tesis
	portada
	listo filologa uno
	listo revision filologa


